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INTRODUCCIÓN 
El desplazamiento forzado, esa migración interna que a causa de la violencia y 
el terror ha sacudido los cimientos de la sociedad colombiana y que ha 
mantenido un aumento constante en las últimas décadas, es considerado el 
producto del conflicto armado que vive el país desde hace un buen tiempo. 
Algunos le atribuyen la responsabilidad al Estado, anotando su ausencia en 
gran parte del territorio colombiano, abandono que es aprovechado por los 
grupos armados ilegales, ya sean guerrilleros o paramilitares. Hay otros, 
tercamente realistas, que hablan de una historia continua e incesante de 
migraciones forzadas. Hay quienes ven en el desplazamiento una estrategia de 
los grupos ilegales dentro de un proceso de expansión territorial que, más que 
el efectivo control de un territorio, pretende la derrota del enemigo y la 
consecución de recursos de financiación. Las comunidades afectadas, 
generalmente rurales, se ven entre dos fuegos e inmersas en un clima de 
violencia, siendo víctimas de tácticas de guerra como las amenazas directas o 
indirectas, los crímenes selectivos o las masacres indiscriminadas. 
Dentro de este contexto, el desplazarse hacia lugares aparentemente más 
seguros, generalmente en las ciudades o cabeceras municipales o, incluso, al 
interior de los mismos centros urbanos no representa una solución absoluta, la 
tabla de salvación que les traerá tranquilidad porque en el lugar de destino se 
enfrentan a similares situaciones de violencia y terror. Esto debido a que la 
ubicuidad del conflicto armado se expresa en todo el territorio nacional, no 
existe un espacio libre o sin mancha como, tal vez, lo representó la costa caribe 
colombiana durante La Violencia casi mítica de los años cincuenta. En términos 
generales, el despojo de la tierra y demás bienes materiales, el desempleo, la 
marginalidad, los efectos sicológicos como la soledad, el miedo, la 
desconfianza, entre otros, son elementos inherentes a la problemática del 
desplazamiento forzado. Sin contar con la reconfiguración territorial en el 
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campo y en las ciudades bajo la lógica de abandono/hacinamiento, el aumento 
de la pobreza y la disminución de la calidad de vida. 
Pero esta caracterización del desplazamiento forzado forma parte de un 
discurso relativamente reciente, hablo en términos de discurso como una serie 
de acontecimientos en la que alguien ha dicho algo en determinado momento 
(Foucault, 1999b). Desde la década de los noventa, el Estado se vio abocado a 
normalizar a este conjunto de individuos que migraban por la violencia a través 
de leyes y decretos que garantizaran sus derechos en el lugar de destino, pese 
a que sus derechos ya habían sido violados por los grupos armados ilegales 
sin que el Estado cumpliera su obligación de protegerlos. En consecuencia, el 
concepto de desplazado forzado fue condensado en la Ley 387 de 1997, dando 
inicio a una época de normalización y nominación del individuo. 
Un estudio sobre el desplazamiento forzado como práctica discursiva, nos 
llevaría a develar el dispositivo de poder y sus estrategias. La forma como se 
ha inscrito el desplazamiento en la realidad del país nos permitiría pensar más 
allá del fenómeno como tal, nos conduciría a examinar la manera como somos 
gobernados. Por lo tanto, en el presente trabajo de grado se abordan las 
relaciones y conexiones del discurso construido en torno al desplazamiento así 
como el estrecho vínculo que lo une con la violencia y el terror. Es necesario 
tener en cuenta que este acontecimiento discursivo constituye un elemento 
dentro de un dispositivo de relaciones de poder (Foucault, 1999b: 59) que, en 
este caso, será observado desde el ámbito local, tomando como referencia 
espacial a la ciudad de Santa Marta y las particularidades de su entorno social 
e histórico. Según la Red de Solidaridad Social, desde 1997 hasta abril de 2003 
había 64.963 desplazados en el departamento del Magdalena, de los cuales, 
41.360 se encontraban en Santa Marta, un número elevado si se tiene en 
cuenta que la población de la ciudad es alrededor de 400 mil habitantes. Esta 
situación convirtió a Santa Marta en una de las principales ciudades receptoras 
de población desplazada a principios de siglo, mientras que la Sierra Nevada 
pasó a figurar entre las principales regiones expulsaras. 
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En términos generales, el desplazamiento forzado se ha definido como una 
migración interna, cuyas causas se originan por las situaciones de violencia 
que lesionan o ponen en peligro el núcleo esencial de los derechos 
fundamentales a la vida, a la integridad, a la libertad individual y a la seguridad 
personal (Madrid-Malo, 1995: 137). Es así como se convierte en la más clara 
expresión de la crisis de derechos humanos que vive el país, siendo el blanco 
de los medios de comunicación, concentrando las miradas de las Naciones 
Unidas que a través del ACNUR vela por el cumplimiento de los derechos 
contemplados en los Principios Rectores de los Desplazamientos Internos y 
convirtiéndose en los objetos de trabajo de múltiples ONG nacionales y 
extranjeras. De un momento a otro se convirtió en la preocupación de final de 
siglo. Abundaron los escritos, artículos de periódicos, documentos oficiales, 
publicaciones de proyectos de investigación, en fin, un sinnúmero de 
información que pretendían describir y, por tanto, caracterizar la crisis 
humanitaria que padece el país. 
En el informe de 2003 presentado por el CODHES (Consultoría para los 
Derechos Humanos y el Desplazamiento) se afirmaba que 
"No sólo hay desplazamiento porque hay guerra, sino que hay más 
guerra para desplazar más gente, porque los intereses económicos — 
que van más allá de la tenencia de la tierra— así lo determinan y porque 
el conflicto armado es un escenario favorable para afirmar este tipo de 
relaciones de poder" (El Tiempo, 29 de abril de 2003). 
El discurso empezó a ser construido a partir de la violencia y el terror 
provocado por los grupos armados ilegales como estrategia de consolidación 
de un poder económico, territorial, militar, entre otros. Y del discurso surgió el 
sujeto o, tal vez, el sujeto ya existía desde antes pero no había sido creado 
conceptualmente, no había sido atendido y, finalmente, no había sido asistido, 
condición primigenia de este sujeto. Pese a ser una población heterogénea, a 
los desplazados se les ha definido a partir de características puntuales: 
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campesino, ignorante, temeroso, despojado, desterrado, extraño, intruso, 
pobre, y podríamos seguir inventariando sus cualidades dadas sin que esto nos 
lleve por buen camino. Es así que como colectividad y como individuos, los 
desplazados deben llevar a cuestas el peso de una serie de estigmas con los 
que son señalados en los lugares de recepción, además de compartir 
experiencias cotidianas como los recuerdos dolorosos o la sensación de miedo. 
Pero este discurso que nos ocupa también ha dado lugar a un despliegue 
institucional para la atención a la población desplazada que involucra 
instituciones públicas y privadas y responsabiliza al gobierno municipal, 
departamental y, obviamente, nacional. Esta plataforma institucional está 
soportada en un conjunto de normatividades legales que han pretendido 
garantizar la efectiva protección de los derechos de los desplazados, sin 
embargo, la norma y lo institucional no se han correspondido mutuamente. 
Antecedentes 
La literatura sobre este acontecimiento es amplia y de todo tipo. Mencionaré 
algunos de los eventos y textos al respecto. Durante el mes de julio de 1998, se 
realizó el Foro Internacional "Desplazados internos en Antioquia", organizado 
por ACNUR (Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados), 
CISP (Comité Internacional para el Desarrollo de los Pueblos), Pastoral Social 
de la Diócesis de Medellín, Defensoría del Pueblo Regional Antioquia, 
Personería de Medellín, Consejería Presidencial para Desplazados de 
Antioquia, Corporación Región, Comité Municipal de Derechos Humanos y el 
IPC (Instituto Popular de Capacitación). En las Memorias del Foro se 
recogieron temas tan diversos como los antecedentes y consecuencias, los 
retos, las prevenciones de las violaciones de los derechos humanos, el marco 
legal, las experiencias de las instituciones y ONG que atienden a los 
desplazados, así como propuestas de los grupos de trabajo. Por otra parte, en 
el primer Congreso Nacional Universitario por la Paz llevado a cabo a finales de 
1999 se abordó el tema del desplazamiento forzado. Algunas de las ponencias 
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daban cuenta del conflicto social del país así como de las causas y las 
consecuencias de este fenómeno. 
En el 2000, el Museo Nacional de Colombia y el Ministerio de Cultura 
organizaron la V Cátedra Anuai de Historia Ernesto Kestrepo 
fue "Éxodo, Patrimonio e Identidad". Entre las ponencias presentadas 
estuvieron las del coordinador en aquel entonces del Grupo de Desarrollo y 
Paz del Departamento Nacional de Planeación, "Acciones del Estado para 
prevenir y atender el desplazamiento forzado" (Castro, 2000) y las del director 
de la Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento —CODHES, 
"Desplazados: lógicas de guerra, incertidumbres de paz" (Rojas, 2000). En el 
2001, el Instituto Colombiano para el Fomento de la Educación Superior y el 
Ministerio de Educación Nacional publicaron el texto "Desplazamiento forzado y 
reconstrucción de identidades" de Martha Bello, en el que el concepto de 
identidad es el hilo conductor para analizar los impactos psico-sociales del 
desplazamiento, explorando la representación que cada sujeto hace de sí 
mismo en el proceso de interacción social. 
Otro de los eventos que se han realizado en torno a este acontecimiento es la 
Expedición por el Éxodo, un encuentro polifónico en el que desplazados, 
literatos, intelectuales, artistas, entre otros, cuentan experiencias y 
percepciones del desplazamiento forzado. En su segunda versión llevada a 
cabo en septiembre de 2002, el éxodo no es sólo entendido en términos de 
desplazamiento físico sino también en cuanto despojo y movilidad social por lo 
que la intención es, aparte de recuperar el derecho inalienable al retorno de los 
desterrados o a vivir dignamente en las ciudades, es también el "recuperar con 
ellos la noción de territorio y de nación para todos los colombianos y 
colombianas". 
En cuanto a La Violencia, la obra La Violencia en Colombia (Guzmán, Fals, 
Umaña, 1988) se ha convertido en un texto de consulta sobre este tema, que 
se concentra en lo ocurrido a mediados del siglo XX. Entre las consecuencias 
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de La Violencia se encuentran las migraciones internas y aunque se afirma que 
es uno de los factores de cambio más difíciles de determinar y medir, lo cierto 
es que fueron de una intensidad extraordinaria durante este periodo por lo que 
el crecimiento descomunal de muchas ciudades fue debido al impacto de los 
inmigrantes desplazados de las áreas de violencia, 
"En estas ciudades los exilados llegan especialmente a casas de amigos 
o parientes. Pero muy pronto la economía familiar se resiente y se inicia 
el éxodo hacia las barriadas de chozas espantables donde se albergan el 
resentimiento, la miseria, la promiscuidad y el hambre, que son 
tremendos generantes de violencia. Muchas personas se desadaptan y 
enloquecen; la mendicidad infantil cobra auge trágico; la prostitución 
prolifera; y la estadística de robos y hurtos, asciende vertiginosamente" 
(Guzmán, Fals y Urnaña, 1988: 296). 
Esta descripción no dista de las más recientes que dibujan las situaciones de 
los desplazados actuales en las ciudades, en las que abundan las referencias a 
la "miseria" que vive esta población, la ruptura del tejido social y la 
desmembración de la estructura familiar. 
Por otra parte, el sociólogo francés Daniel Pécaut ha trabajado ampliamente el 
tema de la violencia de nuestro país. En el artículo "Configuraciones del 
espacio. El tiempo y la subjetividad en un contexto de terror: el caso 
colombiano" (1999a) plantea que la violencia fue tomada como un fenómeno 
banal, como la continuación de aquella Violencia de los cincuenta y, peor aún, 
cuya expansión habría favorecido a ciertos sectores. Pero dicha banalidad 
estaba siendo borrada porque las prácticas de terror de los grupos armados 
obligaban a la población civil a huir o a adaptarse a un contexto de miedo y 
desconfianza generalizados. De esto se desprende que el ejercicio del terror 
"induce de manera progresiva efectos de fragilización de los territorios, hace 
estallar los referentes temporales, pone en peligro la posibilidad de los sujetos 
para afirmarse en medio de referentes contradictorios" (1999a: 13). 
9 
Al respecto, resulta revelador el texto de Castillejo (2000) Poética de lo otro. 
Antropología de la guerra, la soledad y el exilio interno en Colombia, en el que 
de forma compleja construye un marco conceptual para comprender este 
acontecimiento, analizando los efectos de la violencia y de las acciones de los 
grupos armados en la representación del sujeto ya sea a través de la 
continuidad del imaginario de peligro en el nuevo contexto o mediante la 
infrahumanización del discurso asistencialista y humanitario 
Ahora bien, en el texto "Impacto psicológico de la violencia política en 
Colombia. Salud Mental y redes sociales en familias desplazadas en el Caribe" 
(Palacio y Sabattier, 2002) se diferencia la violencia política que genera el 
desplazamiento de la violencia económica que genera la pobreza. Según los 
autores, la violencia política está relacionada con "la violencia contra el poder 
establecido, y se materializa por las acciones violentas cometidas por los 
grupos armados hacia la población civil", una de sus estrategias es infundir y 
practicar el terror. En este juego de acciones, el desplazamiento es una de sus 
principales características. Por otra parte, los textos de Zambrano (2004) y 
Avella (2004) abordan los temas de la paz, la exclusión y el conflicto en el 
Caribe Colombiano, contextualizándolos histórica y etnográficamente, 
respectivamente. 
En la tesis "Condiciones socioeconómicas de la población desplazada por la 
violencia en Santa Marta D.T.C.H. (1998-2003)" del programa de economía de 
la Universidad del Magdalena, es analizada la percepción de los individuos en 
una doble vía: cómo se ven así mismos los desplazados y cómo son vistos por 
los demás. Afirmando que "los estigmas y la exclusión, se constituyen en forma 
de violencia adicionales desde las instituciones y desde el resto de la sociedad 
no armada" (Pérez et al., 2004: 91). Plantean entonces que se ha generado un 
nuevo código de identidad a través de los derechos y prioridades reconocidos a 
esta población por lo que es necesario fomentar la integración entre las 
comunidades desplazadas y las comunidades receptoras, pues tanto en uno y 
otro caso la vulnerabilidad es una constante. Por su parte, en la tesis "Timayui: 
lugar receptor y de supervivencia de los desplazados por la violencia en la 
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ciudad de Santa Marta" (Gual et al., 2005) se aborda el desplazamiento 
forzoso desde múltiples caras, centrándose en particular en el barrio Timayui 
pero sin descuidar elementos como las políticas públicas, el marco legal, la 
percepción de funcionarios y personas comunes y corrientes. 
Otros documentos de relevancia en este tema son los producidos por el 
Observatorio del programa presidencial de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario. Algunos de ellos son "Panorama actual de la Sierra 
Nevada de Santa Marta" (2001), "Los derechos humanos en el departamento 
del Magdalena" (2003). Documentos como el de la Defensoría del Pueblo y la 
Conferencia Episcopal de Colombia, "Informe de la Comisión de Observación 
de la crisis humanitaria en la Sierra Nevada" (2003) y el "Informe Defensorial. 
Situación de orden público en la vertiente norte de la Sierra Nevada de Santa 
Marta, octubre 2001 — febrero 2002" (2002). 
Este conjunto de textos es una muestra relativamente pequeña de la extensa 
literatura existente sobre el desplazamiento forzado. En el presente estudio 
fueron tomados como documentos de referencia en cuanto evidencian la 
producción de un discurso desde el ámbito académico y estatal, ofreciendo 
herramientas valiosas en el análisis discursivo del acontecimiento que nos 
convoca y del sujeto desplazado. 
Marco teórico-metodológico 
Para el desarrollo de este análisis se han tomado tres elementos básicos. 1. En 
primer lugar, tenemos las relaciones de poder como parte de un discurso y un 
dispositivo de dominación, en el cual encontramos actores armados legales e 
ilegales, familias e individuos que han sido expulsados de su territorio, ONG 
internacionales y nacionales así como distintas instituciones y entes 
municipales, departamentales y nacionales que forman parte del Sistema 
Nacional para la Atención Integral a la Población Desplazada. 2. Otro elemento 
de análisis es la violencia, la cual no se refiere sólo al conflicto armado que vive 
el país ni a su escueta tipificación de guerrilleros y paramilitares, pues si 
tomamos la violencia como un medio, el instrumento que nos permite conseguir 
algo, el desplazamiento como continuación (y 'no como producto) de aquella, 
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también es un medio, bien sea para ejercer control territorial o para mantener o 
establecer un orden de cosas. Esta violencia legitima un discurso de poder en 
el cual participan diversos actores tanto en los lugares de origen como en los 
lugares de destino. 3. Por último, encontramos el lenguaje de terror al que se 
enfrentan la mayoría de los desplazados, como lo señala Taussig (1995), es el 
terror como lo cotidiano, se trata de una paranoia colectiva que nos señala un 
lenguaje aún por descifrar. 
En medio de este escenario, cabe preguntarse ¿en qué consiste el discurso del 
desplazamiento forzado y sobre qué elementos se ha tejido en la sociedad 
samaria? Para este objeto, es necesario analizar el discurso que se ha ido 
construyendo a partir de las relaciones entre los distintos actores que participan 
en este fenómeno, las acciones violentas que han marcado la memoria 
colectiva de una población específica de desplazados y del lenguaje utilizado 
por las autoridades de la ciudad, legales e ilegales, en el control de la población 
desplazada y su legitimación por el sistema de poder. 
Este estudio está orientado por un conjunto de conceptos como el lenguaje de 
terror que, según Michael Taussig (1995), es el lenguaje de un mundo social 
tenso y móvil que se conecta con el flujo de poder y el uso de desorden social 
que originan los asesinatos, desapariciones y desplazamientos forzados. Sobre 
este último, sus efectos van más allá de la expulsión de los lugares de origen y 
la llegada a Santa Marta, pues es un código que se ha interiorizado y que 
marca las experiencias cotidianas de las personas desplazadas en la ciudad. 
Para sustentar este concepto, Taussig recurre a los planteamientos de Walter 
Benjamin, especialmente el que hace referencia al estado de emergencia 
constante, lo cual representaría la regla de la tradición de los oprimidos, 
además plantea que el militarismo utiliza la violencia como medio para fines de 
Estado, cumpliendo dos funciones: fundar y conservar un derecho. Así, el 
lenguaje de terror es una forma de violencia generalizada por los grupos 
armados ilegales y por las instituciones armadas del Estado (ejército y policía). 
Podría pensarse que los enfrentamientos cuestionan el sistema de poder 
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imperante pero el resultado es su consolidación con la expulsión de las 
poblaciones y el papel de ciudad receptora que se le ha impuesto a Santa 
Marta. 
Este sistema de poder tiene unas particularidades locales que es necesario 
considerar para comprender el discurso del desplazamiento en la ciudad: la 
permanencia hegemónica de un reducido número de familias en el poder 
municipal y departamental, la continua migración de personas del interior del 
país, la consolidación de grupos paramilitares tanto en la ciudad como en el 
resto del territorio magdalenense, entre otros acontecimientos, van dibujando el 
rostro de una Santa Marta tomada y desplazada. Como lo plantea Foucault 
(1999 a: 59), el poder opera a través del discurso, el cual es un elemento 
dentro de un dispositivo estratégico de relaciones de poder, es decir, el 
discurso es histórico y está determinado por estrategias y luchas que dentro de 
dicho dispositivo permiten que el poder se oriente y se transmita. Es necesario 
abordar los acontecimientos discursivos y las relaciones que establecen con 
acontecimientos en el campo político, económico o institucional, pues los 
efectos del poder van más allá de la represión, produce cosas, saberes, 
percepciones, en fin, discursos (Foucault, 1999a; 48). En este sentido, al 
considerar el desplazamiento forzado como una catástrofe por encima del 
gasto social del Estado o, desde la individualidad, como la amenaza o el peligro 
al que se enfrentan las personas de un municipio o región, son elementos de 
análisis no concluyentes que conducen a la victinnización y al asistencialismo 
de este fenómeno. 
Si, como dice Foucault (1999b), la historia es belicosa, su inteligibilidad está en 
las luchas y en las estrategias. De igual forma, el discurso que desentrañamos 
pone en evidencia una serie de acontecimientos que expresan la violencia a la 
que comúnmente se recurre para imponer un estado de cosas. Así, el 
desplazamiento forzado es una práctica discursiva, en la cual las relaciones de 
los distintos actores y el contexto de violencia generalizada han consolidado y 
legitimado el sistema de poder imperante en la ciudad de Santa Marta. Ahora 
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bien, esta clase de expulsión violenta, pese a sus características, no es un 
fenómeno nuevo para la ciudad ni para el país. Dentro de la trama histórica 
encontramos la utilización de mecanismos de poder que implicaron la movilidad 
territorial bajo estrategias de coerción, represión o como parte de campañas de 
poblamiento para la expansión territorial. No obstante, es en la década de los 
noventa que el desplazamiento forzado emerge como una problemática social 
de graves repercusiones para el país. Por supuesto, no emerge de la nada sino 
a causa de unas condiciones específicas que permitieron que, aparte de su 
aparición en la geografía de la violencia, fuera pensado, conceptualizado y 
normalizado a través de un cuerpo jurídico e institucional. 
Es necesario aclarar que esta investigación no es sustancialmente etnográfica, 
no en términos tradicionales, tomando una población como sujeto de estudio 
situado en un espacio y tiempo específicos. No he pretendido describir la vida 
de una comunidad, pues en principio los desplazados no constituyen una 
comunidad cohesionada por una serie de prácticas culturales sino que, por la 
fuerza del tiempo, de las situaciones vividas y del reconocimiento institucional, 
se han convertido en un gran grupo humano, cuyos miembros comparten un 
rótulo, una nominación, son los desplazados por la violencia en Colombia. Por 
otro lado, tampoco se puede afirmar que esta investigación haya seguido lo 
que actualmente se ha llamado etnografía multilocal (Marcus, 2001) en cuanto 
no ha sido precisamente una formación cultural la que nos ha llevado por los 
vericuetos de la institucionalidad. 
Finalmente, esto no es un estudio de migración, nuestro propósito no es la 
descripción de un sujeto como tal, ni de su vida cotidiana. Por el contrario, nos 
interesa los desplazados pero no hemos centrado nuestra mirada en ellos sino 
en las conexiones, en las prácticas institucionales, en ese andamiaje 
conceptual y estatal que los ha convertido en lo que son: personas desterradas 
en una pequeña ciudad costera. Pero también son más que eso, cuerpos 
mediados por los otros. Lo que dicen de ellos el Estado, los funcionarios 
públicos, los organismos internacionales, los habitantes de la ciudad. No es 
fácil entonces definir de forma clara el camino escogido. Tratamos de seguir las 
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pistas de un discurso que anclado en la realidad ha producido sujetos. 
Seguramente, al final del documento descubriremos que no hay nada nuevo, 
que las mismas palabras fluyen de un lugar a otro al tratar de comprender el 
acontecimiento que nos convoca. De cualquier forma, habrá sido importante 
hacer el ejercicio de abstraerlo y pensarlo más allá de la tragedia humana y 
social que representa. 
El enfoque discursivo escogido ha requerido para su desarrollo del empleo de 
ciertas técnicas operativas que forman parte del trabajo de campo. Al respecto, 
las fuentes bibliográficas primarias y secundarias juegan un papel relevante. La 
revisión bibliográfica de la extensa producción escrita sobre el desplazamiento 
nos lleva a confrontar o complementar los conceptos seleccionados para el 
análisis del discurso del desplazamiento forzado en la ciudad y recolectar datos 
que nos permitan armar el discurso jurídico sobre los desplazados, así como 
hallar conexiones históricas con acontecimientos que construyeron la historia 
de Santa Marta y que, de igual forma, generaron movilidad poblacional y 
reconfiguración cultural de un territorio, pretendiendo con esto dar cuenta de la 
constitución del discurso que nos concentra. 
Para el análisis de las formas de violencia que han marcado la memoria 
colectiva de la población desplazada se realizaron diversas entrevistas semi-
estructuradas, las cuales estuvieron orientadas a desplazados y personas que 
participan en el Sistema Integral de Atención a esta población, con el fin de 
registrar experiencias de vida como impresiones, recuerdos o percepciones, y 
de explorar la red de relaciones sociales que ha tejido este discurso dentro del 
sistema de poder. Ahora bien, también se recogieron datos de campo durante 
las jornadas integrales realizadas por la Gobernación del Magdalena a algunos 
pueblos de la Sierra Nevada o veredas del distrito de Santa Marta en las que 
participé como voluntaria en el programa de Cero Analfabetismo y en los 
talleres y conversatorios organizados por la Casa de Justicia y la Universidad 
del Magdalena en la Comuna Uno. Finalmente, otros datos importantes se 
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recogieron a partir de conversaciones espontáneas con desplazados y 
habitantes de la ciudad. 
En el primer capítulo nos concentraremos en las condiciones en que se 
presenta el desplazamiento forzado, es decir, en un entorno local y regional 
específico, sin desconocer que en el ámbito nacional existen un conjunto de 
características generales de este acontecimiento. Concentrado en el contexto 
de la ciudad, intentaremos acercarnos a la comprensión del modo de acción 
que ha producido múltiples desplazamientos, entre otros actos violentos. 
Aunque exista una relación de violencia que impone, obliga y expulsa, en el 
fondo se presenta un complejo de relaciones de poder, que van más allá de 
actuar sobre el otro, actuando principalmente sobre sus acciones, sus 
posibilidades y sus relaciones. Los temas de estudio son el contexto local y 
regional, las relaciones que han posibilitado la configuración de Santa Marta 
como lugar de destino y los imaginarios espaciales de los desplazados. 
En el segundo capítulo abordaremos las prácticas de terror, esos elementos y 
estrategias que condicionan la cotidianidad de los habitantes de la ciudad, 
entre los cuales están los desplazados forzados. Dichas prácticas han sido 
utilizadas como parte de ese modo de acción o ejercicio de poder en el que el 
desplazamiento forzado ha resultado ser un elemento característico. Al 
respecto, nos detendremos en dos casos particulares que han marcado el inicio 
y la consolidación de una época. 
En el tercer capítulo se realizará una lectura del desplazamiento forzado, 
explorando aquellos elementos que condicionan el discurso, constituyéndose 
en las marcas singulares del entramado de las relaciones, efectos y 
dispositivos de poder que intervienen en el desplazamiento. Los cuatro 
elementos que se abordarán son: la emergencia del sujeto desplazado, 
jurídicamente hablando, según la ley 387 de 1997 y el decreto 2569 de 2000; 
los desplazados y la población vulnerable como objetos de la política social del 
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distrito; la nominación y el asistencialismo de la Red de Solidaridad Social; y las 
ONG y Organizaciones de base de la población desplazada. 
En las Consideraciones Finales se condensarán las ideas principales 
desarrolladas en los capítulos para concluir el análisis discursivo en torno al 
desplazamiento forzado. La idea es que al término de este documento de tesis 
podamos entender cómo a finales del siglo XX todos hablan de desplazamiento 
forzado, cómo se hizo evidente una población que años atrás sólo existía para 
unas cuantas instituciones y qué significa que sea el producto de la violencia y 
el terror. Hemos elegido pensar este fenómeno como una práctica discursiva y 
tercamente nemos imentaao naitar los incyclos o las Distas Ci U e 17 
comprensión. 
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1. CAPÍTULO 1 
SANTA MARTA DESPLAZADA 
"Cuando los valles y terraplenes de la Sierra Nevada 
estén poblados por centenas de millares de agricultores, 
entonces los samarios, hoy tan poco activos, serán 
arrastrados en el gran torbellino del trabajo, y el comercio 
de inmensos brazos se apoderará de Santa Marta como 
se ha apoderado de tantas otras ciudades tropicales que 
dormitaban también bajo un cielo encantador" 
(Reclus, 1992:98). 
La sentencia de Eliseo Reclus, uno de los viajeros del siglo XIX que describió 
ciudades y paisajes del territorio nacional, no resulta extraña, ni siquiera ajena 
a las expectativas contemporáneas. En el fondo, aunque a lo mejor no tan 
convencidos, algunos samarios siguen esperando el momento en que la ciudad 
se despierte del anquilosado dormitar en el que ha permanecido 
históricamente. Con frecuencia, caracterizan los samarios sus momentos de 
esplendor: el banano, el ferrocarril, el puerto, la marihuana, el turismo, entre 
otros. Desplazada en importancia por otras ciudades, desde la colonia Santa 
Marta ha experimentado el desplazamiento en su territorio, no debido 
exclusivamente a la violencia. En una buena parte de la época colonial, fue 
saqueada por piratas y deshabitada casi en su totalidad. En el siglo XIX, 
prósperos comerciantes prefirieron asentarse en Barranquilla. En el XX, el 
proceso fue un tanto inverso, acogiendo migrantes del interior del país y de 
otros municipios del departamento del Magdalena y de la región caribe. 
En este primer capítulo nos concentraremos en las condiciones en que se 
presenta el desplazamiento forzado, es decir, en un entorno local y regional 
específico, sin desconocer que en el ámbito nacional existen un conjunto de 
características generales de este acontecimiento. Por lo tanto, exploraremos 
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con más detalle el contexto de la ciudad de Santa Marta para intentar 
acercarnos a la comprensión del modo de acción que ha producido múltiples 
desplazamientos, entre otros actos violentos. Aunque exista una relación de 
violencia que impone, obliga y expulsa, en el fondo se presenta un complejo de 
relaciones de poder, que van más allá de actuar sobre el otro, actuando 
principalmente sobre sus acciones, sus posibilidades y sus relaciones. En esa 
medida, estudiaremos el contexto local y regional, las relaciones que han 
posibilitado la configuración de Santa Marta como lugar de destino y los 
imaginarios espaciales de los desplazados que, complementados con el 
segundo capítulo, las prácticas de terror han sido utilizadas como parte de ese 
modo de acción o ejercicio de poder en el que el desplazamiento forzado ha 
resultado ser un elemento característico. 
1.1 El contexto: región caribe, Santa Marta y Sierra Nevada 
1.1.1 La región 
El desplazamiento forzado es un acontecimiento histórico que determina, entre 
otros elementos, una movilidad territorial, es decir, la concentración de 
personas en un territorio específico, generalmente urbano, lo cual se desarrolla 
dentro de un clima de terror en el que se despoja a hombres y mujeres de su 
relación con la tierra, de su estilo de vida y desmembrando el tejido social al 
cual pertenecen. Este terror es una estrategia dentro de unas relaciones de 
poder que actúa sobre el comportamiento de los individuos considerados 
aisladamente o en grupo para formar, dirigir o modificar su manera de 
conducirse (Foucault, 1999: 367). En esa medida, el desplazamiento se ha ido 
tomando todo el territorio colombiano, involucrando regiones caracterizadas 
antes por una aparente tranquilidad. Es el caso de la costa Caribe colombiana, 
la cual toma su nombre del mar que la rodea. Sometida a la acción de los 
vientos alisios, es un escenario geográfico diverso que cuenta con serranías 
menores, con el macizo litoral más grande del mundo, con grandes 
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depresiones de origen tectónico que originan depósitos hídricos como ciénagas 
o lagunas (Zambrano, 2000:5). 
Pero este escenario considerado como la región Caribe de Colombia ha 
trascendido el aspecto geográfico para configurarse en un espacio divergente y 
heterogéneo culturalmente, por tanto, como región representa un verdadero 
desafío al proyecto moderno y su carácter homogeneizador. Ahora bien, desde 
la Constitución Política de 1991, el término "región" se adoptó como un 
concepto reordenador del territorio colombiano gracias, principalmente, al 
impulso de los representantes costeños (Posada, 1999: 333). Es por eso que la 
región Caribe es, en cierta medida, una expresión política, definida como la 
sumatoria de las unidades administrativas. Una invención de los dirigentes 
costeños para oponerse a un mundo andino que desde la colonia se configuró 
en el espacio del poder central, invención que hunde sus raíces en 
movimientos o experiencias regionalistas de finales del siglo XIX y en el siglo 
XX. 
En esta región, antes llamada comúnmente Costa Atlántica, se han identificado 
una serie de estructuras fisiográficas como la península de la Guajira, la 
estribación norte de la Sierra Nevada de Santa Marta, el complejo deltaico del 
Magdalena, el litoral Caribe Central, el golfo de Urabá, la Sierra Nevada de 
Santa Marta, el gran valle del río Cesar, los complejos depresionales 
pantanosos, las terrazas aluviales sabaneras, el piedemonte norandino, franjas 
de terrazas cuaternarias y el archipiélago de San Andrés y Providencia 
(Zambrano, 2000: 5-9). En el contexto regional encontramos una economía 
costeña que se ha configurado por el comercio exterior que se mueve en sus 
puertos y por la hacienda, la cual no sólo estructuró el espacio regional sino 
que se convirtió en una empresa agrícola que intentó con el cultivo del arroz, 
azúcar, algodón y ganado vacuno suplir el mercado interno y con el banano y el 
tabaco, el externo (Zambrano, 2000: 56). Pero fue la ganadería el intento más 
exitoso de una actividad económica rentable en esta región, invadiendo tierras 
en el Cesar, Sucre, Córdoba y Bolívar, principalmente, transformando el 
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panorama natural de los bosques en extensas sabanas "artificiales", 
conformando un grupo pequeño y poderoso de ganaderos 
Hay que destacar que durante el período conocido como La Violencia, la costa 
Caribe colombiana se mantuvo relativamente al margen del conflicto, salvo 
"algunos sectores en el departamento de Bolívar, en el sur del actual 
departamento del Cesar, en el Urabá antioqueño y en el actual Urabá 
chocoano" (Avella, 2004: 490), convirtiéndose en el destino de personas que 
huían de sus tierras andinas. Por lo tanto, puede afirmarse que durante este 
periodo esta región vivió un ambiente de relativa paz, pese a conflictos latentes 
y aislados. Fue durante esta época que aumentó la colonización de la Sierra 
Nevada. Al respecto el economista Antonio Navarro describe el carácter de los 
campesinos de esta zona: 
"Dentro de la idiosincrasia de los asentamientos campesinos 
sobresalen las nociones del arraigo a la tierra, la valoración del 
trabajo, la cultura cafetera, la solidaridad y al mismo tiempo la 
desconfianza, valores con raíces en el desalojo violento, de que 
fueron objeto los primeros colonizadores de la Sierra Nevada de sus 
lugares de origen, durante la violencia de los años cuarenta y 
cincuenta en el interior del país y afirmados a través del tiempo en la 
mentalidad de las sucesivas generaciones" (Navarro, 2002: 44), 
En el anterior texto, el autor resalta los aspectos culturales de los campesinos 
del área rural de Santa Marta, incluyendo la experiencia violenta de la que 
fueron víctimas durante La Violencia y que ha marcado sus experiencias de 
vida en el nuevo territorio. Podríamos inferir que una de las consecuencias de 
esta época en la costa fue la reproducción de concepciones culturales andinas, 
marcadas por hechos violentos, en territorio costeño, lo cual empezaría a 
desfigurar la aparente marginalidad de la costa en la problemática del país. Las 
migraciones causadas por La Violencia se orientaron a zonas rurales de la 
costa, por lo tanto, los principales frentes de colonización andina que aparecen 
en el Caribe Colombiano son: la Sierra Nevada de Santa Marta, el Alto Sinú o 
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la Serranía del Perijá. A finales de los años cuarenta comienza la colonización 
del cinturón cafetero de la Sierra Nevada y de la Serranía del Perijá, que se 
desarrolla con campesinos provenientes de los santanderes, del Tolima, de 
Boyacá y del Valle (Consejo Regional de Planificación de la Costa Atlántica, 
1993: 124). Estas zonas de encuentro de las distintas colonizaciones en el 
Caribe colombiano se convertirán, más adelante, en territorios en disputa, 
teniendo en cuenta que el constante crecimiento demográfico de la región 
desde mediados del siglo XX discurre paralelo al empobrecimiento ae 
misma. 
Sin embargo, La Violencia no fue la única causa de desplazamiento hacia la 
costa, pues a principios del siglo XX y pese a las bajas tasas de natalidad 
frente a los departamentos andinos, la costa caribe experimentó un aumento 
poblacional debido principalmente a las migraciones nacionales (Posada, 
1994). Este aumento favoreció a ciudades como Barranquilla que, además de 
nacionales, recibió inmigrantes extranjeros. Por su parte, Santa Marta ha visto 
crecer el número de habitantes del interior del país, los cuales se ubican 
económicamente en el sector comercial, principalmente en las tiendas y el 
mercado. También participan mayoritariamente en el transporte público. 
Aunque estas migraciones no pueden relacionarse directamente con lo que hoy 
se conoce como desplazamiento forzado, pues han estado motivadas por la 
búsqueda de mejores oportunidades de empleo o de mejoramiento en la 
calidad de vida, no obstante, el proceso migratorio no ha estado del todo 
desligado del ambiente de violencia del país. 
Además, se ha ido configurando el imaginario de que los llegados del interior 
del país son también parte de ese grupo de foráneos que se han tomado el 
control de las ciudades. Por ejemplo, en Santa Marta hay quienes afirman 
(convirtiéndose en un rumor generalizado) que los tenderos "son los sapos de 
los parados", es decir, son los informantes de cada barrio del grupo paramilitar 
que controla la ciudad. Esta estigmatización social ha hecho que así como son 
respetados por temor, también se hable mal de ellos en contextos en los que 
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no se correría el riesgo de decir lo que "realmente" se piensa. Esto es un 
elemento del discurso oculto, concepto utilizado por Scott (2000) para definir la 
conducta fuera de escena en el que las manifestaciones lingüísticas, gestuales 
y prácticas pueden confirmar, contradecir o tergiversar lo que aparece en el 
discurso público. No obstante, lo anterior acarrea que incluso aquellas 
personas que han vivido en la ciudad por más de veinte años, es decir, 
anteriores al conflicto de finales de los noventa, sean también objeto de 
sospecha. 
Ahora bien, el conflicto abierto empieza a configurarse en la década de los 
ochenta. En primer lugar, con la presencia de los grupos guerrilleros como el 
EPL en Urabá y Córdoba, las FARO en el sur de Bolívar, en el Cesar y en las 
estribaciones de la Sierra Nevada. No obstante, a mediados de esa década, las 
FARO se extienden por todo el territorio caribeño. En el departamento del 
Magdalena hacen presencia con el Frente 19 entre 1982 y 1983, con el tiempo 
se establecieron en las cuencas de los ríos Fundación, Piedras, Aracataca, 
Sevilla y Río Frío. Por su parte, el ELN apareció a principios de los noventa, 
creando núcleos en los municipios de Pivijay, Remolino, Sitio Nuevo, Cerro de 
San Antonio, Ciénaga Grande hasta los límites del departamento del Atlántico. 
En segundo lugar, con la presencia paramilitar se intensifican los 
enfrentamientos, ocupando en poco tiempo la Costa Caribe, 
"cuyos epicentros son a partir de 1995 todo Urabá, el norte de Córdoba, 
el sur de Bolívar, los pueblos ribereños del Magdalena, las sabanas del 
Magdalena y todo el sur del Cesar, en un inmenso corredor que se une 
con el del Magdalena Medio incluyendo Barrancabermeja ya 
paramilitarizada y de ahí hasta el puerto de Honda, muy cerca de 
Bogotá" (Avella, 2004: 492). 
En esa medida, el uso de la violencia y sus efectos son la principal estrategia 
de las organizaciones guerrilleras y los grupos paramilitares para acceder y 
consolidar el control territorial. De esta forma, el departamento del Magdalena 
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que, salvo la época de la bonanza marimbera en la década de los setenta, se 
caracterizaba por ser uno de los menos violentos de la costa, experimentó el 
conflicto armado en la década de los noventa con la consecuente "pacificación" 
ejercida por las estructuras paramilitares a cargo de tres jefes que, 
posteriormente formaron parte de las AUC: Chepe Barrera con el Frente 
Contrainsurgencia Wayúu, Hernán Giraldo con Resistencia Tayrona y Jorge 
Cuarenta al mando del frente John Jairo López. En el sur del departamento 
operó el grupo Autodefensas del Sur del Magdalena, dirigidas por Chepe 
=3rrera, controlando los municipios de El Plato, Pedraza, Chivolo, Pivijay, 
Ariguaní, El Difícil y las Sabanas de San Ángel y con incidencia en las 
Serranías de San Lucas y del Perijá. Además del control territorial, está el 
control de la política regional, no sólo en términos de coacción militar como los 
asesinatos de alcaldes, candidatos a alcaldías y a concejos municipales sino, 
también, a través de una forma de coacción social, utilizando la intimidación 
para que los candidatos renuncien, la aprobación de candidatos y la exigencia 
de rendición de cuentas. Se presentaron incluso reuniones con los políticos, 
especialmente, previas a la actividad electoral del 2003, durante los primeros 
meses de ese año. 
Frente a este panorama, los medios de comunicación han pretendido describir 
tímidamente lo que sucede en esta región. Por ejemplo, el periódico El Tiempo 
publicó el 19 de octubre de 2003 un artículo titulado "El Magdalena, bajo el 
dominio de los señores" (ver Anexo A), en el que se describía el poder 
alcanzado por los paramilitares y su influencia en la vida política y social de la 
región. Este documento fue, tal vez, uno de los primeros en abordar este tema. 
Según testimonios presentados en el texto, la autoridad paramilitar es tal que 
"en algunos municipios del sur, prohiben los pantalones descaderados, 
les afeitan la cabeza a las mujeres acusadas de infidelidad y a las que 
consideran chismosas las ponen a barrer la plaza... se dan el lujo de 
dejar competir a dos candidatos avalados por ellos, dice un dirigente 
local" (El Tiempo, 19 de octubre de 2003: 1 - 6). 
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Uno de los testimonios que más llama la atención es la de un político que, 
según el artículo, cuenta con un apellido notable en el departamento, cuyo 
análisis de la situación es la siguiente, 
"la clase política era la misma que vivía del banano, los hijos de gente 
adinerada no se prepararon para dirigir un departamento, para crear 
industria y cuando la bonanza se acabó a muchos le resultó más fácil 
aliarse con los paras y el narcotráfico. Cuando se dieron cuenta de lo que 
habían hecho ya era muy tarde... Hay gente con mucha plata que solo va 
al exterior a los mundiales de fútbol en lugar de ir a una universidad" (El 
Tiempo, 19 de octubre de 2003:1 -6). 
Ahora bien, el dominio paramilitar ha sido un proceso heterogéneo de 
búsqueda de poder. Los grupos de autodefensa que actuaban en los 
departamentos de Magdalena, Cesar y Guajira fueron sometidos o acoplados a 
la estructura de las AUC, una especie de federación de autodefensas que se 
convirtió en un proyecto político-militar, principalmente de Carlos Castaño, cuya 
bandera era la lucha contrainsurgente. La adhesión voluntaria u obligada dio 
como resultado el llamado Bloque Norte, comandado por Jorge Cuarenta. El 
proceso de paramilitarización de la Costa Caribe y especialmente el de la 
Sierra Nevada y sus estribaciones ha estado motivado por estrategias 
claramente definidas: 
"interrumpir la movilidad que la insurgencia tenía entre la serranía del 
Perijá, la Sierra Nevada de Santa Marta y la Ciénaga Grande del 
Magdalena, apropiarse de recursos, dentro de los cuales se encuentra 
el narcotráfico, la protección a ganaderos, bananeros, palmicultores, así 
como la industria de explotación del carbón, el contrabando y la venta 
ilegal de gasolina; y dominar toda la costa caribeña desde el golfo de 
Urabá hasta la Guajira" (Dinámica..., 2006: 13). 
Es decir, la lucha contrainsurgente ha sido la rúbrica de un proceso de 
dominación, cuyos efectos se extienden por todo el territorio costeño. En el 
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documento "Los derechos humanos en el departamento del Magdalena" (2003) 
se divide el conflicto en tres subregiones geográficas. En primer lugar, la zona 
comprendida entre la ribera del río Magdalena y Las Colinas y el Valle de 
Ariguaní, en la que predomina el latifundio ganadero por lo que ha 
representado una importante fuente de financiación para los grupos guerrilleros 
a través de la extorsión, el secuestro y el pago de "impuestos". Luego, están los 
municipios que conforman la zona bananera como Ciénaga, Aracataca, 
Fundación y el municipio Zona Bananera, al oeste del piedemonte de la Sierra 
Nevada. La tercera zona es la ecorregión de la Sierra que hace parte del 
departamento y que comprende el área alta de los municipios anteriormente 
mencionados, además de Algarrobo y el área rural del distrito de Santa Marta. 
Las tres zonas terminaron siendo controladas por las AUC, con dispersos 











Mapa 1 Actores armados y sus acciones en el Departamento del 
Magdalena, 2004 
Fuente: Gobernación del Magdalena 
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Por otra parte, con el proceso de paz iniciado entre las AUC y el gobierno 
colombiano en el 2003 se siguieron una serie de desmovilizaciones de sus 
estructuras paramilitares. En el departamento, el primer jefe en desmovilizarse 
fue Chepe Barrera, quien junto con 36 de sus hombres entregaron las armas 
en diciembre de 2004 en el corregimiento de Santa Rita, municipio de Santa 
Ana. Mientras tanto, la fase de concentración y desmovilización del Bloque 
Norte comandado por Jorge Cuarenta se inició en enero de 2006. La primera 
desmovilización se llevó a cabo el 6 de enero en el municipio El Copey, en el 
Cesar y la última en marzo, en el caserío La Mesa, a 30 minutos de Valledupar. 
Por su parte, en febrero se desmovilizó el grupo de Hernán Giraldo en la 
vereda Quebrada El Sol, ubicada en el corregimiento de Guachaca, a 70 
kilómetros del municipio de Santa Marta. 
Las expectativas sobre el proceso de paz y las consecuentes 
desmovilizaciones han traído la zozobra de que nuevos grupos se rearmen, 
"No menos concluyente fue Hernán Giraldo, comandante del Bloque 
Resistencia Tayrona, quien el 3 de febrero pasado, después de 
cumplidos los actos protocolarios de la desmovilización de los 1.166 
hombres que estaban bajo su mando, les dijo en voz baja a varios 
asistentes que su grupo y algunas estructuras del bloque Norte 
guardarían, por si acaso, buena parte de sus armas para usarlas de 
nuevo si el Gobierno incumplía los acuerdos de Santa fe de Ralito. 'Esto 
es por si nos toca reagrupamos' (Revista Cambio, 18 de octubre de 
2006). 
1.1.2 Santa Marta 
La capital del departamento del Magdalena es Santa Marta, emplazada sobre 
la vertiente norte de la Sierra Nevada. Su territorio tiene una extensión de 
239.335 hectáreas, comprendido desde la quebrada del Doctor, bordeando el 
litoral, hasta la desembocadura del río Palomino. Limita por el norte y el oeste 
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con el mar Caribe, por el este con el departamento de la Guajira y por el sur 
con los municipios de Aracataca y Ciénaga. Atravesada por los ríos Gaira, 
Manzanares, Piedras, Mendihuaca, Guachaca, Buritaca, Don Diego y Palomino 
(Corso, 2000:393). Entre las bahías que conforman la línea litoral se destacan 
las de Santa Marta, Taganga y Gaira. Están las puntas de Betín, Brava, Gloria, 
Castillete, El Diamante, Gaira y los cabos de La Aguja, San Agustín y San Juan 
de Guía. Por otra parte, el área urbana está dividida en nueve comunas. 
Tabla de Comunas 
Comuna 1 María Eugenia — El Pando 
Comuna 2 Central 
Comuna 3 Pescaito 
Comuna 4 Polideportivo — Barrio El Jardín 
Comuna 5 Santa Fe — Bastidas 
Comuna 6 Mamatoco — Once de Noviembre 
Comuna 7 Rodadero — Gaira 
Comuna 8 Pozos Colorados — Don Jaca 
Comuna 9 El Parque — Bureche 
El área rural está constituida por los corregimientos de Guachaca, Minca, 
Bonda, Taganga (aunque podría ser considerado parte del espacio urbano), el 
resguardo indígena kogui-malayo con una extensión de 112.680 Ha., y 
asentamientos como El Mamey, Buritaca, San Isidro, Marquetalia, Calabazo, 
Don Diego, El Campano, La Tagua, entre otros. 
Según el Acuerdo No. 005 de 2000, por el cual se expide el Plan de 
Ordenamiento Territorial de Santa Marta "Jate Matuna" 2000 — 2009, las cuatro 
vocaciones de la ciudad son las de ser Patrimonial, reconociendo su carácter 
pluricultural y definiendo tres grupos socioculturales: el samario costero, el 
colono y el indígena. Hay que anotar que en estos grupos se excluyen 
arbitrariamente a las comunidades negras, los migrantes del interior del país 
asentados en el área urbana y los del extranjero. Además, se da por sentado 
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que la ciudad sólo es habitada por samarios, pues tanto los colonos como los 
indígenas se asientan principalmente en el territorio rural. Por otra parte, está la 
vocación Ambiental en tanto la ciudad cuenta con una significativa riqueza 
ambiental debida a la interacción de la Sierra Nevada y el mar Caribe, 
expresada en un conjunto de especies de flora y fauna marítima y terrestre, así 
como especies endémicas. En esa medida, cuenta con dos parques naturales, 
el litoral y la zona costera por lo que el eje que soporta el carácter ambiental lo 
constituye el recurso hídrico, es decir, el agua. En cuanto a la vocación 
Turística, esta actividad es considerada de vital importancia en el desarrollo de 
la ciudad, pues dinamiza las condiciones económicas y socioculturales, lo cual 
contribuiría en la generación de ingresos, en el mejoramiento de la calidad de 
vida de los asentamientos y en la conservación de los recursos naturales. 
Estos elementos soportan precisamente la política de competitividad y de 
sostenibilidad, no obstante, esta vocación, a diferencia de las anteriores, 
requiere del establecimiento de un conjunto de condiciones básicas para 
consolidar la oferta turística. Finalmente, la vocación Portuaria se fundamenta 
en la explotación de una ventaja natural: el calado y la profundidad. Dicha 
ventaja debería ubicarla en un lugar privilegiado respecto a otras ciudades 
puertos del país. 
La actividad portuaria y la hacienda marcaron el escenario local de esta ciudad. 
En la segunda mitad del siglo XIX, la presencia de la United Fruit Company 
condicionó la vida social y cultural así como su desarrollo histórico y 
económico. En un principio, durante la colonia, el interés español se centró en 
el interior andino, razón por la que el poblamiento en las faldas de la Sierra 
estuvo a cargo de contrabandistas e indígenas (Corso, 2000:396). La Sierra 
Nevada sólo empieza a existir en el XIX cuando los demás intentos de 
actividad económica han fracasado, entonces empieza a ser pensada como un 
escenario agroexportador, generándose campañas estatales de colonización 
extranjera, lo cual pone de manifiesto el carácter distante y ajeno de la Sierra 
frente a Santa Marta. 
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Ahora bien, durante la colonia fue más un sitio de paso que una ciudad como 
tal, debido a los constantes ataques de los piratas o de los indígenas durante el 
siglo XVI. En la primera mitad del siglo XVIII se inicia un proceso de 
reactivación portuaria, centrando la función urbana en servir de enlace entre el 
interior andino y el exterior caribeño y europeo, característica de las ciudades-
puerto al igual que Cartagena y Mompox (Zambrano, 2000:68). Sin embargo, el 
proceso samario se caracterizó por el aislamiento, sólo hasta la segunda mitad 
del siglo XX se produce una conexión entre el mundo andino y Santa Marta 
gracias a la extensión del ferrocarril y la construcción de la troncal del Caribe. 
El poco desarrollo urbanístico durante la colonia, por considerársele una ciudad 
de paso, recibió el impulso y la fuerza de la transnacional United Fruit 
Company, la cual generó cambios culturales a raíz del arribo a la ciudad de 
extranjeros y productores de banano, quienes emparentaron con familias 
samarias, trajeron el fútbol y, en general, contagiaron a la ciudad de un espíritu 
cosmopolita. Con el auge o, más bien, con la posibilidad del turismo, la ciudad 
le apostó en los años sesenta y setenta a esta actividad, considerando los 
aspectos urbanísticos y estéticos del sector histórico (tomando como ejemplo a 
Cartagena en los años posteriores), las bahías de la línea litoral y el sector de 
El Rodadero. Pero es con la bonanza marimbera de la Sierra Nevada que se 
canaliza la inversión hotelera y la construcción de nuevos barrios (Corso, 
2000:399). Hasta hace algunos años el turismo no había sido un serio proyecto 
del gobierno local, por lo que terminaba cayendo en actividades no 
organizadas, servicios deficientes y, algunas veces, al margen de la legalidad 
pese a que desde la Constitución Política de 1991, la ciudad fue declarada 
Distrito Turístico, Cultural e Histórico. Sólo en años recientes la actividad 
turística se ha replanteado y tras el slogan "Santa Marta, la magia de tenerlo 
todo", se han promovido y apoyado eventos para atraer a visitantes nacionales 
y extranjeros. 
En términos regionales, las principales ciudades costeras se han especializado 
en servicios portuarios. Santa Marta sigue esta línea, presentando una fractura 
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en la relación ciudad/territorio, lo cual ha generado que los procesos de 
construcción territorial no se consoliden por completo, pues las dinámicas 
espaciales y sociales miran hacia fuera. Por ejemplo, no ejerce una influencia 
significativa en los municipios que conforman el departamento del Magdalena y 
sólo hasta hace poco tiempo empieza la Sierra Nevada a cobrar una 
significativa importancia. Además, tiene serios problemas de infraestructura, 
especialmente, vial para conectar el contexto urbano y el área rural. En esa 
medida, su territorio es desconocido por los samarios, los cuales reconocen 
como propio el espacio urbano mientras que el área rural, conformada por los 
corregimientos de Minca, Guachaca y Bonda, está habitada principalmente por 
personas del interior del país que han marcado y condicionado de forma 
creciente las dinámicas espaciales y sociales del distrito, haciendo evidente la 
pérdida de gobernabilidad sobre estas zonas, las cuales están sujetas a otras 
formas de autoridad que promueven un proceso territorial específico. 
La ciudad también ha visto afectado su territorio con la conformación de dos 
parques naturales en la Sierra Nevada durante el siglo XX: el Parque Natural 
Tayrona con 12 mil hectáreas terrestres y 3 mil marinas, y la Sierra Nevada de 
Santa Marta, de carácter subregional, con una extensión de 113.396 hectáreas. 
Esto no sólo determinó el ordenamiento territorial de la ciudad sino que le restó, 
además, autonomía administrativa y política sobre aquella. Sin contar que se le 
culpa a la clase política de promover o, por lo menos, de ser permisivos frente 
al creciente poder militar y económico de los paramilitares, 
"los paras comenzaron a extorsionar y a presionar a diferentes sectores 
de la sociedad samaria, parte de la cual, incluso, había promovido la 
creación de estos grupos desde mediados de los 80, para defenderse de 
los secuestros, extorsiones y asesinatos cometidos por las FARC" (El 
Tiempo, 19 de octubre de 2003: 1-6). 
Así pues, para concluir esta descripción somera de Santa Marta es necesario 
mencionar las huellas que la violencia ha dibujado en su historia. Aunque para 
algunos desplazados, la ciudad es segura y calmada, razones por las que la 
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escogieron como lugar de destino (ver Anexo B). En realidad, ha atravesado 
épocas en que el temor de que algo malo pase se respira en el aire. Incluso 
periódicos de circulación nacional han llamado la atención al respecto, 
"Javier Pedraza González señaló sin asco el sitio con el índice derecho: 
'Ahí fue donde mataron a mi hermano Carlos. Ya se lo habían advertido'. 
Es un paraje entre el barrio María Eugenia y los cinturones de miseria 
que sobreviven como los cactus en las empedradas y desérticas lomas 
que cuidan El Rodadero, el exclusivo centro turístico de Santa Marta, 
ciudad que se bate entre el silencio, el miedo, la desinformación, la 
guerra, el narcotráfico, la pobreza, la delincuencia y las ganas de salir del 
atraso" (El Espectador, 9 de febrero de 2004). 
Resulta una descripción cruda y algo extraña a lo que acostumbrábamos 
escuchar de la ciudad. No obstante, el texto anterior arroja unos elementos 
interesantes para comprender esta situación. Por ejemplo, la expresión "ya se 
lo habían advertido" es, en cierta forma, el reconocimiento de una autoridad 
que tiene el poder de matar y es también el reconocimiento de un orden dado, 
de un estado de cosas que ha impuesto el silencio, incluso la indiferencia. Así 
pues, el silencio y el miedo van de la mano y la desinformación es una forma 
de verdad. La ciudad ha experimentado épocas que fueron contenedores de 
violencia y de terror. A mediados de los setenta con la bonanza marimbera, en 
la que proliferaron, junto con las estructuras mafiosas, los gatilleros (asesinos a 
sueldo) y los ladrones. En la década siguiente surgieron los chamizos, 
inicialmente con el "modesto" fin de prestar protección y vigilancia a los 
negocios del mercado, paulatinamente se convirtieron en un grupo de 
autodefensa de mayor influencia bajo el mando de Hernán Giraldo, los cuales 
terminaron siendo absorbidos por las AUC a principios del siglo XXI. 
De igual forma, cada época tuvo sus protagonistas, algunas veces 
sobredinnensionados por la imaginería local: los guajiros, los cachacos. Incluso 
en las voces populares se habla de alianzas, de soluciones, de complicidad... 
"hubo un tiempo en que cada muerto que había, la gente sabía que era del F2", 
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años en los que sobre el Ejército y la Policía pesaba la sombra de la muerte. 
Sobrevino entonces la noche en que fueron otros los encargados de aquella 
sombra, eximiendo aparentemente a las Fuerzas Armadas de crímenes como 
las desapariciones, los asesinatos selectivos o la llamada limpieza social. 
"En esos barrios como 20 de Julio o Pescaíto era zona de los P... eran 
gatilloflojo y venían de la bonanza, cuando llegaron los chamizos 
acordaron con ellos que iban a matar a los que tenían que matar pero se 
pusieron pesados, por cualquier pelea o cualquier cosa mataban, 
entonces una vez hablaron con uno de ellos y le dijeron que tenía que 
entregar a esos hombres porque si no, lo cargaban a él también, así fue 
como entregó a casi 20 de sus hombres. Todos se fueron para allá 
arriba (en la Sierra) a una fiesta, repartieron trago, dieron sancocho y 
cuando llegó el momento los mataron a todos y allá quedaron 
enterrados" (6 de mayo de 2005, conversación con habitante de la 
ciudad). 
Los relatos de expresiones de violencia y terror fueron contados en un 
ambiente de confianza que dejaba filtrar en el aire la idea de "se puede hablar 
de esto en este momento", tal vez condicionado no sólo por el espacio y el 
tiempo sino por las personas con las que se puede hablar. Como cuando en 
una conversación con una pareja de esposos en la falda de un cerro, el hombre 
contaba lo tranquilo que era ese sector, "no como en otras épocas, no se podía 
salir a ciertas horas" y ante la pregunta por qué cambió, la respuesta emitida en 
un tono sereno y cómplice fue "pues esa gente limpió todo esto". 
1.1.3 La Sierra Nevada de Santa Marta 
La Sierra Nevada es un complejo fisiográfico y cultural tradicionalmente ajeno a 
las dinámicas sociales de Santa Marta. Tiene una población estimada de 
211.000 habitantes, de los cuales cerca de 160.000 personas son campesinos. 
Según la organización Prosierra, la pobreza rural es un condicionante presente 
en esta zona, que restringe no sólo las actividades productivas sino el acceso a 
los servicios sociales básicos de salud, educación y seguridad social. En este 
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territorio hay dos zonas de cultivos bananeros: una, ubicada en jurisdicción de 
los municipios de Ciénaga, Aracataca y Fundación. Otra, ubicada en la Troncal 
del Caribe en el municipio de Santa Marta, entre los ríos Mendihuaca y 
Palomino. El total estimado del área cultivada es de 17.500 ha. 
Siguiendo con el auge de la actividad turística en la región, el ejercicio del 
turismo ha ganado terreno en la Sierra Nevada gracias a la presencia de sitios 
arqueológicos como Ciudad Perdida. Paradójicamente, paralelo a este interés 
se ha recrudecido el conflicto armado desde finales de la década de los 
noventa, convirtiéndose en un escenario de violencia en donde el 
desplazamiento de familias campesinas e indígenas por los continuos 
enfrentamientos entre grupos armados al margen de la ley y el asesinato 
colectivo y selectivo de personas es el pan de cada día. Este tipo de hechos se 
presentan frecuentemente en zonas que, como la Sierra, constituyen áreas 
claves en el contexto de la política global (Escobar y Pedrosa, 1996:14). 
Caracterizadas generalmente por el vacío institucional que empieza a ser 
llenado por actores armados, ONG y otras organizaciones. 
Definida como Reserva de la Biosfera por la UNESCO, las características 
geográficas y la ubicación estratégica de la Sierra Nevada se encuentran en 
disputa por los diferentes actores armados. Por ejemplo, la estribación norte es 
una salida al mar que facilita las actividades de contrabando y el 
aprovisionamiento logístico para los actores armados y el narcotráfico pero, por 
otro lado, constituye un escenario propicio para la proyección de macro 
proyectos en la región. Además, abastece de agua a trece municipios y a las 
industrias agroexportadoras de las zonas planas de la costa atlántica. Es un 
corredor estratégico que se extiende desde la frontera con Venezuela hasta la 
región de Urabá. 
Ha sido, además, el principal lugar de colonización y migración, convirtiéndolo 
en el espacio sociocultural de colonos, cuya presencia ha generado conflictos 
con sus antiguos habitantes: las comunidades indígenas. Asimismo, los 
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colonos y los indígenas han tenido que soportar los enfrentamientos de los 
grupos armados ilegales. En un principio, era entre el ejército y los grupos 
guerrilleros. Las FARC y el ELN hicieron su aparición a mediados de la década 
de los ochenta. El primero, con el Frente 19, estableció núcleos en diferentes 
cuencas hidrográficas: la cuenca media alta del río Fundación y las cuencas de 
los ríos Piedras y Aracataca (vertiente occidental), las cuencas de los ríos 
Sevilla y Río Frío, las cuencas de los ríos Guachaca, Córdoba, Toribío y 
Buritaca (vertiente norte), la zona del río Jerez, frente a Dibulla (Guajira) y las 
cuencas de los ríos Badillo, Guatapurí y Donachuí (vertiente suroriental). Cabe 
anotar que su presencia en estas cuencas afectó directamente a los koguis, 
arhuacos y arsarios, pues ocuparon zonas de resguardo. Por su parte, el ELN 
con el frente "Seis de Diciembre" se estableció en la vertiente suroriental, es 
decir, en el centro y norte del departamento del Cesar, afectando los proyectos 
mineros, por ejemplo, el del carbón en la Jagua de lbirico. Ahora bien, los dos 
grupos consolidaron su presencia en los años noventa, creando más frentes y 
orientando sus acciones de la siguiente manera: 
"Si se analiza la actividad armada en que se vieron involucradas entre 
1986 y 2000, se tiene que de un total de 564 acciones ocurridas en los 
municipios que tienen jurisdicción en la Sierra Nevada, la mayor parte 
de ellas estuvieron orientadas hacia la destrucción de la infraestructura 
con el 39%, seguidas por los contactos armados por iniciativa de la 
Fuerza Pública con el 35% y los ataques contra la Fuerza Pública con 
el 18%. Por su parte, las acciones contra objetivos económicos pesaron 
el 8%" (Observatorio..., 2001: 6). 
Posteriormente, aparecen los grupos paramilitares en los años ochenta. Estos 
grupos bloquearon los corredores estratégicos de la guerrilla, atacando lo que 
consideraban su base social, es decir, atacando las poblaciones que le servían 
de apoyo. Un corredor que conducía a la Sierra Nevada comprendía los 
municipios de Salamina, Pivijay y Fundación. Otro corredor comunicaba al sur 
del departamento y estaba entre los municipios de Plato, El Difícil y Bosconia. 
Al inicio de este proceso se presentaron asesinatos selectivos y luego se 
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produjeron masacres indiscriminadas, lo cual ocasionó el desplazamiento 
forzado, principalmente, hacia Santa Marta. 
La presencia paramilitar en el país se remonta al momento en que surgen las 
guerrillas con su pretensión de ganar influencia sobre la población campesina y 
sobre los movimientos populares urbanos. El Estado colombiano desarrolló 
desde los años sesenta, una estrategia contrainsurgente bajo la orientación de 
la llamada "doctrina de la seguridad nacional", que se aplicó con mayor rigor a 
partir del gobierno del presidente Turbay, con un saldo de graves violaciones a 
los derechos humanos (http://wwvv.derechos.orú/nizkor). Durante esta época y 
bajo esta doctrina, la Fuerza Pública entrenó a los habitantes en zonas de 
conflicto para que sirvieran de apoyo en la lucha contrainsurgente, 
proporcionándoles dotación militar y adoctrinamiento. Pero este propósito 
acarreó el amedrentamiento de la sociedad con el fin de crear una atmósfera 
de miedo y pánico, acabando con las organizaciones sociales o políticas que, 
potencialmente, pudieran ser asociadas con el enemigo, que en ese entonces, 
y todavía lo sigue siendo aunque ya desmitificado, era el comunismo o la 
subversión. 
En ese sentido, es necesario comprender que el paramilitarismo en el país no 
nació con las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) ni se limita a su aparato 
armado, por el contrario, constituye una vieja tradición de las élites nacionales 
de acallar a sus opositores mediante el uso de la fuerza, como ocurrió con los 
pájaros de los años de La Violencia (García-Peña, 2003). Por lo tanto, cuenta 
con el apoyo de importantes estructuras de poder en el campo militar, 
económico y político. Retomemos a la región caribe, si bien es cierto que la 
mancha de violencia a mediados del siglo XX se esparció sutilmente por su 
territorio, cosa distinta sucedió en los primeros años del siglo XXI. Por ejemplo, 
la toma de poder paramilitar en el departamento del Magdalena ha coincidido 
con el aumento de desplazados en Santa Marta, proceso que se inició desde la 
década de los ochenta y se consolidó en los noventa. Con el bloqueo de 
corredores estratégicos de la guerrilla hacia la Sierra Nevada y hacia el sur del 
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departamento, así como con la presencia activa en la ciudad, principalmente en 
algunos barrios. 
El paramilitarismo viene presentando diferentes dinámicas con un énfasis de 
control territorial y más recientemente de búsqueda de formas de expresión y 
de reconocimiento político que atraviesa las dimensiones nacional, regional y 
local. Básicamente, la lucha territorial que libran las organizaciones armadas 
ilegales se establece por el control o la desestabilización de zonas dotadas de 
recursos naturales en explotación o potencialmente explotables en el futuro 
como la Ciénaga Grande de Santa Marta o la Sierra Nevada de Santa Marta, o 
en las zonas donde se localizan megaproyectos públicos o privados en 
desarrollo que tienen importantes impactos de valorización de tierras, las 
cuales se convierten en objeto de disputa. Ahora bien, el proceso de paz 
iniciado con las AUC supondría un escenario propicio para la recuperación 
estatal del territorio controlado por esta estructura. No obstante, los 
cuestionamientos a este proceso apuntan a señalar que en lugar de un 
desmonte efectivo del paramilitarismo, lo que se está obteniendo es un 
conjunto de desmovilizaciones y reinserciones que dejan intactas las redes de 
apoyo y abre la posibilidad de la creación de nuevos grupos paramilitares. 
Respecto al departamento del Magdalena, el primer grupo de este tipo fue el 
de las autodefensas de la región de El Mamey, en la parte norte, base de los 
cultivos ilícitos y del tráfico ilegal de coca de Hernán Giraldo (Conferencia 
Episcopal de Colombia, Defensoría del Pueblo, 2003). Así pues, la estrecha 
relación de esta estructura paramilitar con el narcotráfico permitió el 
sometimiento de otras agrupaciones mafiosas así como de la delincuencia 
común que operaban en la zona comprendida entre los ríos Guachaca y 
Bu ritaca. 
"Estas autodefensas lideradas por Hernán Giralda Sema, más conocido 
como Don Hernán o El Patrón, el primer gran 'señor' de esta zona del 
país, nacieron entonces en primer lugar para proteger los cultivos de 
marihuana y, posteriormente, de coca que había en la zona. El 
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despliegue de este grupo parte desde la Sierra, extendiéndose a orillas 
del río Manzanares, río Piedras y desde allí hacia la Guajira" 
(Dinámicas... 2006). 
Esta organización se consolidó disputándose el territorio con las FARO que 
presionó durante cerca de 15 años para arrebatarle a Giraldo el control sobre la 
vertiente norte por ser una ventajosa salida al mar. Según el documento 
"Dinámica reciente en la confrontación armada en la Sierra Nevada" (2006) 
elaborado por el Observatorio del Programa Presidencial de los Derechos 
Humanos y DIH, la legitimidad otorgada por algunos sectores sociales y 
políticos a este grupo se debió en parte a su bajo perfil como organización 
dedicada al narcotráfico, cumpliendo un papel de defensa contra las FARC. En 
la ciudad de Santa Marta y su área de influencia tiene acción este grupo 
paramilitar que desde el 2001 pertenece a las AUC, siendo su presencia 
considerablemente fuerte en sitios como los corregimientos de Minca, El 
Campamento, La Tagua en jurisdicción de Santa Marta, San Pedro de la 
Sierra, Palmor, San Javier en Ciénaga, Cerro Azul y Santa Clara en Fundación 
(Conferencia Episcopal de Colombia, Defensoría del Pueblo, 2003: 5). 
Según el documento Dinámica Reciente de la confrontación armada en la 
Sierra Nevada (2006), otro grupo paramilitar fue las Autodefensas de Palmor, 
ligada al Cartel de Cali y dirigidas por Adán Rojas. Su afianzamiento en la zona 
estuvo precedido de una serie de asesinatos principalmente en Ciénaga y su 
principal actividad fue la "prestación" de servicios de seguridad a ganaderos y 
bananeros del departamento del Magdalena. Sin embargo, la ofensiva 
emprendida por el Frente 19 de las FARO causó su desarticulación temporal a 
mediados de los noventa. Por lo que la familia Rojas se asentó en el territorio 
dominado por Giraldo, quien posteriormente los expulsaría debido a una serie 
de "abusos" cometidos por Adán Rojas como extorsiones y homicidios. De ahí 
se origina un quiebre en la historia de dominación de la estribación norte, pues 
Rojas recibe la protección de los jefes de las Autodefensas Campesinas de 
Córdoba y Urabá (ACCU), desarrollándose un enfrentamiento que favoreció a 
las ACCU y a Jorge Cuarenta, jefe paramilitar que obtuvo el mando de la zona, 
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"Su poder se consolidó desde febrero del 2002, tras vencer al grupo de 
Hernán Giralda. Este le cedió su mando luego de que los hombres de 
Jorge Cuarenta les mataron a más de 70 miembros de su organización 
en una guerra que duró cuatro meses. Giralda y sus hombres, llamados 
los Chamizos, siguen controlando buena parte de la Sierra Nevada y los 
alrededores de la vía que lleva a Riohacha, pero bajo la dirección de 
Jorge Cuarenta" (El Tiempo, 19 de octubre de 2003: 1-6) 
Ahora bien, este acontecimiento venía siendo abonado por los intereses de las 
AUC de incursionar en esta zona, entre los que se contaba el narcotráfico y 
desavenencias con el grupo de autodefensas dirigidas por Giraldo. Según 
versiones oficiales el detonante de la situación fue el asesinato en el 2001 de 
dos miembros de la DEA por parte de Pacho Muzo, en el área de Mendiguaca. 
No obstante, hay que anotar como antecedente el secuestro masivo en la 
Ciénaga Grande de un grupo de pesca del Club El Torno, cometido por el ELN 
el 6 de junio de 1999. Entre los secuestrados se encontraba un concejal de la 
capital departamental y su hijo, lo cual desencadenó una alianza entre sectores 
de la sociedad barranquillera con grupos de autodefensa del Magdalena, bajo 
la dirección de las AUC. En consecuencia, los asesinatos selectivos y las 
masacres de personas acusadas de ser colaboradoras del ELN no se hicieron 
esperar. Por ejemplo, en noviembre de 1999 asesinaron a 14 personas en las 
cabañas de la Unidad de Parques Nacionales Naturales en Trojas de Cataca 
(Ciénaga Grande) y, posteriormente, el 22 de noviembre de 2000 se presenta 
la masacre de más de 60 personas en el corregimiento de Nueva Venecia en 
Sitio Nuevo (Magdalena), provocando uno de los desplazamientos más 
grandes de esta región. Cerca de cuatro mil personas que habitaban este 
corregimiento así como de las veredas cercanas se desplazaron hacia los 
municipios de Pueblo Viejo, Palmira, Tasajera y Ciénaga (Magdalena), 
Soledad, Barranquilla, Ponedera y Sabanagrande (Atlántico) (Dinámica..., 
2006: 16). 
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Así pues, la Sierra Nevada es el escenario de un conflicto armado que no da 
tregua. Se han denunciado campañas de exterminio contra los indígenas y 
colonos. "Desde ese entonces, desde el año 1986, hemos venido sufriendo una 
serie de atentados que hasta la fecha deja un número de 318 víctimas" (El 
Informador, 2 de junio de 2003: Página Sucesos) afirmaba un indígena 
kankuamo en el 2003. Los pueblos indígenas Kogui, Arhuaco, Wiwa y 
Kankuamo han experimentado el progresivo proceso de inclusión de la Sierra 
Nevada en esa geografía de la violencia que se ensancha por el territorio 
nacional. El confinamiento de poblaciones o la restricción de la movilidad por 
esta zona, así como el desplazamiento forzado son algunos de los problemas 
que abaten este territorio, el cual se ha convertido en uno de los principales 
lugares de expulsión. De hecho, el caso de desplazamiento masivo más 
recordado sucedió durante el mes de febrero de 2002 en Calabazo sobre la 
Troncal del Caribe como producto de los meses de enfrentamiento entre las 
AUC y las autodefensas independientes de Hernán Giraldo. 
Se desplazaron cerca de nueve mil campesinos de veredas y corregimientos 
de la estribación norte de la Sierra Nevada. Según las versiones, el 
desplazamiento fue una estrategia de Giraldo para provocar una problemática 
social y llamar la atención de todo el aparato estatal. El Defensor del Pueblo de 
ese entonces "demandó del Estado una acción de fondo para el control 
territorial de la Sierra Nevada de Santa Marta y poder garantizar así el 
patrimonio cultural de Colombia" (El Informador, febrero 8 de 2002: 5 A). Al final 
del mes de febrero los desplazados retornaron a sus parcelas luego del cese al 
fuego entre los grupos enfrentados. Hasta el año 2005, los nueve mil 
desplazados de Calabazo todavía aparecían registrados en el sistema de la 
Red, hasta ese momento no existía claridad si debían ser sacados del sistema 
porque, aunque la mayoría ya habían retornado a sus hogares, no habían 
logrado la estabilización socioeconómica de la que habla la ley, pues al retornar 
encontraron sus viviendas y cultivos destruidos. Este es un ejemplo de que ser 
o no ser desplazado no depende solamente del sujeto en sí, sino también de 
las prácticas institucionales y las estrategias de los actores que originan el 
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desplazamiento. Además, había quienes afirmaban que nunca fueron 
desplazados pues todo se debió a una estrategia de Giraldo. 
El siguiente relato de un samario nos describe la situación que se generó en la 
Sierra Nevada a raíz de la presencia de los grupos guerrilleros y los grupos 
paramilitares. 
"Mira, la situación se puso pesada en la Sierra cuando llegó la guerrilla, 
yo recuerdo al primero que mataron ¿recuerdas la viuda?, bueno la 
guerrilla llegó y empezaron a matar a hombres malos... Eran hombres 
malos, ¿sí me explico?, eran hombres que robaban, que entraban a las 
fincas y se cogían el café. Desde ahí empezaron a matar, luego 
entonces empezaron a cobrar vacuna. Todo iba así hasta que subieron 
los paramilitares. Uy, la cantidad de gente que yo conozco que han 
matado. ¿Recuerdas mami, al señor, cómo era que se llamaba? El señor 
Rocha, a él lo mataron y también a su mujer. Ellos vivían más allá de la 
finca de papá, como por Siberia. Los paras los fueron a buscar, los 
torturaron y los mataron, luego los enterraron en un hoyo, dicen que los 
mataron porque eran informantes, como subían y bajaban. Es que eso 
es lo otro. Entonces es malo informar a la guerrilla, colaborar con la 
guerrilla pero también es malo informar y colaborar con los paras. 
Entonces como año y medio que los paras subieron, ellos subían y 
bajaban, cuando bajaban llegaba la guerrilla y decía ¿usted por qué le 
ayudó a los paras? ¿Por qué dejó que se quedaran? Entonces lo 
mataban, luego cuando subían los paras era el mismo cuento ¿usted por 
qué le ayudó a la guerrilla? Y entonces lo mataban, y si es así, ¿uno qué 
hace?" (Conversación entre el hijo de un dueño de finca en San Pedro 
de la Sierra y su esposa, 20 de abril de 2003). 
Es necesario mencionar a Jorge Cuarenta, pues este jefe paramilitar fue 
frecuentemente señalado por los medios de comunicación como uno de los 
jefes más temidos y poderosos de las AUC. En una ocasión, durante una 
entrevista a la Revista Semana afirmó que ellos le habían apostado a defender 
a sus familias y patrimonios, posteriormente defendieron a muchas regiones y 
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dentro de ellas a sus pobladores (Revista Semana, 2004). En su discurso dejó 
claro que no podían ser juzgados como narcotraficantes porque ellos 
simplemente recaudaban un impuesto de guerra por proteger las zonas que 
controlaban y, necesariamente, debían financiarse de la economía existente en 
ellas, por lo tanto, no tenían la culpa de que la droga estuviese por todos lados. 
Así pues, de acuerdo con sus palabras, no era insólito pensar que se 
adjudicaran el derecho de juzgar a otras personas porque se habían sentido 
obligados por la historia, eran algo así como luchadores por la libertad de este 
país, de lo contrario, quién sabe qué hubiera sido de Colombia si no hubieran 
empuñado las armas para llenar los vacíos del Estado. 
"Por defender una opción de vida. ¿Sabe por qué entré a las 
autodefensas? Por qué yo que soy de una familia educada, con buena 
posición social, sólida económicamente. Porque me cansé del ELN y las 
FARC, de sus abusos en general, y de los de Ricardo Palmera ('Simón 
Trinidad'), en particular. Hubo un tiempo en el Cesar en el que nos 
tocaba ir de rodillas ante estos grupos guerrilleros a pedirles que no nos 
boletearan más, que no nos extorsionaran más, que no nos secuestraran 
más, que no nos asesinaran más, que no nos robaran más nuestro 
ganado, que nos dejaran vivir en libertad. Yo me armo y me defiendo. A 
mí no me dejaron opción" (Revista Semana, 17 de septiembre de 2004: 
Edición 1167). 
Según este discurso, el cual fue alimentado en general por los jefes 
paramilitares y construido a partir del proceso de paz con el gobierno, en el que 
sus miembros figuran como una especie de héroes de la patria. Al 
preguntarnos por las víctimas del conflicto armado encontraríamos, en primer 
lugar, a los propios paramilitares, quienes experimentaron el olvido del Estado, 
el secuestro, la amenaza, el boleteo, el asesinato y la expulsión de sus tierras. 
Coincidencialmente, se trata de las mismas palabras a las que se recurren para 
describir las situaciones de violencia experimentadas por los desplazados. 
Asistimos, entonces, a una inversión de cualidades de los sujetos. Los actores 
armados, o mejor, los miembros de las autodefensas (en el lenguaje oficial no 
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son paramilitares, tal vez, para ignorar la relación que los ha unido con la 
institucionalidad) se autodenominan víctimas de la violencia. Por haberse 
atrevido a defenderse por las armas son héroes. Los desplazados que 
igualmente son víctimas, la mayoría de las amenazas y masacres de las AUC, 
y cuya única defensa fue huir ¿qué serían entonces? 
En toda relación de poder, existe un otro sobre quien se ejerce una acción y 
que es reconocido por todos como una persona que actúa y que tiene un 
campo de respuestas, resultados, reacciones y posibles invenciones (Foucault, 
2001b). Por lo tanto, no resulta contradictorio, aunque sí un tanto 
estremecedor, que los jefes de las AUC recurran a un discurso conocido, el de 
la violencia, para justificar sus acciones en cuanto sobre ellos se ejerció una 
acción violenta. Pero este hecho no los acerca a este sujeto que surge del 
conflicto armado: los desplazados, pues mientras aquellos establecen una 
relación violenta en la que obligan, destrozan, abaten, estos reaccionan 
huyendo dentro de su campo de acción o de respuesta, siendo despojados de 
su vida y dignidad humana. 
1.2 Imaginarios espaciales del desplazado: comunas y cerros de la ciudad 
En Colombia las ciudades atraviesan por un proceso de acelerado crecimiento 
demográfico ocasionado, principalmente, por las migraciones campo-ciudad. 
Los campesinos, los indígenas y demás personas que desde el campo se han 
desplazado hasta los cascos urbanos, así como la alta concentración de la 
tierra por parte de pocas familias, han llevado a que una parte de la población, 
en especial, aquella que no tiene suficientes recursos económicos, habiten en 
asentamientos urbanos en condiciones difíciles, invadan terrenos públicos o de 
alto riesgo. 
Es común encontrar opiniones sobre que esta situación es promovida por 
factores como la miseria, el desempleo o la economía informal, los cuales traen 
consigo el desorden urbanístico y la pérdida de tejido social expresada en una 
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violencia cotidiana. Pero también es común encontrar que estos asentamientos 
son promovidos por terceras personas, "la mayoría de invasores son personas 
desplazadas por la violencia... Otro tanto son desempleados y personas de 
escasos recursos que invadieron los cerros alentados por políticos que les 
prometieron casa" (El Tiempo, 13 de agosto de 2003: Región Caribe). De esta 
forma, tenemos que el llamado "desorden urbanístico" no es una condición 
inherente a la pobreza o al desplazamiento forzado, pues se convierte en un 
efecto de un conjunto de prácticas sociales y políticas como la indiferencia del 
gobierno local o el proselitismo, en este escenario se ve inmersa la gente pobre 
y/o desplazada. 
La ciudad de Santa Marta tiene una población aproximada de 460 mil 
habitantes, en el que cerca del diez por ciento son personas desplazadas por la 
violencia: 47.714 (Red de Solidaridad Social, acumulado hasta enero de 2004) 
(Ver Anexo C). Personas que llegan de distintos lugares del departamento del 
Magdalena, especialmente de la Sierra Nevada y de poblaciones ribereñas del 
centro del departamento, de igual forma, hay quienes vienen del sur de Bolívar, 
los santanderes. el Cesar, entre otros. Esto ha puesto en evidencia la falta de 
infraestructura competente en diversos aspectos, como los servicios públicos, 
además de las debilidades de las politices de planeación urbana. 
Frente al aumento poblacional, los cerros se han consolidado como una forma 
de asentamiento urbano, acarreando con ello su destrucción paulatina (ver 
Mapa 2). Esto genera un deterioro ambiental con graves implicaciones en el 
distrito, pues son considerados ecosistemas de protección gue cont 
 -arrestan 
los efectos del clima y de los vientos. Pero los pobladores de estos entornos no 
sólo -son désolazados forzados sino familias dP escasos recursos económicos. 
No obstante, se ha convertido en un ludar común pensar que en los cerros sólo 
h laadosaydespz .  
"cuando el desplazado se viene para Santa Marta.., casi siempre se 
ubica en los barrios subnormales de la ciudad, en los cerros. a orillas de 
quebradas. o también he sabido que a orilla de 15 linea férrea también se 
están ubicando desplazados y en todos los barrios subnormales de 
Santa Marta" (Entrevista con funcionaria de la Gobernación, 15 de marzo 
de 2004). 
Pero esta percepción desconoce que ya eran objeto de poblamiento desde 
muchos años atrás. En uno y otro caso los asentamientos se caracterizan por 
carecer de servicios públicos como el agua potable, gas natural, o por acceder 
a ellos de forma ilegal (en el caso de la luz eléctrica), por viviendas precarias y 
por la disposición inadecuada de las basuras lo que acarrea una problemática 
sanitaria, especialmente en época de lluvias cuando de los cerros bajan no 
solamente barro sino los desperdicios acumulados, 
"Los problemas derivados del desplazamiento son problemas de 
salubridad, problemas de invasión de tierras en zonas de alto riesgo, 
entonces, eso hace más vulnerable a los vulnerables. Sí, porque 
generalmente las familias desplazadas se ubican en sitios, en barrios 
subnormaies donde les regalan un terrenito en la parte alta de un cerro y 
eso sumado al desconocimiento de medidas básicas de construcción, 
pues generan que muchas familias aparte de desplazadas lleguen y en 
época de invierno sean damnificadas por derrumbes, deslizamientos, 
inundaciones" (Entrevista con ex funcionario de la Cruz Roja, 15 de 
marzo de 2004). 
En entrevista con una funcionaria de Planeación Distrital, fue citado un censo 
realizado por la empresa Metroagua a principios del año 2004. Según este 
censo, en Santa Marta hay más de 24 cerros habitados con 10.247 casas en 
total. Entre los cerros con mayor población están Cristo Rey y La Paz (comuna 
8), Fundadores (comuna 5), Taganga, Tres Cruces (comuna 4) y el cerro La 
Llorona (comuna 1). Según la percepción de un desplazado, los siguientes son 
los barrios con mayor población desplazada, 
"Las zonas criticas, criticas, de aqui están en el barrio Los Fundadores, 
está en el banjo Luis R Calvo. Divino Niño, esto en la comuna cinco 
()tras zonas criticas es para la zona de los cardonales. Villa Betel, donde 
viven personas totalmente en una situación infrahumana, donde no 
tienen ni siquiera dónde vivir, donde tienen cuatro láminas de zinc y todo 
el sol que pega en la dudad de Santa Marta se lo consumen esos niños, 
viven a la orilla de la línea férrea, viven en los cerros, en zonas de alto 
riesgo, en la orilla del río, en Timayuí" (Entrevista con un líder 
comunitario y desplazado, 16 de abril de 2004). 
Se han presentado casos de desalojo, uno de estos fue el que se llevó a cabo 
en el barrio Timayuí. A finales del año 2003, la Fuerza Pública, obedeciendo 
una orden de la alcaldía, desalojó a 200 personas que vivían en un sector 
aledaño a esta urbanización. Las familias se tomaron el edificio de la 
Personería Distrital en un lapso cercano a un mes, provocando lo que un 
periódico local denominó como una emergencia sanitaria. 
"Desde el pasado 31 de diciembre, las familias que hoy ocupan la sede 
de la Personería, se duchan, cocinan, duermen y las condiciones del 
lugar en pleno centro de la ciudad, no son las adecuadas... 'Nosotros no 
queremos violar ninguna norma, algunos aseguran que nos vamos a 
meter en las casas de la urbanización Timayuí que están sin ocupar, 
pero todo eso es falso, por el contrario, nosotros hemos ayudado a 
cuidar esas viviendas, las cuales tienen meses de estar desocupadas', 
indicó uno de los prot~ios" (Hoy Diario del Magdalena, 3 de enero de 
2004: 58). 
Un funcionario de la Red de Solidaridad Social afirmó que "sólo habían 19 
familias desplazadas, el resto eran invasores profesionales, eso fue un desalojo 
legítimo", es decir, el problema no era que se invadiera un terreno sino que 
quienes lo invadieron no eran en su totalidad desplazados. Por el contrario, era 
otra la opinión de un líder comunitario, 
"Sobre las f~lijiaS dElStlia7adaR nue desalojaron de un terreno del 
distrito, los sariS la policía y se hacinaron en la personería (-Ostra-al. Sí, 
eso fue el 30 de diciembre del 2003 hasta enprn del 7004 y al parecer 
les hicieron una reuhirncitin por ahí cerca de Timayui en unas !Mes glIP 
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tenía el distrito también. La mayoría eran personas desplazadas, había 
corno cinco o seis familias que son vulnerables, sinceramente son 
vulnerables y no tienen tampoco dónde vivir, no tienen un terreno ni una 
vivienda dónde vivir, también merecen el apoyo del gobierno y de 
cualquier entidad que esté dispuesta a ayudar a esas familias como los 
desplazados" (16 de abril de 2004). 
En este desalojo se hizo presente la oposición que las políticas estatales sobre 
el desplazamiento han generado entre el desplazado y lo que podríamos llamar 
el "pobre histórico". Dos categorías que nos remiten a un contexto de lucha 
entre los habitantes de la ciudad por la consecución de beneficios o por la 
permisividad frente a acciones como la invasión, elementos que están 
presentes en las prácticas asistencialistas hacia la cada vez más inmensa 
población vulnerable. 
En los siguientes relatos, en los que se pidió a las personas que contaran su 
situación actual, sobresalen elementos clave que, en cierta forma, definen el 
escenario del desplazado en la ciudad. Así pues, se destacaron el lugar donde 
viven, la intención de no retomar, la falta de trabajo, la búsqueda de vivienda y 
la inconformidad frente a las subsidios estatales, 
"Tengo un año de estar aquí, trabajo temporalmente, hnml dos mocos 
que no consigo nada, estoy sin trabajar_ Me desplacé de Santa Rosa de 
Lima, un corregimiento de Fundación y no quiero retomar_ No tengo 
Sisbén y vivo en Cerrn Fresco en el herrín Tayrnna. ta hija mía tenía un 
trabajo, le pagaban 110 mil pesos pero tenía que trabajar hasta en la 
noche, la patrona le dijo que si quería que dejara el trabajo que aquí 
nadie le da trabajo a los desplazados_ Yo trabajo en construcción, 
ebanistería, zapatería Tengo 50 años_ Recibí del Minuto de Dios lo de la 
ayuda de emergencia pero a uno le dan fin mes de comida pero 
póngase a pensar le dan 10 libras de arroz para una familia como la mía, 
yo tenoo 7 hijos, 2 nueras_ 3 nietas y todos todos somos desplazadrks. 
Yo temía un taller de ebanistería  allá en ed. pueblo_ Yo quisiera que me 
dieran para tranelar, nara mie un mes de comida" (26 de abril de 2004l. 
A 
"Estoy desempleada hace ocho meses_ Vivo en Cerro Fresco desde 
hace un añn_ Soy de Santa Clara. Fundación, y no quiero retornar Me 
desplacé hace dos años. Allí donde vivo no tengo servidos públicos 
nos hace mucha falta la comida y el vestido_ Metí papeles para casa en 
la Caia pero no ha salida nada Estoy en una C)NG con el señor E._ 
M RP llama Amanarar da los desplazados, no ha salido nada Por PRP 
!AM, estamos acá porque Mins nos brindan una ayuda_ Yo he trana¡adn 
en restaurantes_ Trahaia en un restaurante pero no le pagaban a lino ni 
Remiro ni liquidación. A veces me ha tnnadn trahaiar en casas_ Tener 
ocho hiinR, una hiia se fue para Minca termo cuatro acá crinminn, la 
menor es una niña de cuatro años_ Soy macla cabeza de familia" (26 de 
abril de 2004). 
Mapa 2 Cerros del distrito de Santa Marta 
Fuente: Universidad del Magdalena - DADMA 
El poblamiento de los cerros constituye un problema ambiental y social. 
Paralelo a la destrucción de la capa vegetal, corre el problema de la 
urbanización descontrolada sin condiciones favorables para la calidad de vida 
de los pobladores, este entorno determina formas adaptativas y de apropiación 
territorial que no deberían ser subestimadas sino, por el contrario, deben 
tenerse en cuenta para contemplar la posibilidad de iniciar un proceso de 
concertación social y de planeación urbana que busque alternativas para el 
mejoramiento de las condiciones de vida de sus habitantes, contrarrestando de 
paso la constante destrucción ambiental. 
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Ahora bien, ¿desde cuándo Santa Marta empieza a ser el lugar de destino de 
personas desplazadas? Las migraciones no son ajenas a la historia y al 
crecimiento de la ciudad. Se considera que durante las décadas de los ochenta 
y noventa aumentaron el número de personas provenientes del interior del 
país, especialmente de Santander y Antioquia. No obstante, las migraciones 
provocadas por el orden público empezaron principalmente a finales de los 
noventa, 
"Desde el 97 empieza a configurarse la situación de ciudad receptora 
porque empezaron a llegar a la gobernación. Desde ese año los grupos 
paramilitares empezaron con esa estrategia" (Entrevista con el 
coordinador de una ONG internacional que opera en la ciudad, 19 de 
febrero de 2004). 
"Hacia Santa Marta había desplazamiento gota a gota, lo que pasa es 
que en el 97 hubieron ya desplazamientos masivos" (Entrevista con un 
líder comunitario y desplazado, 16 de abril de 2004). 
Pero este repentino cambio en el origen de las migraciones y la constante 
llegada de desplazados no ha sido un fenómeno que sacuda, en términos 
sociales, a la ciudad, es decir, aunque la población ha aumentado, acelerando 
el poblamiento de los cerros, esto no ha menoscabado la imagen de ciudad 
tranquila de la que goza Santa Marta; incluso, los medios de comunicación no 
han registrado de manera continua el proceso de desplazamiento pese a que 
durante los años 2003 y 2004 se encontró en los primeros lugares de ciudades 
receptoras. Es más, ni la ciudad ni el departamento son referentes en este 
tema como sí lo es el Chocó, los Montes de María o el sur de Colombia, 
"Eso es un problema general, no es sólo de la parte de desplazados. Si 
miras, Santa Marta tiene una grave problemática en la parte de riesgos 
por desastres naturales, tiene una gran problemática en salud y si te das 
cuenta eso no es de mucho impacto publicitario nacional, pues en los 
medios locales sí se escucha del tema y sí se habla bastante de eso, en 
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los medios de comunicación nacional no es una noticia constante que se 
le haga un seguimiento sino que cuando es muy llamativa la situación es 
cuando se hace un informe nacional" (Entrevista con ex funcionario de la 
Cruz Roja, 15 de marzo de 2004). 
Al respecto, se reconoce que los desplazamientos masivos tienen un mayor 
impacto en el ámbito nacional, de esta forma, los medios de comunicación al 
cubrir este tipo de acontecimientos, dimensionándolo en términos de tragedia 
nacional, provocan que el desplazamiento sea asociado con la movilización 
masiva de personas, relegando los desplazamientos individuales y familiares 
que se presentan diariamente. Las personas entrevistadas coincidían en 
afirmar que hacia Santa Marta llegaban cotidianamente personas desplazadas, 
"entre gotica y gotica cuando vienes a ver hay una cantidad, esa es la 
diferencia". 
"Los desplazamientos masivos llaman mucho la atención pero los 
desplazamientos individuales o familiares son muy poco visibles, de 
hecho, si una institución no estuviera encargada de verificar y de 
recopilar información, creo que el desplazamiento sería algo muy 
silencioso si así pudiéramos llamarlo" (Entrevista con ex funcionario de 
la Cruz Roja, 15 de marzo de 2004). 
El desplazamiento forzado es percibido como un problema que, entre otros 
aspectos. ha aumentado la pobreza. Asi pues. en la ciudad hay auienes 
consideran aue uno de ios problemas aue ha traido el desplazamiento son los 
cordones de miseria poraue "Santa iviarta siendo una ciudad aue no tiene un 
desarrollo industriai muy arande. no había tanta miseria como la hay ahora por 
este probiema" (6 de mayo de 2005. conversación con habitante de la ciudad.). 
Aiaunas personas aceptan aue el pobiamiento de ios cerros es un proceso 
anterior a ia ileoada de íos desplazados, a finales de íos noventa, en donde 
vivían familias pobres. iueao de esta aceptación. se concluye haciendo la 
salvedad de aue "ahora los cerros están totaimente copados". Aunaue no 
existe una especie de ruta a seauir dentro de ia ciudad, parece aue ias 
G') 
Personas al llegar buscan alaún referente para ocupar un lugar. Hay casos. por 
ejemplo, de personas desplazadas aue albergan a otras personas aue vengan 
del mismo lugar, por eiemplo, el de "una mujer muy especial que invadió un 
cerro por allá en Gaira y cada vez que Hala un desplazado de Media Luna, ella 
le da un pitico del pedazo de ella" (16 de marzo de 2004. coordinadora de ONG 
FUNDEHUMAC1. 
Ahora bien, el rechazo no puede considerarse una constante en la actitud de 
los habitantes de la ciudad. En algunos sectores, se suele aceptar con 
solidaridad a las personas aue atraviesan por una situación de desplazamiento. 
Testimonios como el simiente: "Lo que pasa es aue yo vivo en un cerro pero 
vivo alquilada en un cuarto, yo la recibí porque uno tiene que ser solidario y ella 
llegó para parir, va la niña tiene un mes, pero lo que Yo gano no alcanza. yo 
lavo y plancho y no todos los días consigo trabajo..." (Conversación con un 
grupo de desplazados a la entrada de la Red. 12 de marzo de 20041. son 
ejemplos de que la hostilidad de una situación está dada por las condiciones 
sociales y no. necesariamente, por las reacciones individuales. 
Al preguntarle a distintas personas aue trabajan con la población desplazada 
por qué consideraban que escogían a Santa Marta como ciudad de destino, las 
respuestas oscilaban entre las bellezas naturales y la tranquilidad de la misma. 
por ejemplo como el siguiente comentario: "el mar, la calidez de sus qentes. la 
 
gente acá es muy cálida, es solidaria, entonces eso ha hecho que desde 
tiempo atrás, hacia Santa Marta emigre mucha gente" (16 de marzo de 2004, 
coordinadora de ONG FUNDEHUMAC). Hubo un comentario en particular en el 
que se recordaba la época en que llenaban niños de la calle en buses y en 
vagones de tren, el rumor era que los recogían en las ciudades del interior y los 
mandaban directo a Santa Marta para aue conocieran el mar. pero este 
recuerdo era traído a colación para ejemplificar que la ciudad gozaba de una 
imagen de tranquilidad en el resto del país. Y era precisamente esta 
tranquilidad una de las razones aue más se utilizaba para explicar el número 
creciente de desplazados, pues esta imagen contrastaba con ciudades aue 
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eran asociadas a la violencia. "casi las noticias nunca hablan de Santa Marta 
como una ciudad violenta mientras que en otras ciudades del país sí se habla 
de ciudades muy violentas y el desplazado viene huyendo de la violencia" (1 de 
marzo de 2004. funcionaria de Planeación Distrital). 
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CAPÍTULO 2 
PRÁCTICAS DE TERROR 
Seguramente será exagerado hablar de prácticas de terror en una ciudad que 
no goza de la fama de Medellín o de Bogotá, en las que algunas comunas o 
localidades han sido tomadas abiertamente por grupos armados, imperando la 
ley del miedo. En efecto, tal vez sea exagerado comparar a Santa Marta con 
estas capitales, pero aunque sea arriesgado hablar de prácticas de terror 
utilizaremos este concepto para dar cuenta de algunos acontecimientos que 
han desencadenado un escenario de miedo (soterrado), en el que el peligro 
latente se vuelve cotidiano. No podemos desconocer que la ciudad ha vivido 
distintos conflictos en el transcurso de su historia, especialmente desde la 
segunda mitad del siglo XX, pero es a principios del siglo XXI que se hace 
evidente la toma de un poder paralelo al estatal. En este proceso, la imagen de 
tranquilidad proyectada por la ciudad pasa a convertirse en la frágil apariencia 
de un ambiente tenso de silencio. 
Al respecto, es reveladora la insinuación de Taussig sobre considerar el mundo 
social de la manera tensa y móvil que señalaba Benjamin en su teoría sobre la 
constante del estado de emergencia, pues esto nos permite comprender "el 
flujo de poder que conecta el lenguaje de terror con el uso de desorden por 
medio de los asesinatos y las desapariciones de las personas" (1995: 33). 
Afirma Taussig que "siempre hay alguien que sabe" y es esa certeza la que 
podría convertir a la paranoia en una práctica social, así como el lenguaje de 
terror se convierte en una práctica cotidiana, en ese algo que inunda el 
ambiente, enrarece el aire e intimida a las personas. No es sólo que los 
desplazados sientan temor de lo que vivieron, de la razón por la que huyeron, 
sino que en esta ciudad existe algo que nos apabulla a todos, evidente, por 
ejemplo, en el temor de utilizar la palabra paracos o paramilitares en las 
entrevistas, estando la grabadora encendida o no. 
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Ahora bien, en el discurso del desplazamiento forzado se ha configurado una 
idea de peligro en torno al desplazado en cuanto el asesinato, la masacre y la 
amenaza constituyen la primera evidencia de un proceso que continúa en la 
ciudad receptora. Castillejo (2000) afirma que la violencia es subjetivada a 
través de la fantasmagoría y el signo evidente de ese fantasma es el miedo. Un 
miedo colectivo que parece no tener límites, en el que una persona puede ser 
acusada de colaborar con un grupo armado, razón suficiente para comenzar 
una "cacería", 
"Las principales causas del desplazamiento son que el campesino está 
en medio de los dos grupos armados que están peleando y que 
comparten culpas con la delincuencia común que se está armando 
también. El campesino está en el medio, llega un grupo y uno por 
obligación tiene que atenderlo, darle un vaso de agua, de pronto 
llegaron y se llevaron a las gallinas por la fuerza, alguna res, algún 
objeto de la familia campesina y ya al día siguiente, en la tarde llega el 
otro grupo, pues de igual manera ya dicen que uno le está colaborando 
a ellos y esa es la gran verdad: el campesino verdaderamente 
desplazado no tiene nada que ver con este conflicto porque si usted se 
da cuenta, la mayoría de estos desplazados son personas pobres que 
si de pronto tuvieran pertenencias, un poquito de pertenencias, su 
parcelita, sus poquitas cosas no las han podido siquiera vender, ni que 
el gobierno responda por ellas ni las entidades territoriales que son las 
encargadas de eso" (Entrevista con líder comunitario y desplazado, 15 
de marzo de 2004). 
El miedo caracteriza el periodo en el que se origina el proceso: las continuas 
amenazas, la incertidumbre, el terror a lo que pueda pasar. Y es también el 
miedo el que se riega por el espacio urbano a través de figuras como la 
vacuna, ese impuesto ilegal que cada uno de los habitantes debe pagar a 
cambio de una aparente protección, son los efectos de la coerción utilizada por 
los núcleos de poder, una coerción con caracteres arbitrarios o excesivos, en el 
que la protección se parece fuertemente al terror (Pécaut, 1999c). Esta 
situación de tensión y de angustia provoca comentarios que expresan 
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ciertamente la percepción de la gente sobre lo que está pasando, por ejemplo, 
pensar que "lo único barato que hay en Colombia es el plomo, uno no tiene 
plata y le dan a cambio cuatro, cinco. Eso hasta se lo regalan". 
2.1 Dos momentos en la historia... 
Tomemos como punto de referencia dos hechos que han desencadenado los 
desplazamientos masivos de mayor impacto en el departamento, uno de ellos 
no afectó directamente a Santa Marta, en cuanto no fue el lugar de destino de 
los desplazados pero sí constituyó el preludio de una época. Por su parte, el 
segundo acontecimiento no sólo tuvo consecuencias directas sobre la ciudad 
sino que fue un hecho clave en la consolidación de un dominio paramilitar en la 
misma. En primer lugar, tenemos la masacre del 22 de noviembre de 2000 en 
Nueva Venecia, corregimiento de Sitio Nuevo, un poblado palafítico que se 
convirtió en el blanco de las AUC a raíz del secuestro por parte del ELN de un 
grupo de pesca del Club El Torno, anotado líneas más arriba en el texto. En la 
terminología de los grupos armados ilegales lo sucedido en este poblado fue 
una "retaliación" de los paramilitares contra sus habitantes, quienes fueron 
culpables de colaborar o, peor aún, de guardar silencio cuando los guerrilleros 
trasladaron a los secuestrados por esa zona rumbo a la Sierra Nevada. Dos 
masacres habían antecedido esta tercera. En febrero de 2000 asesinaron a 
ocho pescadores en Trojas de Aracataca, otra población palafítica, y a once 
personas en el barrio El Polvorín en el municipio de Ciénaga. En el aparte 
sobre el contexto vimos cómo las autodefensas detrás de la bandera de la 
lucha contrainsurgente, que arremete contra los supuestos colaboradores, no 
sólo han conseguido beneficios económicos y políticos como la apropiación de 
recursos de diversa índole, sino que se han apropiado de un territorio utilizando 
tácticas de terror como 
"las decapitaciones, las ejecuciones y las torturas en plazas públicas 
de los líderes o de personas respetadas por la gente o inclusive de 
cualquiera que sea conocido en un pueblo. Esto silencia a la gente 
humilde, que termina apoyándolos a la fuerza o huye despavorida 
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dejando sus pertenencias, su tierra, sus animales y sus casas a la 
rapiña" (Revista Semana, 8 de diciembre de 2000). 
Ahora bien, esta serie de masacres representaron un conflicto abierto con las 
organizaciones guerrilleras dentro de un proceso de expansión paramilitar por 
el territorio costeño. Así pues, cerca de 140 paramilitares de las compañías 
Domingo Barrios y Walter Usuga de las AUC se enfrentaron por esta zona con 
los hombres del Frente 19 de las FARC y de las columnas Francisco Javier 
Castaño y 6 de diciembre del ELN (Revista Semana, 2000). Esta época dejó 
profundas huellas en las poblaciones de la Ciénaga Grande, fue algo así como 
la inmersión en una violencia histórica que sólo conocían de oídas. Tres años 
después, durante la visita realizada por un funcionario de la Gobernación y 
varios estudiantes de la universidad a algunos asentamientos de desplazados 
de la Ciénaga, encontramos rostros raídos por la tristeza, una mujer ante la 
pregunta de cómo están, contestó: "pues aquí el gobierno nunca viene". El 
Bienestar Familiar a través de los hogares infantiles era la única presencia 
efectiva de un Estado distante. Presencia cuyo beneficio se limitaba a los niños 
menores de cuatro años, el resto de los niños no iban a la escuela, "no tienen 
con qué ir al colegio" nos decían. Llevaban tres años, todos venían del mismo 
lugar: de Trojas de Aracataca. 
"Nosotros nos vinimos sin nada, con lo que teníamos puesto... empleo 
nadie tiene, a veces los hombres se van a pescar pero se van por 
cuatro o cinco días y nos dejan acá sin nada, a veces uno tiene que 
pedir prestado... claro, nosotros estábamos mejor allá, los hombres se 
iban en el día y nosotras nos quedábamos con los niños pero aunque 
uno quiera volver allá no hay seguridad.., aquí nadie nos molesta" (9 
de abril de 2003, mujer desplazada). 
Vivían en un lugar conocido como La Bodega, en donde antes se desarrollaba 
un proyecto de reciclaje pero después de la masacre de la Ciénaga, la gente se 
tomó ese lugar. Entramos por un portón, hacía calor, un calor húmedo y 
pegajoso. Dos paredes demarcaban los límites: atrás la ciénaga, adelante la 
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carretera. El lugar consistía en una calle paralela a la carretera, con dos filas de 
casas, algunas de cemento y ladrillo, otras construidas con los materiales de 
sus antiguas viviendas, especialmente de madera. Un camión llevaba la 
bienestarina, ese alimento complementario producido por el Bienestar Familiar 
que consiste en una mezcla vegetal en forma de harina, adicionada con leche 
en polvo descremada y enriquecida con vitaminas y minerales. Un olor a 
pesticida despedía el camión. Los niños se acercaban a pedir sin premura la 
bienestarina, la cual sería entregada a las madres comunitarias para que estas 
repartieran dos bolsas por cada familia, la condición a cambio era la entrega de 
un censo con la población desplazada de la zona, pues "el alimento va dirigido 
a ellos", reflejo de la práctica estatal de asistir a las víctimas de la violencia a 
través del control estadístico. El mismo recorrido asistencialista se realizó en 
otros cinco asentamientos, todos eran desplazados de la Ciénaga: rótulo que 
les dejó la masacre. El nuevo siglo no traía nada nuevo para el país, pero sí 
algo ajeno a estas poblaciones: violencia y terror. 
"Por el sureste de los manglares se ve una luna llena. En una noche 
así, llegaron como 70 paramilitares en chalupas y lanchas marca 
Johnson, bien camuflados con prendas del ejército, armados hasta los 
dientes; para que fuera visible su temeridad, rodearon cada rancho y 
encendieron luces hasta que pareciera de día. Al primero que llamaron 
fue a Everth de la Hoz Mejía, de 22 años. No valieron de nada las 
súplicas de su suegro y su mujer. La cara le quedó como la de un 
Nepomuceno. Uno por uno, los pescadores suplicaban, rasgaban sus 
vestiduras, pedían perdón por haber nacido, pero la respuesta fue 
inmediata: 'Ratas hijueputas, guerrilleros, sapos informantes'. Aquella 
noche mataron 37. Pero luego le daban plomo a quien se atravesara: 
remeros, mujeres jóvenes, cienagueros, muchachos y adolescentes. 
La sed de sangre se apoderó de los asesinos. Fue como la hora 
señalada" (Estrada, 2000). 
Para controlar un territorio los grupos armados han utilizado un conjunto de 
estrategias. Los ataques a grupos enemigos y a miembros de la sociedad para 
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desarticular la base social de estos representan acciones de una primera fase. 
Posteriormente o, incluso, simultáneamente las acciones se encaminan a 
ejercer un efectivo control social en las poblaciones. Por ejemplo, los 
municipios, veredas y corregimientos de la Ciénaga Grande y de su área de 
influencia experimentaron desde mediados de la década de los noventa los 
efectos de un conflicto abierto, hasta ese momento desconocido. Como es 
descrito por Francisco Avella (2004) al explorar la situación de un caserío 
ubicado a 10 km de este sector, los actores políticos no son los habitantes de 
los pueblos, quienes se convierten en espectadores y víctimas de estrategias 
nacionales para dominar territorios. 
"Pero la estampida fue cuando aparecieron en la televisión los muertos 
de la ciénaga hace dos años. Ahí sí la mayor parte del pueblo quedó 
desocupado, ya no hay sino solo pocas casas desocupadas (Ent. 6)" 
"Actualmente la situación se puede sintetizar en la siguiente entrevista. 
'Esta gente empezaron a organizar el pueblo, a prohibir los puercos y 
las gallinas en los patios de las casas porque olían mal y a pedir que 
todo el mundo tenía que limpiar el patio, que había que vivir con 
higiene no como los animales. A hacer vacunar a los niños cada vez 
que vinieran al puesto de salud y a mandarlos todos los días a la 
escuela, así estuviera lloviendo. Dicen que están abriendo las zanjas 
para poner el acueducto. A prohibir los carros que entraran al pueblo 
después de la caída de la noche. Claro que también se pusieron a 
chequear de día quiénes salían y quiénes entraban pues no querían 
ningún extraño. Y también impusieron que nadie podía salir sin 
autorización por la noche, ni a la esquina' (Ent. 2)" (Avella 2004: 497). 
En esa medida, el poder se practica a través de una estrategia de control 
social. Paulatinamente, la violencia se convierte en la norma y el lenguaje de 
terror en lo cotidiano. Dentro de este esquema, el desplazamiento forzado es 
un mecanismo de legitimación de un orden de cosas establecido. La obsesión 
de la asepsia que involucra los aspectos de la vida social y del individuo: el 
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poder de limpiar no sólo el espacio y las prácticas sino también de desinfectar a 
la sociedad de los individuos. 
En segundo lugar, está el enfrentamiento entre las AUC y las autodefensas de 
Hernán Giraldo. Aunque el detonante fueron los asesinatos de dos miembros 
de la DEA, de tres agentes y de un civil por parte de un grupo de hombres 
comandados por Jairo Pacho Muzzo, hecho ocurrido el 11 de noviembre de 
2001 en Mendiguaca. Realmente, la estructura paramilitar estaba al acecho del 
territorio protegido por las autodefensas del Mamey. En todo caso, al día 
siguiente las AUC publicaron un comunicado en el que advertían a Giraldo que 
entregara a Muzzo a la justicia colombiana pero como Giraldo no hizo caso de 
la advertencia comenzó una pugna entre los dos bandos. 
"Las AUC, al mando de Adán Rojas y de Jorge Cuarenta, buscaron 
quebrar el liderazgo de Giraldo sobre su organización, su dominio 
sobre la zona, sus apoyos sociales y económicos, así como interrumpir 
las actividades de esta estructura, su cohesión y capacidad de 
respuesta... El primer objetivo fue atacar a los apoyos y generar un 
clima de inseguridad en la zona, de tal modo que se pusiera en duda la 
capacidad de las autodefensas locales de ofrecer protección. El 
dominio y control que Hernán Giraldo detentaba fue desafiado 
mediante una ofensiva que se dirigió a las clases dirigentes regionales, 
a los sectores productivos y a los habitantes de la zona" (Dinámica..., 
2006: 18). 
Así pues, los efectos de este conflicto se evidenciaron en los meses siguientes 
tras múltiples asesinatos e incursiones al espacio urbano. A principios del año 
2002, la violencia se recrudeció. En Bonda, corregimiento de Santa Marta, los 
paramilitares pintaron vehículos y casas con consignas de las AUC, dando 
plazo de 24 horas a distintas personas para que abandonaran el lugar, después 
de asesinar a dos hermanos (El Informador, 14 de enero de 2002). Después de 
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esta incursión, las calles se veían solitarias y los letreros Se Vende empezaron 
a abundar en los frentes de las casas. El miedo empezó a caminar y esparcirse 
por toda la ciudad, especialmente en los corregimientos de Bonda y Minca, en 
los barrios populares y en sectores concurridos como el mercado. Hasta una 
granada explotó en el comando político del aspirante a la cámara, en aquella 
época, Jorge Caballero Caballero. Pero el clímax de aquellos días de terror fue 
la jornada de cierre de las tiendas y establecimientos comerciales en el 
mercado. Simultánea a la protesta de campesinos en la Troncal del Caribe. Fue 
el 17 de enero del año 2002, de la siguiente manera lo registró un periódico 
local, 
"El comercio no abrió, el servicio de transporte urbano no funcionó, las 
tiendas permanecieron cerradas las 24 horas y el servicio de taxi 
estuvo paralizado en más del 95%. Lo que es peor, ni un policía se vio 
en las calles... Todavía no hay claridad si se trató de un paro o si, por 
el contrario, el comercio y la ciudadanía fue obligada a no laborar. Lo 
cierto es que aún lo que parece perdurar es el miedo. Temor de las 
gentes a caer víctimas inocentes de los enfrentamientos entre dos 
grupos armados al margen de la ley, que desde el pasado mes de 
diciembre se declararon la guerra en una disputa por la supremacía del 
territorio" (El Informador, 18 de enero de 2002: Portada). 
Días después los campesinos decidieron tomarse la Troncal del Caribe, en el 
área de Calabazo a 20 kilómetros de Santa Marta. Al final del mes de enero, 
los campesinos de cerca de 30 veredas llegaron a este sector, provocando uno 
de los desplazamientos masivos de mayor impacto en el país y exigiendo la 
presencia de la Fuerza Pública. Aunque se conformó una comisión 
interinstitucional para verificar la situación de los campesinos, hasta ese 
momento no era considerado por las autoridades civiles y militares de la 
gobernación y el distrito ni por la Red de Solidaridad Social como un 
desplazamiento sino como una "movilización motivada y presionada por la 
organización de Hernán Giraldo para disminuir la presión que las AUC están 
ejerciendo sobre su ejército" (Defensoría del Pueblo, 2002). Por aquel 
62 
entonces, el comandante de la Policía afirmó que al campesinado se le había 
cumplido en sus peticiones, fortaleciendo los puestos de policía en algunos 
sitios y se había redoblado los patrullajes en otras zonas, de igual forma, el 
Ejército estaba haciendo presencia en otros lugares (El Informador, 25 de 
enero de 2002). No es difícil imaginar que el bloqueo continuara, que en la 
ciudad se presentaran asesinatos, entre estos de tenderos y conductores, y 
que la presencia del Ejército y la Policía no fuera tan efectiva como lo afirmaba 
el oficial. 
"La masacre de cinco campesinos en zona rural del departamento del 
Magdalena desató una gigantesca manifestación de labriegos e 
indígenas de la Sierra Nevada de Santa Marta.. .Todo el pueblo 
colombiano sabe que es una pelea territorial por asuntos de narcotráfico, 
denunció Jesús Antonio Zapata, presidente de Aspaz... Nosotros no 
tenemos nada que ver con ese conflicto, lo que queremos es que nos 
manden tropas del Ejército, Policía para que nos solucionen ese 
problema, para poder vivir tranquilos en la región, dijo una campesina 
desplazada" (El Informador, 3 de febrero de 2002: 8 A). 
Ante la presión de la Defensoría del Pueblo para que se reconociera como 
desplazamiento forzado, finalmente el 29 de enero se conformó una comisión 
integrada por la oficina de paz de la gobernación, la Red de Solidaridad Social y 
la Alcaldía de Santa Marta para definir las condiciones y características de la 
situación de los desplazados. Además, este desplazamiento masivo de 
Calabazo fue registrado por los medios de comunicación locales y nacionales y 
durante días fue la noticia que mantuvo el interés nacional. En el siguiente relato 
encontramos este otro elemento de lo sucedido, 
"los medios se volcaron hacia Santa Marta cuando el desplazamiento 
masivo de Calabazo, eso fue cuando todas las veredas del territorio de 
Santa Marta, pues de la Sierra Nevada, del Parque Tayrona se 
desplazaron. Fue un desplazamiento masivo por uno de los combates 
entre grupos armados de autodefensa, no recuerdo la fecha pero creo 
que recuerdas el hecho, ese ha sido el desplazamiento masivo más 
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grande de Colombia, en Colombia no ha habido ningún otro 
desplazamiento con ese número de personas y de familias. Entonces, 
eso por obvias razones fue una noticia de impacto nacional, a eso sí se 
le hizo un seguimiento hasta el momento del retomo, porque esas 
familias retornaron, eh, una gran cantidad, la mayoría, no me atrevo a 
dar un dato pero sí calculo que el 85% de la población de ese 
desplazamiento masivo retomó porque se proporcionaron condiciones 
de seguridad nuevamente en la zona, entonces eso fue una cosa 
extraordinaria pero no fue, cómo te digo, el impacto no fue consecuencia 
de lo que es el día a día, de los desplazamientos individuales, familiares" 
(Entrevista con ex funcionario de la Cruz Roja, 15 de marzo de 2004). 
2.2 Contexto urbano 
En el registro de este periodo violento por parte de la prensa local, no faltaron 
las especulaciones sobre una posible "limpieza social" que se estuviera 
llevando a cabo. Podríamos pensar que uno de los efectos de la violencia es, 
precisamente, la incertidumbre que genera al tratar de comprender sus causas, 
"Ante esta ola de asesinatos en Santa Marta la ciudadanía está bastante 
alarmada y preocupada, pues no se sabe lo que está sucediendo, si se 
trata de alguna operación 'limpieza' o simplemente el cumplimiento de 
unas misteriosas amenazas anunciadas en unos panfletos que han 
venido circulando en diferentes sectores de la ciudad" (Revista Sucesos, 
4 de febrero de 2002). 
Tiempo después, se seguía recordando esta época, siguiendo latente la 
sombra de la "limpieza social". En el siguiente relato encontramos la percepción 
de lo vivido por parte de una sicóloga que participa en el Sistema Nacional de 
Atención a la Población Desplazada, 
"En una época, te voy a decir cuándo, creo que fue el año antepasado, 
ocurría algo súper curioso, te comento, nosotros teníamos un 
componente que se llamaba auxilio de transporte. Eran para personas 
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desplazadas que querían retornar o reubicarse, resulta y pasa que 
nosotros teníamos x cantidad de recursos para eso, todo se acabó en un 
mes, ¿por qué? Yo me acuerdo que aquí hubo un conflicto entre dos 
grupos, sobre todo en el 11 de noviembre, ¿recuerdas?, había personas 
que estaban en el 11 de noviembre, desplazados que venían de 
municipios aledaños al departamento del Magdalena, esas personas 
estaban asentadas en el 11 de noviembre, resulta y pasa que en el 11 
de noviembre había guerra entre dos grupos, no me acuerdo cuáles eran 
los nombres de estos señores, pero ahí había una pelea entre el mismo 
grupo armado pero entre dos bandos. Esas personas de ese barrio 
habían sido desplazadas y otra vez desplazadas del propio Santa Marta, 
eso fue en el año antepasado, en el 2002, impresionante, personas que 
llegaban acá y tenían, por decirte, un año de ser desplazadas de Cerro 
Azul, y estaban pidiendo pasajes acá en el Minuto de Dios para irse a 
otra ciudad porque corrían peligro acá en Santa Marta, entonces eran 
doblemente desplazados, se desplazaron y otra vuelta se desplazaron 
de aquí de Santa Marta, impresionante, te estoy hablando de como 20 
familias, si no fueron más, como 20 ó 30 familias que más o menos 
estuvieron en esa situación. Incluso, nosotros nos hemos enterado por el 
periódico de personas que han sido atendidas por el Minuto y han sido 
acribilladas aquí en Santa Marta, cuando se entera uno y pensamos este 
muchacho venía acá y decidió quedarse acá y lo mataron acá... han 
sido pocos casos pero sí se han presentado" (Entrevista 9 de marzo de 
2004, sicóloga del Minuto de Dios). 
Ahora bien, un claro reflejo del terror vivido fue aquella sombra de limpieza 
social, registrada en la prensa local y que se extendía por breves períodos en 
el año. Así pues, los medios de comunicación de la ciudad dieron cuenta de las 
situaciones de amenaza a causa de panfletos o de listas que empezaron a 
circular por los barrios populares de Santa Marta 
"La aparición de una supuesta lista negra fue denunciada por moradores 
de sectores de la ciudad en la que presuntamente se encuentran los 
nombres de varias personas a las cuales van a matar en lo que se podría 
calificar como una prolongación de una 'limpieza negra' en Santa Marta... 
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En el mes de enero el índice de homicidios con arma de fuego se 
disparó, pues hasta ayer se habían registrado 25 casos, lo que mantiene 
alarmada a la ciudadanía que teme se vuelva a repetir la racha de 
crímenes que se presentó hace 14 meses y durante tres meses" (El 
Informador, 31 de enero de 2003: Sucesos). 
Años después, esa misma "racha de crímenes" volvía a tomarse el territorio 
samario tras el lóbrego semblante de la limpieza social, la absurda obsesión 
por desinfectar la sociedad. La construcción del Otro que es, esta vez, el 
enfermo que en lugar de despertar caridad, provoca repulsión. La lógica 
siniestra de la violencia y el terror, 
"Los moradores de la zona norte de Santa Marta se encuentran 
alarmados por la serie de panfletos que se pegaron en los postes de 
estos barrios, con los cuales se amenaza de muerte a todos los jóvenes 
de conducta dudosa, lo que ha sido catalogado como el comienzo de 
una campaña de 'limpieza social' contra aquellas personas que se 
dedican a robar y a consumir drogas. La proliferación de estos 
comunicados de los cuales se desconoce su procedencia, se ha 
incrementado durante los últimos días en las diferentes zonas de la 
comuna cinco, y se ha llegado a asociar a estos con los asesinatos 
registrados recientemente. El comunicado dice: Ojo drogadictos, jíbaros, 
ratas, jefes de bandas y torcidos, dimos un plazo para que dejaran de 
delinquir, pues ya les llegó la hora, tú eres la enfermedad, nosotros el 
remedio y los vamos a combatir" (Diario del Magdalena, 22 de agosto de 
2005: Judiciales). 
Durante el 2003 las acciones de la policía se encaminaron a la captura de los 
responsables de una época de terror en el que el común denominador fue la 
extorsión bajo el nombre de vacuna. Según la prensa local, en una de las 
operaciones de la policía, se desarticuló "un grupo de armados ilegales que 
venían extorsionando a los conductores de los colectivos, taxis, busetas, 
tenderos, vendedores ambulantes y habitantes de los diferentes barrios de 
Santa Marta" (El Informador, 10 de abril de 2003: 4 A). En esta operación 
llamada Renacer, fueron capturadas 60 personas, las cuales fueron acusadas 
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de concierto para delinquir y extorsión. Las capturas en ese año continuaron en 
distintos puntos del departamento y de la ciudad. En otra operación policíaca 
fueron capturadas cerca de 27 personas, ante las cuales, la prensa local 
registró la siguiente nota 
"La sorpresa para los representantes de los medios de comunicación fue 
tal cuando vieron entre los retenidos a numerosas personas, entre 
ancianos y ancianas, hombres con rostros bastante raídos que se 
asemejaban a campesinos. No obstante, las autoridades dijeron que 
dichas personas, 27 en total, están sindicadas de estar vinculadas a los 
grupos guerrilleros del ELN y las FARC" (El Informador, 11 de junio de 
2003: Sucesos). 
Al leer el fragmento anterior, no es posible evitar sentir una sutil pero punzante 
sospecha de la transparencia de las capturas. Especialmente cuando nos 
preguntamos ¿hubo algún cambio? Hasta el Concejo de Santa Marta se 
pronunció al respecto, afirmando en la proposición número 079 que deploraban 
y rechazaban enérgicamente los actos de violencia, por parte de personas 
extrañas a la ciudad (El Informador, 11 de junio de 2003). Meses después, el 
Consejo seguía rechazando esta situación, exigiendo a las autoridades 
policivas y militares permanentes medidas de seguridad (El Informador, 31 de 
enero de 2004). Resaltemos que la violencia de la ciudad era recurrentemente 
pensada como algo venido de afuera, ajeno a la dinámica de la misma y, 
además, generada por personas foráneas, lo preocupante es que dentro de 
esta percepción se podría incluir también a los desplazados forzados, pues en 
ellos se expresa la dicotomía de ser víctimas y sospechosos al mismo tiempo. 
Esta forma de percibir la violencia pertenece al régimen de verdad de la 
sociedad samaria: el discurso aceptado es que los samarios no son violentos, 
que son otros, los recién llegados del interior del país, principalmente de los 
Santanderes y Antioquia los que han quebrantado la tranquilidad de la que 
gozaban. De la supuesta permisividad de algunos sectores de la sociedad sólo 
se hablaba en los rumores de pasillo. Pero esta verdad está ligada 
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circularmente a los sistemas de poder que la producen y que la mantienen 
(Foucault, 1999a: 55), en tal medida, resulta evidente que estos sectores 
permisivos ejercieran acciones sobre lo que registra la prensa local. 
Ahora bien, pese a las capturas y como era de esperarse, la situación de 
violencia continuó de forma similar, en cuyo espectro está el desplazamiento, 
como lo expresa la siguiente conversación entre habitantes de un barrio 
popular, 
"Pues la falta de seguridad en el Pando, donde era el parqueadero, se 
ha superado con la vigilancia, uno trabaja con la policía comunitaria. La 
misma comunidad se ha ido despertando" 
"Pero un momento, para nadie es un secreto que es por los grupos al 
margen de la ley" 
"Pero... no hay tanta limpieza, porque igual siguen atracando. Ya los 
carros no quieren venir porque todo es María Eugenia, que si mataron a 
un pelao por allá en un cerro, nada, eso fue en María Eugenia, eso sigue 
igual, esa imagen de barrio peligroso" 
"...La limpieza, los desechables, aquí no había eso, ahora se ve con el 
desplazamiento" (Conversatorio, Casa de Justicia, 31 de marzo de 
2005). 
En el lenguaje utilizado se expresa la identificación del desplazado con las 
prácticas de terror, es su condición paradójica: víctima y expresión de violencia 
y terror. Mientras el señor afirmaba que "aquí no había eso, ahora se ve con el 
desplazamiento", las demás personas escuchaban asintiendo con la cabeza. 
Es una forma de percibir la realidad, una jugada de la memoria colectiva que 
oculta recuerdos para hacer parecer lo reciente como algo nuevo, extraño, 
nunca antes visto como si en décadas anteriores la ciudad no hubiera 
afrontado similares situaciones violentas. 
2.3 Experiencias de miedo 
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Durante una jornada integral de la Agenda Sierra Nevada en el 2003, 
organizada por la gobernación del Magdalena y con la participación de 
instituciones públicas y privadas de diversa índole como Prosierra, Comité de 
Cafeteros, ICBF, Corpamag, entre otras, se movilizó un grupo de personas a la 
vereda La Tagua, a cuarenta minutos de Santa Marta. Desde el corregimiento 
de Minca se percibía la diferencia fisonómica de las personas con respecto a 
los habitantes de la ciudad: no había gente costeña, salvo dos agentes que 
vigilaban en el puesto de policía. A diez minutos está la vereda El Campano, 
hasta ahí hay carretera, de allí en adelante se sigue por una trocha. En ese 
momento, El Campano era un pueblo fantasma, las paredes de las casas 
estaban marcadas con la palabra AUC, sus habitantes huyeron a raíz de la 
toma del territorio por parte de los paramilitares de Castaño y a la entrada 
estaban apostados dos hombres vestidos de uniforme militar, portando el 
brazalete de las ACCU (Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá), y 
pensar que a unos pocos kilómetros atrás estaba el puesto de Policía... 
De ahí en adelante, son cerca de treinta minutos de camino en carro, de 
camino angosto, lleno de curvas, tramos de barro y de quebradas. La Tagua 
está a 1260 msnm aproximadamente. A la entrada nos recibe el letrero 
Bienvenidos a La Tagua, al lado una tienda y alrededor varios miembros de las 
ACCU, impecablemente vestidos y armados. La jornada integral que incluía 
talleres de capacitación, consulta médica y odontológica, toma de exámenes, 
vacunación, entre otros, transcurrió sin mayores contratiempos, pero en el 
fondo, sentíamos el peso de las miradas y de la vigilancia constante de los 
paramilitares. Sentimos la sorpresa de verlos tan cerca, a unos cuantos 
kilómetros de la ciudad, dentro de nuestro propio territorio. Pero la sorpresa no 
nacía del desconocimiento de su presencia en la ciudad sino del impacto de ver 
un ejército, su autoridad tan efectivamente impuesta por la temeridad de las 
armas. 
El miedo que sentimos los participantes de la jornada no fue muy notorio, pero 
se evidenció en el afán de terminar pronto. Algunos carros empezaron a salir 
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cerca del mediodía. A las dos de la tarde ya no había nadie pese a que una 
larga fila de personas continuaba esperando que el odontólogo los atendiera. 
Lo cual nos demuestra que el miedo es más que un estado fisiológico, es 
también un estado social, por lo que a través del miedo, puede aumentar la 
conciencia de nosotros mismos así como la fragmentación de la misma y la 
pérdida del yo al conformarse con la autoridad (Taussig, 2002). Lo curioso de 
esta situación es que la gobernación promovió una jornada integral para hacer 
presente el Estado a través del asistencialismo, por ejemplo, con la 
movilización de un cuerpo médico, pero dicha presencia estuvo mediada por la 
presencia efectiva y permanente de los paramilitares. 
Así las cosas, la realidad nos ha demostrado que es fácil desterrar personas a 
través del miedo, el cual es una sombra que los sigue acompañando al sitio 
donde llegan y cuyo contorno empieza a desdibujarse o a afirmarse de acuerdo 
a las manifestaciones de ese nuevo espacio que, generalmente, se presenta 
como un lugar extraño y hostil. Pero no es sólo el miedo que los acompaña, es 
también el miedo que se respira en Santa Marta, ciudad que ha atravesado por 
épocas de conflicto expreso como lo vivido a principios del año 2002 y otras de 
conflicto latente, en ambos tipos, los desplazados se han enfrentado a 
expresiones de miedo. En palabras de una sicóloga que ha trabajado con 
población desplazada: el miedo "continúa aunque hay mayor porcentaje de 
personas que se sienten tranquilos aquí, hay más cantidad de personas que se 
sienten mejor pero saben que todavía corren peligro acá" (entrevista 9 de 
marzo de 2004). Esto se explica en cuanto existe la necesidad de controlar 
poblaciones enteras a través de la elaboración cultural del miedo (Taussig, 
2002: 30), pues el victimario necesita a la víctima para construir ese discurso 
que abate y obliga. 
Algunos siguen corriendo peligro porque sus nombres aparecen en una lista o 
porque pueden ser reconocidos, pues pese a que la mayoría de las veces son 
los paramilitares quienes los han expulsado, llegan a esta ciudad que, 
precisamente, tiene una fuerte presencia paramilitar, 
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"porque ellos tienen un listado, los grupos armados tienen un listado y 
ellos también vienen a la ciudad, entonces los ven acá en la propia 
ciudad. La ciudad de Santa Marta está también invadida de 
paramilitares, entonces ellos se sienten más tranquilos acá porque 
hicieron lo que les dijeron que hiciera: se fueron del pueblo. Pero 
igualmente ellos..., hay unos que corren menos peligro acá pero hay 
otros que sí corren peligro todavía" (entrevista 9 de marzo de 2004). 
El nombre resulta ser el rótulo que pone en riesgo la propia vida, así como la 
categoría de desplazado es el rótulo que crea distancia y provoca temor. No 
obstante, de acuerdo con las entrevistas realizadas, no es una situación 
recurrente las amenazas dentro de la ciudad o la expulsión de la misma, dado 
que se considera que el número de casos es reducido, 
"Hubo uno o dos casos aislados de personas que después de estar en 
Santa Marta recibieron algún tipo de amenazas y eso corresponde a 
casos de familias reubicadas pero, generalmente, Santa Marta tiene un 
gran número de desplazados por eso, porque hay unos niveles básicos 
de seguridad en ese momento" (Entrevista con ex funcionario de la Cruz 
Roja, 15 de marzo de 2004). 
Ahora bien, el conflicto histórico que vive el país ha construido un ambiente de 
incertidumbre, cualquier cosa puede pasar cuando las expresiones de violencia 
y de terror se conjugan para ejercer un poder. Por lo tanto, hay casos de 
personas que han vivido situaciones de violencia y de miedo sin que se 
conviertan en desplazados forzados. Por ejemplo, en el siguiente relato 
encontraremos esta ambigüedad del conflicto. 
"Nosotros ya le dijimos a mi papá que no suba. Porque yo le dije y Elena 
también le dijo que si subía era bajo su responsabilidad porque si algo le 
llega a pasar yo no voy a subir a ver qué le pasó. Es que eso por allá 
está muy feo. Es que mi papá prácticamente es un desplazado, toda la 
familia sería desplazada, nosotros porque vivimos en Santa Marta, pero 
71 
perfectamente podríamos estar viviendo en la finca si no fuera porque 
hace años mi papá compró casa en Santa Marta por lo de la educación 
de los hijos. Mi papá compró esa finca en 1954, o sea que tiene 48, no, 
49 años con esa finca, la compró como a 1500 pesos. Ahora la situación 
está muy dura. En este año los muchachos no van a subir a recoger la 
cosecha de café..." (Conversación entre el hijo de un dueño de finca en 
San Pedro de la Sierra y su esposa, 20 de abril de 2003). 
En el diálogo presentado a continuación encontramos dos elementos 
importantes: por un lado, la percepción de una mujer que se ha desplazado con 
sus hijos desde el Cauca sobre los habitantes de la ciudad y, por el otro, la 
solidaridad y el apoyo que le brindan otros desplazados que tienen más 
conocimiento o experiencia en el proceso de atención de la Red y que, en este 
caso, le sirven de guía. 
"- ¿Usted está esperando a la doctora?", le preguntaron 
- "Sí, vea es que yo llegué el sábado, estoy durmiendo en la calle con 
mis niños y hasta hoy viernes no me han dado nada" (se tomaba la 
cabeza con las manos en señal de desesperación) 
"¿Y de dónde viene?", le volvieron a preguntar 
"De Tumbá, Cauca" 
"¿Y por qué se vino de tan lejos?", preguntó esta vez el señor 
"Vea, a uno cuando le dicen que salga, uno tiene que huir a donde 
sea... Es que por acá la gente no considera, la gente cree que uno es un 
mentiroso. Yo llegué desde el sábado con mis seis niños y mi marido. Se 
nos acabó la plata para pagar el hotel donde nos estábamos quedando y 
ese mismo día nos echaron para la calle y aquí en la Red nos tienen de 
un lado para el otro... Vea, yo fui al mercado y le pedí a un señor que 
me regalara algo, ¿qué me dijo?, con el perdón de ustedes pero se los 
voy a decir: Sí claro, si me la chupas... No, es que fa gente por aquí no 
sabe por lo que uno está pasando, creen que uno es un mentiroso..." 
El señor intervino: - "Mire, yo le voy a dar el nombre de una persona, 
váyase para Fundebán, ellos también atienden a desplazados (le dieron 
un papel para escribir y escribió: Fundebán, F... Z...) Eso queda 
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diagonal a la gobernación, pregunte por ahí dónde queda Fundebán que 
por ahí le dicen." 
Es importante destacar en este diálogo que los desplazados se han convertido 
en los contenedores de expresiones de violencia y de terror, como si esas 
mismas expresiones no pulularan por el territorio nacional, no sacudieran los 
aspectos vitales de la sociedad samaria y como si resultaran desconocidas en 
una historia aparentemente llena de tranquilidad. Una semana sin recibir la 
ayuda estatal y con el peso de la desconfianza a sus espaldas no es una 
situación excepcional. Es, en realidad, parte de una "normalidad" en el contexto 
del desplazamiento. Además, en las prácticas de terror que han sido descritas, 
el desplazamiento forzado emerge como un elemento, tal vez, característico de 
una violencia predominantemente rural pero la otra cara de la moneda es la 
acción efectiva de prácticas en el espacio urbano. En esa medida, la huida 
como estrategia de defensa o como acatamiento de una orden resulta no ser 
garantía de nada, pues en ese nuevo escenario hostil y extraño, el terror 
continúa, quizás matizado, quizás sutil, pero ahí sigue, condicionando el estilo 
de vida de los habitantes de la ciudad. 
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.-:TULO 3 
DISCURSO DE PODER 
"Lo mortificaba casi hasta la desesperación esa curiosa 
tendencia que tienen los hechos y las ideas a volverse 
meras palabras que no tardan en adquirir una vida propia 
y se echan a volar solas y por su propia cuenta, 
desfiguradas, desconocidas, irónicas, versátiles" 
(Caballero, 1993:161). 
En el presente capítulo haremos una lectura del desplazamiento forzado, 
explorando aquellos elementos que condicionan el discurso, constituyéndose 
en las marcas singulares del entramado de las relaciones, efectos y 
dispositivos de poder que intervienen en el desplazamiento. Estos cuatro 
elementos son: 1) la emergencia del sujeto desplazado, jurídicamente 
hablando, según la ley 387 de 1997 y el decreto 2569 de 2000, 2) los 
desplazados y la población vulnerable como objetos de la política social del 
distrito, 3) la nominación y el asistencialismo de la Red de Solidaridad Social, y 
4) las ONG y Organizaciones de base de la población desplazada. 
3.1 Emeraencia del sujeto desplazado. Ley 387 de 1997 y decreto 2569 de 
2000 
Toda formación discursiva tiene unas condiciones de existencia. Dentro de 
dichas condiciones están las superficies primeras de emergencia, según 
Foucault son las que nos permiten "mostrar dónde pueden surgir, para poder 
después ser designadas y analizadas" (2001a: 66). En nuestro caso, debemos 
preguntarnos ¿cuándo surge el desplazado forzado?, ¿en qué momento se 
vuelve el blanco de las políticas del Estado, de la preocupación nacional? Tal 
vez, resulte un tanto arriesgado pretender dar una fecha exacta, por lo que 
consideraremos no un lapso sino un hecho: la publicación de la ley 387 de 
1997 y el decreto 2569 de 2000. 
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En la década de los noventa, el Estado empezó a tomar medidas para la 
atención de la población desplazada. Desde 1993 con la ley 104 "por la cual se 
consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia 
de la justicia y se dictan otras disposiciones", la población desplazada había 
empezado a ser beneficiaria indirectamente de ciertas medidas que 
contemplaban instrumentos para la protección de las víctimas de los atentados 
terroristas y las tomas guerrilleras. El Programa Nacional de Atención Integral 
a la Población Desplazada por la Violencia fue el primer intento coherente de 
dar respuesta a esta situación, definido en el documento Conpes 2804 del 13 
de septiembre de 1995. En teoría, el documento estaba "dirigido a neutralizar 
las dinámicas de violencia y mitigar sus efectos sobre la integridad personal de 
los desplazados" (Castro, 2000:203), la estrategia expuesta era hacia el retorno 
voluntario o el reasentamiento, facilitando condiciones para la reincorporación 
social y económica de dichas personas, de igual manera, se promovía el 
desarrollo integral de las zonas expulsoras y receptoras de población 
desplazada. 
El documento Conpes 2924 de 1997, fue el segundo documento en esta 
dirección y por el cual se creó el Sistema Nacional de Atención Integral a la 
Población Desplazada por la Violencia. Luego, sobrevino la Ley 387 de 1997 
con la que se definió el marco jurídico para la atención a esta población. Hasta 
ese momento, el principal obstáculo para la atención oportuna del 
desplazamiento era el desconocimiento de la dimensión de este fenómeno, por 
lo que durante los ochenta y principios de los noventa no existían políticas 
gubernamentales y estatales al respecto, lo que generaba una escasez de 
recursos y la imprecisión de estadísticas de la población desplazada. Pero con 
esta serie de documentos y, finalmente, con la Ley 387 de 1997, el 
desplazamiento forzado adquirió una relevancia significativa, dimensionando 
sus consecuencias en la conformación territorial del país, el espacio urbano, la 
ruptura del tejido social, entre otros elementos. Pero pese a que esta ley se 
constituyó en el estatuto general del Sistema Nacional de Atención a la 
población desplazada por la violencia, las protestas y continuas quejas de los 
75 
desplazados a lo largo de los casi nueve años de vigencia demuestran que no 
ha cumplido a cabalidad con su función. 
De tal forma, las acciones institucionales no surtieron los efectos esperados, 
haciéndose evidente una alta dispersión de competencias, en cuanto 19 
entidades públicas estaban involucradas en el Sistema de Atención, cada una 
gestionaba los recursos independientemente, no había un sistema de 
seguimiento y no estaban al tanto de la labor de las organizaciones no 
gubernamentales y las agencias internacionales. Por su parte, el sistema oficial 
de registro también presentaba inconvenientes y los sigue presentado, a saber, 
"en primer lugar, que sólo incluía a una parte de la población desplazada 
y en concreto sólo a las personas que se habían registrado y a las cuales 
el Estado les había prestado alguna atención. En segundo lugar, que los 
mecanismos de monitoreo y seguimiento resultaban débiles para 
registrar y actualizar a la población que retorna a sus lugares de origen o 
la que se reubica, y por tanto para descontarla de la estimación global" 
(Castro, 2000:204). 
En esa medida, el documento Conpes 3057 de 1999 significó un intento por 
reorganizar la estructura institucional así como el esquema de ejecución de la 
política, buscando superar el enfoque asistencialista y de emergencia. En ese 
mismo año, el gobierno aprobó un Plan de Acción, cuyos componentes eran: 
1. Prevención: seguridad, fortalecimiento local en municipios expulsores y 
receptores, promoción de la paz cotidiana y la seguridad, 
comunicaciones para la prevención 
2 Atención humanitaria: servicios de emergencia (edad, género, 
discapacidad. grupos étnicos), salud de emergencia, educación de 
emergencia 
Retorno, reubicación y estabilización socioeconómica: acceso a tierras, 
vivienda rural y urbana, estabilización socioeconómica 
Protección: condiciones de seguridad en el asentamiento temporal, 
garantizar la no ocurrencia del hecho y la búsqueda de condiciones de 
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seguridad para el retorno, vinculación de los líderes de las comunidades 
desplazadas a los programas de protección de los derechos humanos. 
Dentro de las acciones complementarias a este Plan de Acción estaba el 
fortalecimiento del marco institucional y de los sistemas de información que 
permitieran la estimación global del desplazamiento, el registro, el sistema de 
alertas tempranas y el seguimiento y evaluación de gestión. 
Ahora bien, la ONG CODHES (Consultoría para los Derechos Humanos y 
Desplazamiento Forzado) lleva casi dos décadas publicando anualmente el 
aumento en las cifras de personas desplazadas. No obstante, el Estado 
comenzó a registrar a esta población desde mediados de los noventa. En 1994 
se crea la Red de Solidaridad Social y en 1995 se dan los primeros pasos para 
establecer un cuerpo normativo que le hiciera frente al aumento de los 
desplazamientos. Así que en este año se "registraron tres proyectos de ley: el 
Proyecto de ley 016/95, el Proyecto de Ley 033/95 y el Proyecto de Ley 066/95" 
(Calle, 1999: 63). También para la fecha entró en funcionamiento el Registro 
Nacional de Población Desplazada, conocido actualmente como el Registro 
Único de Población Desplazada o Sistema Único de Registro (Guía de 
Atención..., Información Estadística, 2001: 21). Pero hasta este punto, los 
desplazados no tenían un rostro definido, ni eran protagonistas en los medios 
de comunicación, digamos que las cifras no lograban representarlos a 
cabalidad, pues eran algo así como testigos silenciosos de una guerra 
inacabada. 
En 1997 el gobierno solicita la intervención del ACNUR, cuando se promulga la 
ley 387, "por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento 
forzado; la atención, protección, consolidación y estabilización socioeconómica 
de los desplazados internos por la violencia en la República de Colombia". Esta 
ley permitió la existencia del desplazado no sólo en el plano jurídico sino 
institucional. No olvidemos que aunque eran comunes las migraciones internas 
mucho antes de esta fecha, no se hacía distinción por las causas y, al igual que 
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hoy, la gente se desplazaba no sólo por la violencia sino por la pobreza, la falta 
de empleo, entre otros factores. Años después, aparece el decreto 2569 de 
2000, "por el cual se reglamenta parcialmente la ley 387/97 y se dictan otras 
disposiciones", en razón de la necesidad de reglamentar dicha ley, de evitar la 
dispersión institucional y de especificar las funciones de la Red de Solidaridad 
Social, la cual se convierte en la coordinadora del sistema integral de atención 
para la población desplazada. 
Con la ley 387/97 y, luego, con el decreto 2569 de2000, surge la población 
desplazada como si fuera una masa uniforme y, con ella, se establece una 
identidad. La ley los define, los agrupa, los identifica: 
"Es desplazado toda persona que se ha visto forzada a migrar dentro del 
territorio nacional abandonando su localidad de residencia o actividades 
económicas habituales, porque su vida, su integridad física, su seguridad 
o libertad personales han sido vulneradas o se encuentran directamente 
amenazadas, con ocasión de las siguientes situaciones: conflicto armado 
interno, disturbios y tensiones interiores, violencia generalizada, 
violaciones masivas de los derechos humanos, infracciones al derecho 
internacional humanitario u otras circunstancias emanadas de las 
situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el 
orden público" (Ley 387 de 1997, Decreto 2569 de 2000, Valencia, 
2001: 321). 
Pero, pese a su heterogeneidad, se trata de un esencialismo que no sólo los 
homogeniza sino que, además, le otorga a los mismos desplazados las 
herramientas para obtener una serie de recursos en aras de esta identidad que 
resulta ser más instrumental que cultural o social, es decir, pese a que el 
desplazamiento forzado es caracterizado por elementos como la violencia, la 
marginación y el exilio y la frustración de proyectos de vida, en la ciudad 
receptora deben enfrentarse y moverse dentro de un campo institucional que 
los normaliza y asiste temporalmente sin que se presenten eficaces prácticas 
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estatales que enfrenten el bloqueo de la libertad de las personas desplazadas o 
de las poblaciones en riesgo de serio. 
En la definición del desplazado encontramos un conjunto de conceptos 
articuladores que han sido desglosados en el texto "Principios rectores de la ley 
sobre el tratamiento de los desplazados en Colombia" (Calle, 1999: 67), de los 
cuales extraeremos los apartes más relevantes. En primer lugar, el verse 
forzado lo cual implica algún tipo de coacción física o mental y la supresión de 
la voluntad de las personas afectadas. Luego, está la migración, condición 
misma del desplazamiento, de hecho, tener que migrar es la reacción que los 
convierte en desplazados según la ley. Pero dicha migración debe hacerse 
dentro del territorio nacional, es decir, el desplazamiento se circunscribe 
geográficamente, diferenciándose de los refugiados quienes han tenido que 
salir del país de origen. Otro elemento es el abandono de la localidad de 
residencia (diferente al lugar de origen o nacimiento) o de las actividades 
económicas, el primero acarrea la ruptura familiar y social, el segundo 
representa la ruptura con el entorno físico, algo así como trastocar las 
relaciones de subsistencia. Después, tenemos la vulneración o la amenaza 
directa, ambos conceptos se complementan en razón de que los desplazados 
son víctimas de violaciones tanto consumadas como potenciales de los 
derechos tutelados. Finalmente, tenemos los derechos tutelados como la vida, 
la integridad física, la seguridad o la libertad personal. Derechos que están 
consagrados en la Constitución Política nacional y en los instrumentos 
internacionales en materia de derechos humanos. Claro está, no son los únicos 
derechos protegidos por el concepto de desplazado forzado, como lo afirma el 
autor, 
"bajo la perspectiva del desarrollo del conflicto colombiano, habría que 
analizar los hechos que parecieran no amenazar directamente los 
derechos tutelados por el Art. 1 para darles a las personas el derecho a 
protegerse por medio del desplazamiento, porque las amenazas 
inicialmente hechas contra la posesión de la tierra se pueden trastocar en 
ataques a la vida o integridad personal" (Calle, 1999: 70). 
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Hasta este punto hemos explorado los conceptos que constituyen como tal la 
definición de desplazado forzado, es decir, responden a la pregunta ¿quién es 
el desplazado? En la segunda parte de la definición, la ley es clara en 
determinar las situaciones en las que se encuadran las amenazas y las 
violaciones de los derechos, dejando por fuera los desplazamientos 
provocados por desastres naturales. Así pues, la definición también responde a 
otra pregunta, ¿por qué se convierte en desplazado?, ofreciendo una lista de 
escenarios: conflicto armado interno, disturbios y tensiones interiores, violencia 
generalizada, violaciones masivas de los derechos humanos, infracciones al 
derecho internacional humanitario u otras circunstancias emanadas de las 
situaciones anteriores que puedan alterar o alteren drásticamente el orden 
público. 
Tenemos entonces que el desplazado empieza a escribirse o, más bien, a 
inscribirse en el tiempo y en el espacio. La ley le ha dado un cuerpo, lo ha 
condicionado, delimitando sus posibilidades pero, también, expandiendo sus 
límites. Con los principios rectores de los desplazamientos internos, el 
desplazado ha dejado de ser un sujeto local, aislado, ubicándose en un espacio 
transnacional, no sólo le incumbe al Estado sino a la comunidad internacional a 
través de sus múltiples organizaciones que pretenden solventar su situación, 
ayudar en su protección, asistirlos humanitariamente. En esa medida, es muy 
relevante que al preguntarle a un desplazado sobre qué significa para él ser 
desplazado, nos responda citando la ley: 
"A ver, la ley 387 habla que el desplazado es aquella persona que sale 
por conflictos internos del país, que son amenazados directamente por 
los grupos armados que están ahora mismo peleándose su territorio, 
esas son las personas verdaderamente desplazadas, que se ven en la 
obligación de salir de su sitio de origen. Aquella persona que se viene de 
un lugar a otro, por familia, porque peleó con su esposa, porque peleó 
con su amigo, porque peleó con el vecino, eso no le cubre como ni está 
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en la figura del desplazado... Según la ley 387" (Entrevista con un líder 
comunitario y desplazado, 16 de abril de 2004). 
Ahora bien, es importante tener en cuenta que pese a las disposiciones de la 
ley, son múltiples las sentencias que demuestran que la respuesta estatal ha 
sido insuficiente para satisfacer "los parámetros constitucionales y legales que 
el mismo Estado se ha impuesto, y aquellos con los que se comprometió con la 
comunidad internacional mediante los tratados ratificados por Colombia" 
(Balance..., 2004). Pero la ley, además de ser apropiada por los desplazados, 
es utilizada como la norma que resume la situación, la que da explicaciones, el 
texto que contiene y define los actos a seguir, como lo recuerdan las siguientes 
palabras de un funcionario distrital: 
"Las principales causas del desplazamiento son la violencia, las 
amenazas, yo por eso te dije que leyeras la ley 387, ahí aparece todo, 
mira este librito [Abre un cajón del escritorio y extrae la ley en forma de 
folleto, con la mano derecha la sostiene en alto y mueve el brazo hacia 
delante y hacia atrás]. Aquí encuentras todo lo que buscas sobre el 
desplazamiento forzado. Claro que a esas causas también se le suman 
la vulnerabilidad y la pobreza absoluta... Los que tienen la potestad de 
saber o decir quién es desplazado y quién no lo es, es la Red, pero uno 
alcanza a distinguir. El desplazado tiene una actitud sumisa, es noble, 
uno le dice siéntese ahí y ahí se sienta, hay quienes vienen diciendo ¡es 
que la ley dice tal cosa!, ¡yo tengo derecho si no, los demando!, ya uno 
sabe que esa persona no es desplazada" (Entrevista con funcionario de 
la secretaría de desarrollo distrital, 9 de marzo de 2004). 
El texto manifiesta varios puntos interesantes. Para el funcionario, en la ley 
encuentra todo sobre el desplazamiento forzado, como si a partir de ella se 
hubiera inventado, como si antes de 1997 no existiera, como si para conocer la 
situación del desplazado bastara leer la ley. Además, este mismo individuo 
atribuye al desplazado dos cualidades innatas: la sumisión y la obediencia. 
Cualidades que esconden en realidad el imaginario de que son campesinos, 
vienen de áreas rurales y, por lo tanto, son ignorantes, desconocen la ciudad y 
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sus prácticas. De ahí que quien conoce la ley es tenido precisamente como un 
farsante porque se opone al desplazado ignorante, aquel que desconoce que 
sobre él existe una norma que lo protege. Pero realmente la actitud sumisa es 
el extrañamiento ante un escenario desconocido, ante personas indiferentes y 
algunas veces hostiles. 
Así las cosas, en el desplazamiento forzado confluyen diversas relaciones de 
poder. No sólo por el hecho de que se produzca dentro de un sistema en el que 
la apropiación de riquezas, de bienes y de tierras llevan a una profunda 
diferenciación de estatus: campesinos y terratenientes, ricos y pobres, 
generándose un sujeto informe, despojado de sus posesiones, desarraigado, 
pero con "privilegios institucionales" que lo ubican, aparentemente, por encima 
de los habitantes pobres de la ciudad. O porque los grupos armados ilegales, 
entre sus objetivos, recurren al desplazamiento de personas como una 
estrategia para obtener el control territorial de zonas de interés militar o 
económico. O porque los desplazados son la consecuencia de una forma de 
ejercer el poder, "ya sea por la amenaza de las armas, por los efectos de la 
palabra, por medio de disparidades económicas, a través de medios más o 
menos complejos de control, por los sistemas de vigilancia..." (Foucault, 2001b: 
256). Sino también porque al volverse el desplazamiento forzado el objeto de la 
ley 387 que busca la prevención, protección, consolidación y estabilización 
socioeconómica del desplazado, aparece una forma de institucionalización. Se 
trata del sujeto desplazado que no sólo ha sido sometido por las amenazas y 
violaciones de las guerrillas o de los paramilitares, sino por la ley que lo 
inscribe en un cuerpo normativo, construyendo un discurso institucional con 
prácticas de asistencialisnno. 
En esa medida, resulta importante considerar la ley (llámese 387 de 1997 o el 
decreto 2569 de 2000) como una superficie, aunque tal vez no sea la única, en 
la que emerge un sujeto: los desplazados. Hasta la década de los noventa, si 
bien existían organizaciones o instituciones como la Conferencia Episcopal 
Colombiana o la Cruz Roja colombiana, entre otras, que venían atendiendo el 
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desplazamiento en el país (Calle, 1999: 64) es a través de la ley que la 
situación vivida por miles de personas adquieren un relieve preponderante en 
la realidad nacional, pues da las herramientas para exigir una respuesta estatal 
o para apuntalar las críticas en torno al proceso de atención a esta población. 
No significa esto que las acciones de las instituciones y ONG antes de esta 
década no signifiquen nada dentro de la institucionalización del sujeto, por el 
contrario, abonaron un camino que fue consolidado por el registro jurídico. En 
ese orden de ideas, tal como podemos leer la ley, no estamos ante un mero 
discurso sino ante una práctica discursiva, cuyas reglas no definen "la 
existencia muda de una realidad, no el uso canónico de un vocabulario sino el 
régimen de los objetos" (Foucault, 2001a: 81). 
3.2 Los desplazados y la población vulnerable: objetos de la política 
social del distrito 
La pobreza, entendida comúnmente en términos de carencia económica, ha 
sido considerada un grave problema social. Es así que se convierte en el 
blanco de las políticas públicas lo cual transforma a los pobres en asistidos. 
Esta condición entraña una serie de mecanismos de control, pues "los pobres 
aparecieron cada vez más como un problema social que requería nuevas 
formas de intervención en la sociedad" (Escobar, 1998: 53). En Colombia, 
desde hace varios gobiernos se viene ejecutando una política asistencialista 
para los más pobres. El Banco Mundial en un Informe sobre pobreza en 
Colombia y su evaluación de la Red de apoyo social concluye que el gobierno 
colombiano debe "hacer reformas para mejorar la focalización, 
presupuestación, seguimiento y evaluación de los programas de asistencia 
social" (citado en Gaviria, 2002). Esto implica dos aspectos: el primero es que 
entre la creciente población de pobres, las ayudas o subsidios se concentran 
en aquellas personas más pobres entre los pobres. Lo segundo es que una vez 
más los planes y proyectos oficiales dependen de las opiniones y consejos de 
los monopolios y los organismos multilaterales internacionales. 
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Por lo tanto, podemos tomar la pobreza como el hilo conductor de un complejo 
espectro de relaciones: pobreza, vulnerabilidad, exclusión social y 
desplazamiento forzado, todos vistos por el ojo inquisidor del Estado, del 
distrito, de la institucionalidad. En este sentido, el artículo 3 de la ley 387/97 
deja claro la responsabilidad del Estado en la formulación de políticas y la 
adopción de medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la 
atención, protección y consolidación y estabilización socioeconómica. Así pues, 
la política pública se convierte en un instrumento para que el Estado cumpla 
con la obligación contemplada en la ley y subsane en parte su incapacidad 
para proteger a todos los habitantes del territorio nacional. 
Ahora bien, el desplazamiento ha estado ligado "forzosamente" a la pobreza, 
aunque el ACNUR ha afirmado que "la tendencia a incluir a la población 
internamente desplazada dentro de la categoría general de población pobre y 
vulnerable, desconoce el contenido de los derechos y de las necesidades de 
esta población y afecta su derecho a la igualdad" (Balance..., 2004: 25). Así 
pese a esta objeción, el escenario nacional resulta muy diferente pues los 
desplazados no sólo son considerados pobres y vulnerables por antonomasia 
sino que se han convertido en la representación de la vulnerabilidad y la 
pobreza. De tal forma, pensar en los efectos del desplazamiento es también 
pensar en cómo se concibe la pobreza. Al respecto encontramos distintas 
miradas. Por un lado, quienes afirman que se trata de un problema de 
carencias, "en sentido estricto, no se habla de pobreza sino de personas 
pobres, en la medida en que se concibe el problema como un fenómeno 
individual" (Pérez, 2004: 17). Esto conlleva la creación de políticas públicas 
diseñadas para atacar las necesidades que tienen las personas pobres, por lo 
que se terminan configurando redes de beneficencia y asistencialismo. Pero la 
pobreza también puede ser definida desde una concepción progresista. En 
términos de Sen, ésta consiste en "la ausencia de capacidades, o la existencia 
de barreras para desempeñarlas en ejercicio pleno de los derechos y las 
libertades individuales y colectivas" (Pérez, 2004: 18). Así las cosas, la 
importancia de los bienes no radicaría en la satisfacción de necesidades sino 
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en las posibilidades que ofrezcan a las personas, contrario a las políticas 
estatales que intentan mitigar temporalmente las carencias sin potenciar 
fundamentalmente las capacidades. 
Dentro de ese campo denominado pobreza, encontramos otro concepto que ha 
sido utilizado frecuentemente como sinónimo de ésta. Se trata de la 
vulnerabilidad, de la cual no existe un acuerdo concreto en el ámbito estatal o 
académico sobre su definición. Sin embargo, la población vulnerable se ha 
convertido en un concepto común en los documentos oficiales Una tentativa 
de definición es la siguiente, 
"En términos generales, vulnerabilidad puede ser entendida como una 
situación que, sin ser elegida por los individuos, limita el acceso de estos 
a las garantías mínimas necesarias para realizar plenamente sus 
derechos sociales, políticos, económicos y culturales. En otros términos, 
se considera que una persona se encuentra en condiciones de 
vulnerabilidad cuando existen barreras sociales, políticas, económicas y 
culturales que impiden que, por sus propios medios, esté en capacidad 
de agenciar (realizar) las condiciones para su propio desarrollo y el de las 
personas que dependen económicamente de ella" (Pérez, 2004: 21). 
En esta medida, los desplazados forzados se convierten en algo así como los 
representantes de la "población vulnerable", pues no sólo sus derechos a la 
vida, la integridad física, la seguridad o la libertad personal han sido vulnerados 
sino que, además, en los lugares donde se asientan deben enfrentarse a 
difíciles condiciones de vida, viendo limitadas las posibilidades de realización 
personal. Así esta categoría está siendo utilizada en el lenguaje estatal y, 
particularmente, en el distrital. La definición anterior guarda algunas similitudes 
con la definición desarrollada por la alcaldía de Santa Marta en el Documento 
Marco de la Política Pública Social, 
"La vulnerabilidad se concibe como una condición de riesgo y privación 
que coloca a un individuo, un grupo familiar y una comunidad en 
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situación de no poder ejercer directamente las capacidades que le 
garanticen la satisfacción de sus necesidades fundamentales y las 
competencias que le permitan disfrutar de los derechos sociales a cargo 
del Estado" (2004: 6). 
Situación o condición de riesgo, lo cierto es que la vulnerabilidad nos lleva a 
considerar dos hechos: por un lado, la exposición a una serie de riesgos o 
barreras de tipo económico, político, social o cultural. Por otro lado, la falta de 
condiciones que favorezcan las capacidades de los individuos en su realización 
personal. De tal forma, podría pensarse que la vulnerabilidad se refiere 
exclusivamente a la pobreza; no obstante, la relación es más compleja, pues 
no toda persona vulnerable es pobre, aunque sí se puede afirmar que toda 
persona pobre es vulnerable. ¿En qué consiste entonces esta relación? 
En primera instancia, partimos del hecho de que ser pobre y ser vulnerable no 
son condiciones iguales. Por lo tanto, las personas más vulnerables no son 
necesariamente las más pobres. La vulnerabilidad nos permite considerar la 
pobreza más allá de la carencia económica, utilizando "indicadores más 
amplios, en la medida en que incorpora el contexto inmediato, físico y social" 
(Pérez, 2004: 22). En ese orden, hablamos de una situación ajena al individuo 
que deteriora las condiciones económicas, sociales, entre otras, para construir 
su proyecto de vida. En esa medida, los desplazados no son vulnerables 
porque sean pobres o campesinos sino porque han sido despojados de su 
territorio y sus posesiones o porque se han roto las redes que componían su 
tejido social: los vecinos, las asociaciones a las que pertenecían o las redes de 
parentesco. No obstante, es la pobreza una de las características que más se 
le atribuyen a los desplazados, configurando su imaginario en el resto de la 
sociedad. Así pues, este discurso también categoriza al individuo en términos 
sociales, atándolo a una identidad e imponiéndole "una ley de verdad sobre sí 
que está obligado a reconocer y que otros deben reconocer en él" (Foucault, 
2001:245). Por ejemplo, el siguiente relato nos muestra algunas de las 
percepciones sobre el desplazado 
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"Yo conocí el caso de un señor y su familia. Yo notaba que los estaban 
ayudando bastante: le metieron los niños al colegio, les dieron uniformes, 
hasta un lote les dieron pero cuando llegó la ayuda sicológica 
desaparecieron. El señor trabajaba, vendía pescado, yo misma vi que un 
señor de una iglesia dejó conmigo cincuenta mil pesos para que 
empezara a trabajar. 
Nosotros también lo ayudamos con una compra. Tenían muchos niños y 
la señora estaba enferma. Ellos entraron al programa Plan Padrino de 
Estados Unidos, me dijeron que entraron por una recomendación o algo 
así. El cuento fue que cuando vinieron a reubicarlos porque estaban bien 
arriba en el cerro y eso era un peligro para esos niños. La doctora vino a 
ver dónde iban a comprar el terreno, pero ya no estaban, 
desaparecieron. Ese programa se lo llevaron de San Pablo, ahora creo 
que está en Gaira. Habían dicho que dizque los habían amenazado, pero 
los vecinos los ayudaron bastante, yo digo que eso es mentira. Es que a 
los desplazados les gusta estar así: que le den, que le den. No buscan la 
forma de cómo trabajar. El padre lo dice: la gente entiende mal el 
mensaje, hay gente que espera ir a la Iglesia a buscar el mercado" 
(Entrevista con mujeres de San Pablo, 28 de mayo de 2005). 
En el documento Marco de la Política Pública del distrito, se identifican seis 
tipos de riesgos que llevan a la vulnerabilidad: el socioeconómico, el psico-
afectivo, el nutricional, el moral, el cultural y el natural. Al afirmar que la 
vulnerabilidad puede ser actual o potencial, se afirma también que todos 
podemos ser vulnerables. Esta especie de sentencia orienta el documento. En 
lo que respecta al desplazamiento forzado, parece ser una preocupación 
recurrente, pues de los 213 barrios de la ciudad, casi la mitad no están 
legalizados y su antigüedad data de diez años atrás, coincidiendo parcialmente 
con el incremento del conflicto armado en todo el país, principalmente, en la 
Sierra Nevada y otras zonas del departamento del Magdalena. El documento 
sostiene que 
"Según la Red de Solidaridad Social, Santa Marta ha recibido en menos 
de 10 años cerca de 50.214 desplazados. Esta proliferación de migrantes 
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no preparados para enfrentar la ciudad y la pérdida de dinámica de la 
economía samaria explican el desbordamiento de la pobreza, evidente 
en el aumento de la informalidad, la mendicidad, la prostitución, el trabajo 
infantil y la violencia" (Documento Marco, 2004: 13). 
Es una descripción somera pero que evidencia la relación que, según el 
imaginario sobre el desplazado, existe entre la llegada de éste a la ciudad y el 
desbordamiento de la pobreza. Lo paradójico es que en otro apartado se 
acepta la presencia de grupos armados al margen de la ley, los cuales 
promueven el desplazamiento dentro de la ciudad o la vinculación de jóvenes 
de manera voluntaria y forzada a los mismos, acarreando la deserción escolar 
(Documento Marco, 2004: 18). De tal forma, la relación pobreza y 
desplazamiento esconde una arista de la que, tal vez, se desprenden las 
condiciones de vulnerabilidad más acuciantes de dicha relación. 
Un cuarto elemento de este campo conceptual y que viene a complementar la 
relación pobreza-vulnerabilidad-desplazamiento es la exclusión social. Este 
concepto configura un escenario común, algo así como una superficie sobre la 
cual inscribe la memoria social, pues el desplazado no sólo encarna el 
tradicional Otro que en momentos diversos ha sido, e incluso sigue siendo, el 
indio o el negro; sino también lo no deseado: ser excluido, ya no en virtud de 
razones étnicas o culturales sino por la ausencia estatal y la presencia armada 
ilegal. Si la exclusión se presenta como la negación de la igualdad en una 
sociedad entonces la intersección de los conjuntos de pobres y desplazados, 
son también los excluidos de una sociedad que ve achicarse el inmenso grupo 
de personas privilegiadas. 
El concepto de exclusión social entraña dos características, por un lado, la 
desventaja social producto de las privaciones y la carencia de bienes y 
servicios y, por el otro, su vinculación al tema de los derechos sociales. 
"Así, la exclusión social presenta lo que Sen denomina una doble 
faceta: una de bienestar, referida a las fallas en el acceso a los 
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bienes y servicios, y una de agencia, relacionada con las 
restricciones que enfrentan los sujetos para alcanzar la vida que, 
libremente, elegirían llevar. En términos concretos, la exclusión se 
manifiesta en aspectos tales como las dificultades para acceder al 
mercado laboral y obtener un salario suficiente para llevar una vida 
digna como sujeto integral de derechos" (Pérez, 2004: 29). 
El desplazado se enfrenta a un nuevo contexto en el que es un extraño, un 
extranjero y, me atrevería a plantearlo, un intruso. Sin embargo, toda exclusión 
implica también su contraparte, la inclusión. Ser desplazado es ser excluido, 
entre otras cosas, en cuanto no existe un sentido de pertenencia con el lugar 
de destino, aunque es probable que ese tejido social que fue abruptamente roto 
sea reconstruido en nuevas dimensiones del espacio y del tiempo pero 
mientras eso ocurre, el desplazado es básicamente un desarraigado, un 
extraño que empieza a participar precariamente en la esfera económica a 
través del empleo informal, que permanece al margen de la esfera política 
(pese a que represente un considerable caudal de votos) y frágilmente participe 
en la esfera social. 
Pero ser desplazado es también estar incluido en un corpus de 
institucionalidad, es decir, ser beneficiario de programas sociales, ser objeto de 
políticas públicas y, básicamente, estar en medio de un avasallador despliegue 
de los medios de comunicación: noticieros, revistas, periódicos, los cuales se 
conforman por cubrir la noticia del momento sin profundizar en los alcances 
socio-culturales de este creciente proceso de desarraigo. Además, los 
programas sociales también reproducen el binomio exclusión/inclusión, en el 
que los desplazados pertenecen al segundo grupo y aquellos "pobres 
históricos", personas que comparten las mismas carencias y falta de 
oportunidades pero que no comparten la categoría de desplazado, se 
convierten en este caso en los excluidos. 
89 
No obstante, la alcaldía de Santa Marta durante el proceso de conformación de 
la Red Social —una propuesta para facilitar que la alcaldía y las demás 
instituciones públicas se articulen a la sociedad civil para generar iniciativas y 
programas sociales— creó la oficina de Población Vulnerable, en ella se 
atienden los grupos considerados vulnerables como las mujeres cabeza de 
hogar, personas de tercera edad, desplazados, entre otros. Atendiendo 
programas como los desayunos infantiles o entregando bienestarina a las 
fundaciones dedicadas al adulto mayor. Es, en apariencia, un lugar incluyente. 
Seis grupos poblacionales categorizados, asistidos, rotulados. 
Retomando el Documento Marco, a continuación se presentan las conclusiones 
y las acciones para la asistencia integral a los desplazados. 
"Las víctimas del desplazamiento recibirán asistencia integral en 
nutrición, educación, albergue, asistencia sicosocial, salud y empleo. Los 
menores de edad desplazados contarán con asistencia educativa formal. 
Se contará con el apoyo de la Red de Solidaridad, las universidades, la 
Defensoría del Pueblo y el ICBF. Pero muy especialmente se dará 
protagonismo a las organizaciones de la sociedad civil para el diseño y 
operacionalización de los programas y/o proyectos que se prioricen. 
En el Distrito, el restablecimiento de la población desplazada de las áreas 
rurales se promoverá recurriendo a los mecanismos de titularización de 
tierras, subsidios de vivienda y el desarrollo de proyectos productivos 
asociativos financiados con micro créditos. 
El Distrito, en cumplimiento de estas iniciativas, aplicará a los recursos 
del Fondo Nacional Para la Atención del Desplazamiento" (2004: 33). 
En dichas acciones encontramos puntos recurrentes, por ejemplo, la asistencia 
integral, de hecho, el sistema de atención es integral aunque esto no ha evitado 
que la salud, el servicio como tal, sea deficiente así como la educación o el 
empleo. No obstante, se cuenta con el apoyo no sólo de la Red por ley, sino 
también de la Defensoría del Pueblo, el ICBF y de las organizaciones de la 
sociedad civil, más conocidas como ONG. Claro que, además, está un actor 
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hasta ahora desconocido o, más bien, poco reconocido. Se trata de las 
universidades de la ciudad que aunque desde hace varios años han centrado 
su mirada académica en el desplazamiento forzado, su ayuda o apoyo pasaba 
desapercibido en el ámbito distrital. 
Ahora bien, otro tipo de acciones son las atinentes a la titularización de tierras, 
los subsidios de vivienda y los proyectos productivos planteados como las 
posibles soluciones para el restablecimiento en áreas rurales, resulta 
esclarecedor el siguiente relato: 
"- A mí me salió para cuidar una finca por allá por Palomino arriba, pero 
allá están mandando a bajar y cuando es así uno tiene que bajar, yo digo 
que ellos (la Red) deben saber eso porque por las noticias dicen lo que 
está pasando. 
- Ayer en el noticiero dijeron que habían encontrado a dos indígenas. 
- Es que esos indígenas a veces no entienden. Lo que pasa es que a los 
indígenas los mandan a bajar y ellos no obedecen, pero a uno le dicen 
que tiene que bajar y uno lo hace" (Charla con dos mujeres desplazadas, 
12 de marzo de 2004). 
Comentarios como este en el que se acata sumisamente una orden, son 
comunes. Se trata de una lógica sencilla, "si me dicen que me vaya, me voy", 
pero es una lógica que evidencia varias cosas. Aunque el distrito pueda titular 
tierras o permitir simplemente que la gente desplazada (es muy importante que 
sean desplazados, de lo contrario, no son tan benevolentes) invada terrenos, 
aún así, hay que contar con una especie de "permiso", es decir, en Santa Marta 
los desplazados deben esperar ser aceptados —o ignorados— por las 
personas que controlan la ciudad, llamados coloquialmente "paracas", 
afirmación que en pocas ocasiones salió a flote en algunas conversaciones, las 
personas desplazadas entrevistadas preferían hablar indistintamente de grupos 
armados, parece algo así como un acuerdo tácito, no son necesarias las 
palabras para saber que allí están, vigilando. "Los que tienen su problema 
sabrán manejar su problema, los que no, no", me dijo en una ocasión un 
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desplazado. Fueron pocos los profesionales que aceptaron tímidamente que en 
la ciudad impera un tipo de autoridad paralela a la legalmente reconocida: 
"Y la mayor cantidad de población desplazada vienen más de 
paramilitares que de la guerrilla. La mayoría son paracos, paracos, 
guerrilla muy poco... los grupos armados tienen un listado y ellos 
también vienen a la ciudad entonces los ven acá en la propia ciudad. 
Esta zona, la ciudad de Santa Marta, está también invadida de 
paramilitares, entonces hay desplazados que se sienten más tranquilos 
acá porque hicieron lo que les dijeron que hiciera: se fueron del pueblo. 
Pero así como hay unos que corren menos peligro acá, hay otros que sí 
corren peligro todavía" (9 de marzo de 2004, Entrevista psicóloga del 
Minuto de Dios). 
No obstante, al parecer son esporádicos los casos de desplazamiento al 
interior de la ciudad pero, en efecto, suceden: 
"Se han registrado pocos casos de un barrio a otro. Porque si huyes de 
los paramilitares de Pivijay y te estableces en el 11 de Noviembre y ves 
que allí hay puro paramilitar, en ese caso, la persona tiende a 
desplazarse otra vez pero son pocos los casos. Yo conocí uno del 11, 
unos de Bastidas, una señora de Gaira. Conocí unos muchachos de 
Bastidas pero los pelaos eran malosos y de una les dijeron que se 
fueran" (Entrevista con ex -funcionario de la Gobernación, 19 de febrero 
de 2004). 
"Sí claro, claro, sí ha habido este tipo de casos. Un 30% de las familias 
desplazadas han tenido que irse a los tres o cuatro días porque no han 
conseguido ni apoyo ni respaldo de ninguna entidad, ni cómo subsistir en 
la ciudad de Santa Marta... Aquí ahora mismo en el mes pasado en 
marzo, aproximadamente en la comuna cinco en los barrios de Los 
Fundadores, Chimila, el Divino Niño salieron panfletos donde tuvieron 
que irse familias desplazadas. No son tan comunes, lo que pasa es que 
el desplazado lo tildan muy feo, cuando dicen que viven familias 
desplazadas lo señalan de grupos armados, o de informantes o que 
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vienen huyendo" (Entrevista con un líder comunitario y desplazado, 16 de 
abril de 2004). 
Estos relatos describen un panorama en el que las autoridades distritales no 
tienen ninguna participación, tal vez, porque existe otro tipo de autoridad que 
ejerce un poder por medio de la coacción. Después de leer estos textos, nos 
preguntamos ¿puede un documento oficial transformar o aliviar la situación de 
los desplazados y de la población vulnerable? Seguramente, hay quienes 
pensarán que la intención, la buena intención plasmada en el Documento 
Marco de la Política Social es un motor que puede provocar cambios, teniendo 
en cuenta que dicho Documento es el resultado de múltiples reuniones y 
boletines de prensa que, desde un principio, fueron orientados por la certeza de 
que "Santa Marta atraviesa una crisis política, social y económica sin 
precedentes, que aumenta el grado de vulnerabilidad de sus sectores 
poblacionales más pobres" (Boletín de prensa No 1, marzo de 2004). 
Atendiendo esta situación, la visión de ciudad será construir 
"una sociedad decente con el concurso de la administración central, las 
entidades descentralizadas, los gremios y las comunidades, en donde se 
brinde a todos los habitantes del territorio el honor que se merecen como 
ciudadanos y ciudadanas de primera categoría" (Boletín de prensa No 4, 
marzo de 2004). 
Así las cosas, quizás no sea relevante preguntarse por la capacidad de 
transformación de un documento en la sociedad sino por las percepciones de 
quienes tienen el poder, y lo ejercen, para construir la política pública, la cual 
expresa el compromiso de las instituciones con una realidad social y con el 
mejoramiento de la misma. Por lo tanto, resulta significativo el lenguaje 
utilizado para concebirla como el siguiente aparte de la editorial del alcalde 
José Francisco Zúñiga en el Boletín de Prensa No. 3 (abril de 2004) 
"Superar los múltiples factores que determinan la vulnerabilidad requiere 
un nuevo esquema de intervención. Por eso estamos proponiendo la Red 
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Social, un espacio que facilite a la alcaldía y demás instituciones 
públicas, articular a la sociedad civil para generar iniciativas y programas 
sociales de largo plazo. No será posible la construcción de una sociedad 
decente sin justicia y armonía social" (Ver Anexo D). 
De esta forma, podemos concluir que los desplazados son considerados una 
población vulnerable, categoría en la que también se incluye a la niñez, la 
juventud, las mujeres, los adultos mayores, los indígenas y los 
afrocolombianos. Sin embargo, no resultan tan claras las acciones destinadas 
a favorecerlos de acuerdo a la política social del distrito. En el Documento 
Marco no aparece el miedo, la zozobra o la simple obediencia de órdenes 
provenientes de las autoridades "ilegales". Lo no-dicho puede decirnos que si 
bien los desplazados representan una violencia nacional, cercana y presente, 
de la cual huyen, continúan viviéndola de otro modo en Santa Marta, como lo 
resume el siguiente comentario, 
"Una población que nosotros no fuimos capaces de captar y que sigue 
llegando, te hablo de cifras impresionantes de diez, quince, veinte 
familias, es aquí en Santa Marta. Yo no sé dónde están y es un problema 
de miedo seguramente, pero no todo es miedo, el miedo no es suficiente 
para justificar el hecho que la gente esté por ahí..., es que quién sabe 
dónde se meten" (Entrevista con Nino Soldi, ONG internacional Alisei, 22 
de julio de 2005). 
Por lo tanto, el propósito de construir una sociedad decente parece ser un fin 
lejano y difícil de conseguir ante un panorama de pobreza, desigualdad social y 
mientras se siga pensando que la llegada de personas desplazadas a Santa 
Marta ha empeorado la pobreza como si fuese algo ajeno a la ciudad — "El 
problema ha crecido con el desplazamiento de otras ciudades hace 4 ó 5 años. 
Se han creado muchas zonas periféricas, antes tú mirabas un cerro y ahora se 
ven las lucecitas por todas partes" (Entrevista con funcionaria de la 
Procuraduría Distrital, 28 de marzo de 2005) — y no, por el contrario, parte de 
un gran problema social que afecta a todo el territorio nacional, pues 
94 
recordemos que los desplazados son desplazados en parte porque el Estado 
no ha cumplido con su deber de protección. 
3.3 Los desplazados forzados: entre la nominación y el asistencialismo de 
la Red 
Desde 1997, el panorama político y social colombiano vio emerger la 
denominación de desplazado forzado para agrupar a aquellas personas que 
eran obligadas a desplazarse de sus lugares de origen a causa del conflicto 
armado interno. A partir de ese momento se empezó a construir una práctica 
discursiva condicionada por los principios rectores de los refugiados de la ONU, 
la Ley 387 de 1997, el decreto 2569 de 2000 y soportada en un andamiaje 
institucional orientado hacia la asistencia y la prevención de este fenómeno. 
Dentro de dicho andamiaje, la Red de Solidaridad Social es uno de los actores 
institucionales que representa con mayor peso la intervención estatal, en la 
medida de que el Estado asume (por lo menos jurídicamente) la 
responsabilidad para formular las políticas o la adopción de medidas que 
prevengan el desplazamiento y que permitan la protección, la consolidación y la 
estabilización socioeconómica de los desplazados. Es así que al intentar 
comprender el funcionamiento de la Red, nos encontramos con dos ejes 
básicos. Por un lado, la nominación como el proceso por el cual el término 
desplazado forzado se ha revestido de particularidades, caracterizando a los 
sujetos que son nominados. Por otro lado, tenemos el asistencialismo como el 
conjunto de prácticas institucionales que atenúan, en apariencia, los efectos del 
desplazamiento en las personas afectadas. En uno y otro caso, la Red 
contribuye a la fijación de una práctica discursiva, de la cual ha emergido un 
sujeto: el desplazado forzado. 
Es necesario aclarar que desde el año 2005 y a través del decreto 2467 del 
mismo año, la Red se fusionó con la Agencia Colombiana de Cooperación 
Internacional (ACCI) en una nueva entidad que recibe el nombre de Agencia 
Presidencial para la Acción Social y la Cooperación Internacional. Así que esta 
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Agencia asume los programas liderados por la Red: atención a víctimas de la 
violencia, apoyo integral a la población desplazada, la red de seguridad 
alimentaria, entre otros. Una vez más el Estado le apuesta a la función de 
coordinación, por lo que esta Agencia tendrá a su cargo la coordinación 
interinstitucional para que la Acción Social llegue de manera ordenada y 
oportuna a cada lugar del territorio nacional. No obstante, en este texto 
seguiremos nombrándola como la Red de Solidaridad Social en cuanto seguía 
siéndolo durante el trabajo de campo. 
La Red fue creada en 1994 como entidad destinada a ejecutar programas 
sociales desde la Presidencia de la República para atender a la "población 
vulnerable". En sus inicios, ejecutó numerosos proyectos en los que buscó la 
construcción de una estrategia que combinara la coordinación interinstitucional 
y la participación comunitaria, dentro del discurso de la convivencia social y a 
través de la participación local y comunitaria. Actualmente, el discurso de esta 
institución está dado por el decreto 2569 de 2000 en el que se hace viable su 
intervención, convirtiéndola en la coordinadora de la Red de Información para 
la atención a la población desplazada por la violencia, a razón del artículo 19, 
"La Red nacional de información.., estará coordinada por la Red de Solidaridad 
Social, entidad que definirá las características técnicas del sistema de 
información y los puntos de información local" (decreto 2569 de 2000, Valencia, 
2001: 327). 
En esa medida, esta institución estatal constituye un espacio de interacción de 
prácticas de actores locales (individuales y colectivos), desplazados y no 
desplazados. Unos y otros son sometidos a la intervención estatal, 
normalizados por medio de un discurso que promueve el asistencialismo y 
oculta las causas estructurales de esta problemática. La Red alimenta el 
régimen de representación de la población desplazada, entendido dicho 
régimen como el "conjunto de representaciones que se confirman y se 
contradicen entre sí" (Aparicio, 2004). Esto es así en cuanto la Red se 
convierte en la institución que articula las políticas públicas orientadas a esta 
96 
población y, principalmente, porque decide si una persona puede ser llamada 
desplazada o no, es decir, tiene el poder de nominar. 
En la ciudad de Santa Marta, la seccional de la Red atiende a la población 
desplazada concentrándose en el SUR —Sistema Único de Registro— y en la 
asistencia humanitaria de emergencia, junto con la ONG Minuto de Dios. Es 
común escuchar quejas acerca del funcionamiento de la Red, no sólo por parte 
de los desplazados sino de las distintas ONG, por ejemplo, la atención que se 
presta a esta población, la actitud hermética de varios funcionarios o la falta de 
claridad en sus funciones, estas situaciones generan el retraso en los procesos 
posteriores a la fase inicial —la ayuda humanitaria durante tres meses—. De 
esta forma, la Red se convierte en el blanco de las críticas que la hacen 
responsable de la situación que vive la población desplazada en la ciudad, es 
común escuchar expresiones como "es que lo mandan a uno de un lado para el 
otro, de allá nos dijeron que viniéramos acá y acá no nos responden nada", así 
pues la Red es percibida como una institución que categoriza a hombres y 
mujeres y que, además, su apoyo se circunscribe a los tres primeros meses: 
"A ver, uno de los problemas que hemos tenido es la desatención, pues 
lo dice la Ley que en la Red uno debe conseguir el apoyo, en la Red de 
Solidaridad Social y nosotros no lo conseguimos. Lo único que nosotros 
hemos recibido, eso lo tenemos que decir a carta abierta es damos el 
mercado de tres meses, de ahí en adelante, más nada nos da. Porque la 
salud lo da el departamento o el distrito, la capacitación lo da el Sena. La 
Red no da más nada, la Red no colabora en nada" (Entrevista con un 
líder comunitario y desplazado, 16 de abril de 2004). 
Este descontento de la población desplazada por la atención de la Red se 
traduce en desconfianza, inconformidad y expresa, de paso, un descontento 
general hacia las políticas del Estado, el cual se le considera como el dador, el 
que debe ofrecerles soluciones a una situación que ellos no eligieron y que, en 
parte, es consecuencia de su ausencia e indiferencia Comentarios como el 
siguiente reflejan lo anotado: 
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"Nadie está en esta oficina... esto es una sola rogadera para que a uno 
lo atiendan... la plata que ellos se ganan es por nosotros, es que ellos 
están ahí, tienen empleo es porque nosotros existimos y lo que ellos nos 
dan, eso es una lágrima, una lágrima lo que nos dan para toda la plata 
que les dan a ellos, que les da el Estado. Es que nos tratan como si 
fuéramos cualquier cosa. Oiga es que creen que con 60, 70 mil pesos 
uno consigue un arriendo, oiga, dónde se va a meter uno con cuatro, 
cinco niños, ¿a dónde se va?, ¿a un cuarto?, y ni así, ni con 70 mil pesos 
alcanza. Vea es que con toda la plata que le dan a esta gente es para 
que a uno le den 200 mil pesos por lo menos, pero no, aquí lo que hace 
uno es mendigar..." (Conversación con un grupo de desplazados a la 
entrada de la Red, 12 de marzo de 2004). 
Las quejas no provienen sólo de la población desplazada, pues incluso entre el 
sector institucional oficial se cuestionan las acciones emprendidas por la Red, 
por ejemplo, 
"A ver, el distrito de Santa Marta tiene un problema grande con el caso 
del desplazamiento porque ellos aquí en Santa Marta dejan al 
desplazado a su suerte. Por ejemplo, el desplazado cuando llega tiene 
derecho a tres meses de alimentación, seguridad en salud, le dan para el 
arriendo y tiene derecho a ciertas cosas pero entonces cuando pasan 
esos tres meses ¿qué está pasando con el desplazado?, que la Red de 
Solidaridad se olvida totalmente de él, no empieza el proceso de 
estabilización que está en las normas, que luego de esos tres meses de 
alimentación, luego de esos tres meses debe haber un acompañamiento 
de la Red de Solidaridad y no están llevando a cabo el proceso de 
estabilización, el desplazado luego de los tres meses no tiene nada que 
hacer, para él no hay proyecto..." (Entrevista con funcionaria de la 
Gobernación, 15 de marzo de 2003). 
Ahora bien, la Red es una parte dentro de un sistema institucional, en el que se 
comparten y se reparten responsabilidades con la Gobernación, la Alcaldía, el 
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Ministerio público (Procuraduría, Defensoría del Pueblo, Personería), el 
Bienestar Familiar, Salud Distrital, entre otros. Al respecto, nos dice la Guía de 
Atención Integral a la Población Desplazada por la Violencia lo siguiente sobre 
dicho sistema, 
"Las instituciones que integran el Sistema Nacional de Atención Integral a 
la Población Desplazada —SNAIPD- asignaron la coordinación del área 
de prevención al Ministerio del Interior; para articular las acciones en esta 
materia, se cuenta con un Comité Operativo Nacional, constituido por el 
Ministerio del Interior, la Vicepresidencia de la República, la Oficina del 
Alto Comisionado para la Paz, la Defensoría del Pueblo y la Red de 
Solidaridad Social. Así pues, tanto la formulación de políticas específicas 
como la de planes nacionales, departamentales o municipales de 
prevención debe ser liderada y gestionada por estas entidades, en el 
marco de los planes de acción de los Comités Municipales, Distñtales y 
Departamentales para la Atención Integral a la Población Desplazada. La 
Red de Solidaridad Social, como entidad coordinadora del SNAIPD, 
desempeña un papel de apoyo en los Comités" (2001: 1). 
Es necesario detenernos en las últimas líneas del texto anterior, pues nos lleva 
a repensar las funciones de la Red: si hay un sistema coordinado y apoyado 
por ella, entonces ¿las demás instituciones se encargarían de la prevención y 
protección directa de la población desplazada? Si esto es así, las continuas 
quejas sobre la Red se convertirían en críticas al sistema como tal. ¿En qué 
consiste desempeñar un papel de apoyo en los comités? Las cinco estrategias 
básicas de acción son la seguridad (tarea de la fuerza pública), el sistema de 
alertas tempranas (tarea de la Defensoría del Pueblo), la protección 
humanitaria (tarea a cargo de instituciones de carácter diverso), la promoción 
de la convivencia pacífica (responsabilidad de gobernadores y alcaldes) y el 
fortalecimiento de las condiciones de arraigo. Según lo anterior, la Red sería un 
soporte muy importante en cada una de las estrategias mencionadas, no 
obstante, podríamos preguntarnos: ¿la fuerza pública o el gobernador o el 
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alcalde aceptarían con agrado las observaciones de esta institución que parece 
tener un carácter supra-institucional? 
Pensemos entonces que este sistema —SNAIPD- ha sido creado para proteger 
a una población sobre la cual se construye un discurso: el desplazamiento 
forzado como catástrofe social del Estado, como migración interna producto del 
ambiente de violencia que vive el país, como estrategia territorial de los grupos 
armados al margen de la ley. Este discurso es cada día más cercano e, incluso, 
sobrepasando la realidad social del país, los recursos provenientes de ONG 
internacionales con destino a la población desplazada nos lo confirman. Pero, 
además, la televisión, la radio y, en general, los medios masivos de 
comunicación nos dan cuenta de esta realidad. De esta forma, los desplazados 
se convierten en el objeto de estudio de distintos proyectos de investigación y 
de intervención. Es decir, el aparato estatal creado en torno al desplazamiento 
ha conseguido la estatalización de la vida social de esta población (Escobar, 
1998). 
Así pues, la Red constituye una parte integral e intermedia dentro de un 
sistema estatal, en el que sus funciones de coordinación quedan en entredicho. 
La nominación que crea esta institución genera, por un lado, prácticas 
básicamente de asistencialismo, las cuales promueven la generación de 
actores locales como las organizaciones no gubernamentales dedicadas a la 
población desplazada y organizaciones de base de desplazados, unas y otras 
se ven afectadas por el discurso oficial de la Red. Y, por otra parte, crea 
prácticas en las personas denominadas desplazados, incluyéndolos dentro de 
un círculo burocratizado de atención, y determina la normalización de las 
mismas a través de criterios específicos para que sean incluidos en el SUR — 
decidir quién es y quién no es desplazado—, de esta forma se les impone un 
estilo de vida, se les homogeniza. 
"Bueno, lo que pasa es que la Red trabaja ceñida a la norma, o sea, a la 
ley 387 y al decreto 2569, entonces se enmarca mucho en eso pero, 
realmente, ejerce una función muy administrativa. En algunos casos no 
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tiene la oportunidad, digo algunas veces, para percibir la parte humana, 
la parte social, lo que a las ONG operadoras sí les toca vivir día a día y 
es que los montos que establece la ley en ocasiones no son lo 
suficientemente amplios para cubrir las necesidades de las familias, más 
cuando hablamos de que un desplazado sale a mantener la vida y la 
dignidad, o sea, no todos los desplazados son estrato uno y dos, hay 
profesionales, desplazados que vienen y están acostumbrados a un nivel 
de vida más alto y con los recursos que asigna la ley, eh, no son los 
suficientes para mantener una vida digna, entonces eso lo acompaña un 
proceso psicológico a los cambios de vida, especialmente a esas 
personas" (Entrevista 15 de marzo de 2004, ex empleado de la Cruz 
Roja). 
Por último, su práctica conlleva la discriminación entre los pobladores de la 
ciudad. Una ciudad que tiene altos índices de pobreza y con poca inversión 
social, por lo tanto, el mercado para una familia, el subsidio de arriendo, entre 
otros auxilios, representan formas de asistencialismo que pone a los 
desplazados por encima de la población vulnerable de Santa Marta, esta es 
una de las razones por las que algunas personas se hacen pasar por 
desplazados y así obtener dichos "beneficios". 
"Lo que pasa es que se hacen pasar por desplazados. Esas personas se 
dicen desplazados pero no lo son, son pobres que vienen de aquí 
mismos. Hay gente que tiene 10 ó 12 años. Lo que pasa es que usted 
sabe "donde hay campana, hay de todo". A la gente desplazada le da 
miedo hablar y declarar y que sepan que vienen de tal sector. A su 
alrededor nadie sabe que son desplazados. En cambio, al verdadero 
desplazado le ponen mil trabas para darle el certificado" (Conversatorio, 
Casa de Justicia, 31 de marzo de 2005). 
Según lo anterior, al parecer resulta común que algunos samarios logren ser 
declarados como desplazados. En las distintas entrevistas realizadas fueron 
constantes los relatos sobre personas que por diferentes intereses buscaban 
ser reconocidos como tal, por ejemplo, 
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"Mira, un mercado de los que da la Red para una familia puede costar 
doscientos mil, además ayudan para el arriendo. Eso es un dinero que no 
le cae mal a nadie, entonces hay muchos que se aprovechan, hay gente 
que coge el mercado y con eso surten la tienda. Cuando yo trabajaba para 
la Cruz Roja, nosotros hacíamos visita y como ya sabíamos entonces 
hacíamos cosas que la persona no esperaba, por ejemplo, antes de llegar 
a la casa nos metíamos a la casa del vecino y le preguntábamos ¿Usted 
conoce a tal señor? Nos respondían que sí claro, él vive allí desde hace 
diez años. Entonces allí uno descubría la mentira. Yo sé que la ciudad 
tiene altos índices de pobreza pero la plata que es para el desplazado es 
para el desplazado. Eso genera un problema social, el hecho de que el 
Estado se movilice para ayudar al desplazado y no hay un programa para 
combatir la pobreza pero así son las cosas y así es la inversión social" 
(Entrevista 15 de marzo de 2004, ex empleado de la Cruz Roja). 
"Uff, impresionante, podemos salir hasta la entrada y te puedo señalar las 
personas que no son desplazadas pero eso ya es un fenómeno que a 
nosotros se nos salió de las manos, porque nosotros al inicio de este 
programa, de todos los programas perdón, hace cuatro años cuando 
éramos inexpertos yo decía esta persona no es desplazada y yo la 
enfrentaba, usted no es desplazado porque se le hizo esto, se le hizo esta 
visita domiciliaria, nosotros hacemos visitas domiciliarias también, la 
persona al enfrentarla desmentía, "Sí, no, usted está equivocada, yo sí soy 
desplazada". Nosotros los enfrentábamos y la persona no regresaba más y 
hay momentos en que esto se nos sale de las manos. Primero que todo, 
nosotros no somos la entidad para hacer una valoración, ni investigar, no 
tenemos ni el personal, ni tenemos el conocimiento para investigar en cada 
pueblo si la persona sí es desplazada como hace la Red, tenemos 
entendido que la Red averigua con el alcalde del pueblo y comprueban 
esto. No tengo nada en contra de la Red de Solidaridad Social en absoluto, 
pero pienso que se han equivocado muchísimo al decidir quién es 
desplazado y quién no y hay personas que reciben los mercados de acá y 
surten sus propias tiendas con los mercados que reciben acá y hay 
personas que cuando tú das la vuelta, las colchonetas las venden en el 
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mercado y personas que tienen 7 años de vivir acá. Mira yo me he 
encontrado con casos de personas que piden una cita psicológica y en el 
transcurso de la sesión yo descubro que la persona no es desplazada, "no 
doctora, mire hace más o menos diez años cuando estaba aquí, y 
entonces tengo como 10 años de estar sufriendo, no sé qué y no sé 
cuándo". Entonces, sin darse cuenta están diciendo que tienen 10 años de 
estar acá, o sea, no son desplazados" (Entrevista 9 de marzo de 2004, 
sicóloga del Minuto de Dios). 
Relatos como los anteriores nos demuestran que el discurso del 
desplazamiento forzado, aquel que ha sido consolidado por el SNA1PD y, 
especialmente, por la Red afecta, indistintamente, las acciones de los 
individuos. Pues, si los desplazados se convierten en sujetos categorizados y 
atados en un campo institucional, los otros, los habitantes de la ciudad, se 
resisten intentando formar parte, precisamente, de dicho discurso. En esa 
medida, la estrategia de nombrar constituye una modalidad de control, al igual 
que el discurso de la asistencia soportado en conceptos de tolerancia y 
humanismo. Así pues, 
"las transformaciones producto del desplazamiento, en el sentido usual, 
afectan tanto a quienes se mueven como a quienes no lo hacen, a saber, 
la comunidad receptora. Para los primeros, el desplazamiento los lanza en 
un régimen de lo extraño, blanco de los procesos de tipologización. Para el 
segundo, quien tiene hegemonía sobre la administración del espacio 
social, su territorio es invadido por el extraño" (Castillejo, 2000: 161). 
De esta forma, tenemos que lo que hemos llamado nominación y 
asistencialismo —el poder de nombrar y de asistir—, son sólo dos elementos 
de un discurso que, como lo afirma Foucault (2001a), debe dejar de pensarse 
como un conjunto de signos y verse como prácticas que forman 
sistemáticamente los objetos de los cuales hablan. 
3.4 Apropiación de un discurso: organizaciones no gubernamentales y 
organizaciones de base 
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Según el artículo 30 de la ley 387/97, "el gobierno nacional brindará las 
garantías necesarias a las organizaciones de los desplazados y a las entidades 
no gubernamentales que desarrollen acciones en pro de los derechos humanos 
y de los desplazados internos". Esto nos lleva a pensar que los desplazados no 
son sólo incumbencia estatal sino de la sociedad en general, y de igual 
manera, no son sólo incumbencia nacional sino también internacional. En ese 
orden, podemos considerar el desplazamiento forzado como una superficie en 
el que múltiples actores pueden actuar, decidir e, incluso, confrontarse. Aunque 
la situación ha llegado a resumirse fácilmente en un simple aporte económico, 
"De hecho, en el gobierno del presidente Pastrana uno de los grandes 
avances que se pudo dar en esa época fue que muchos países lograron 
darse cuenta de la problemática y, por ende, muchas personas y muchas 
organizaciones no gubernamentales empezaron a aportar dinero, 
conocimientos técnicos y demás, en la atención a desplazados, creo que 
el gobierno también ha hecho una labor importante en el manejo de una 
política internacional en el aspecto de mostrar la situación actual y pedir 
ayuda, porque de hecho no tenemos, Colombia no tiene los recursos 
para atender sus propios desplazados, está bien en pedir apoyo 
internacional y creo que se ha hecho bien". (Entrevista 15 de marzo de 
2004, ex empleado de la Cruz Roja). 
También se ha resumido en un inusitado interés por la problemática 
colombiana, 
"Yo siempre lo he dicho, la comunidad internacional sabe más de 
nosotros que nosotros mismos, la comunidad internacional está muy 
empapada de por qué la violencia en Colombia y hay mucho extranjero 
que por una razón u otra, digamos por las ONG que nos apoyan, tuvieron 
que ver en algún momento con Colombia y de ahí nace la solidaridad y 
no sólo ellos, digamos los programas de Naciones Unidas. El programa 
de los desplazados lo hicimos con Naciones Unidas y ahora ellos saben 
mucho, muchísimo de nosotros y de todos los brotes de violencia y de 
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todos los actores violentos, y consecuencias y causas y efectos, ellos 
saben mucho sobre el problema del desplazamiento, entonces ese es el 
interés de ellos de apoyar, pero es difícil, no es tan fácil" (Entrevista 16 
de marzo de 2004, coordinadora de ONG FUNDEHUMAC). 
Aunque en el caso de nuestro departamento, el interés sea despertado por su 
aparente tranquilidad, 
"¿Por qué el departamento del Magdalena? Tal vez porque las 
necesidades son muchísimas, detrás de... de... cómo decirlo, de una 
primera impresión de orden, de tranquilidad, uno se va un kilómetro para 
adentro y te salen las barriadas y pasan y pasan, y te das cuenta de la 
contraposición que hay acá, en cierto modo, por el lado del Rodadero o 
del Aeropuerto, en las comunas 8 y 9 sales un momentito de la Troncal o 
de esos hoteles bellísimos, un poco para adentro, a ochocientos metros y 
aparece esta situación, la del desplazamiento" (22 de julio de 2005, Alisei 
ONG internacional). 
Es así que el departamento había sido visitado en febrero del 2003 por un 
delegado de la Unión Europea, cuyo fin era "liderar la concertación de un plan 
especial de atención para la población desplazada por la violencia de esta 
región" (El Informador, 6 de febrero de 2003), reunión a la que participaron 
instituciones como la Defensoría del Pueblo, la Red de Solidaridad Social, la 
Cruz Roja, la Fundación Minuto de Dios, Bienestar Familiar, Profamilia, 
Corpamag, el Sena, los secretarios departamentales de educación, salud, de 
gobierno y de bienestar social, el coordinador de la oficina de paz y 
desplazados y la Fundación Acción contra el Hambre. En igual sentido, en 
mayo de 2003 se realizó "Todos del mismo lado", un evento interinstitucional, 
promovido por la gobernación, en el que participaron las distintas ONG de 
desplazados y organizaciones de base, así como fundaciones de carácter 
internacional o nacional. 
Tenemos, entonces, que el apoyo brindado por la comunidad internacional, ya 
sea a través de recursos donados o prestados a ONG locales o directamente 
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por las acciones de ONG internacionales, se manifiestan en ayudas que están 
condicionadas por exigencias al parecer sencillas pero que evidencian una 
forma de intervención sutil, revestida además por la preocupación 
aparentemente desinteresada en el panorama colombiano. Por ejemplo, la 
comunidad beneficiaria de FUNDEHUMAC, debe trabajar por otra comunidad 
más necesitada, además, los jóvenes que gracias a los programas tienen 
acceso a la educación superior, más adelante hacen trabajo social con niños 
desplazados o vulnerables. Por su parte, el Minuto de Dios ha recibido aportes 
de la Organización de Estados Iberoamericanos (0E1) y de CHF internacional, 
recursos que, no está de más decirlo, deben ser sólo para la ayuda de 
emergencia de la población desplazada, este condicionamiento implica que los 
beneficiarios deben ser desplazados recientes. 
Ahora bien, digamos que con la emergencia de los desplazados en la realidad 
social colombiana se han consolidado dos tipos híbridos de institucionalización: 
las organizaciones no gubernamentales y las organizaciones de base. Las 
primeras están dedicadas a la atención del desplazamiento, siendo de dos 
tipos: locales (operadoras) e internacionales (integradoras). El primer tipo se 
encarga de la ayuda humanitaria y de la ejecución de proyectos. El segundo 
tipo como CHF Internacional o la Cruz Roja Internacional, entre otras, son las 
encargadas de entregar los recursos. Las ONG locales han proliferado de tal 
forma que en alguna ocasión un funcionario de la Red de Solidaridad me afirmó 
que existían cerca de veinte organizaciones. No obstante, al parecer son 
insuficientes los programas que ejecutan estas organizaciones además de 
faltar una mayor conexión entre su labor y las funciones de la Red como lo 
expresa el siguiente relato, 
"No hay programas especiales por parte de nadie, tampoco de las 
organizaciones internacionales para capacitación. Un trabajo que se 
hace siempre es el de emergencia. Triste decirlo pero Martín es testigo 
principal de lo que estamos haciendo con la comunidad, donde hicimos 
vivienda e hicimos un comedor y estamos entregando comida y la 
continuidad ¿dónde queda?, la sostenibilidad que está muy de moda. La 
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sostenibilidad es firmar acuerdos, hacer contactos con la Red de 
Solidaridad para que siguieran entregando a ellos comida y las mujeres 
siguieran preparando comida para los niños, hasta ahora no ha habido 
respuesta" (Entrevista con Nino Soldi, de la ONG internacional Alisei, 22 
de julio de 2005). 
Ahora bien, estas organizaciones privadas sin ánimo de lucro que trabajan por 
el bien público mediante la investigación, la prestación de servicios o el 
activismo social (Pardo, 1997) han cumplido un importante papel en todo este 
proceso discursivo sobre el desplazamiento. El Estado a través de la Red de 
Solidaridad Social promueve "la participación de organizaciones privadas 
nacionales e internacionales con experiencia en procesos de consolidación y 
estabilización socioeconómica de la población desplazada" (artículo 26, decreto 
2569 de 2000), así pues, ellas han hecho volcar la mirada sobre esta población 
debido no sólo a que han proliferado desde finales de la década de los noventa 
sino porque, además, concentran y gestionan recursos, de forma que, incluso, 
su labor llega a ser más efectiva que la de las instituciones estatales, 
"Ya en el año 2000 no había tantas ayudas como las hay ahora, por lo 
menos ahora el Minuto de Dios está capacitando personas con el SENA 
y se están dando los transportes todos los días, el Minuto de Dios alquiló 
unas aulas en el Liceo Colombia, son ocho cursos, cada curso debe 
tener 25 personas, deben saber leer y escribir y tener el papel (la 
certificación) de desplazado, eso son las únicas condiciones, que sepan 
leer y escribir, hay una cantidad de personas que se están capacitando 
por medio del Minuto de Dios y con recursos del SENA y se les está 
dando las cartillas, los materiales, los libros, todo, y el pasaje, entonces 
¿qué hay que decirles a ellos?, que tienen que aprovechar todo lo que se 
les está dando ahora, lo que se les está brindando porque yo ya estoy 
preparada, tiene que prepararse usted" (Entrevista 9 de marzo de 2004, 
sicóloga del Minuto de Dios). 
Otro ejemplo interesante es el de Fundehumac, ONG dedicada al desarrollo 
humano integral. Han realizado proyectos productivos y sicosociales con 
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desplazados, además de proyectos de educación para población vulnerable, es 
decir, dan educación a niños de estratos O y 1 y en educación superior cuentan 
con un grupo de 29 jóvenes en diferentes universidades del país, quienes en 
retribución deben comprometerse socialmente a trabajar con la población en 
cuestión. Los fondos los reciben de tres ONG estadounidenses: Project 
Colombia, Magdalena Foundation y Amigos por Colombia. También han 
trabajado con organizaciones de base, contribuyendo a la creación de algunas 
como Ayudémonos o apoyándolas en su desarrollo como Sol Naciente. Al igual 
que esta organización, muchas otras se dedican a la población desplazada, 
algunas con mayor rigurosidad que otras. 
No obstante, en la práctica no parece existir una distinción clara entre las 
organizaciones no gubernamentales y las de base, 
"Bueno, organizaciones de base, ellos.., prácticamente se hace el mismo 
trabajo, la diferencia es de gestión, las organizaciones de base trabajan 
mucho con la Red de Solidaridad, con recursos y donaciones de la Red 
de Solidaridad, nosotros no trabajamos con los recursos de la Red, al 
menos nosotros, no sé los otros" (Entrevista 9 de marzo de 2004, 
sicóloga del Minuto de Dios). 
En esta otra entrevista el líder comunitario usaba indistintamente los 
términos de ONG y organización de base para referirse a su grupo pero al 
preguntarle específicamente por la definición de esta última, respondió lo 
siguiente: 
"La organización de base se define que todos los miembros de la 
organización sean familias desplazadas. Nosotros, como toda 
organización, somos los representantes de la junta directiva de la 
organización, eh, la función de nosotros es orientar y ayudar con las 
demás familias en sus necesidades en lo poco que podemos ayudar" 
(Entrevista con un líder comunitario y desplazado, 16 de abril de 2004). 
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Esta definición no está lejos de otras más elaboradas que nos hablan de una 
característica primordial: son asociaciones de pobladores locales. Por ejemplo, 
el antropólogo Mauricio Pardo puntualiza en que su principal objetivo es "el de 
mejorar su situación, ya sea en el plano reivindicativo o en el político, a partir 
de su activismo frente al Estado y al capital" (1997:208), este aspecto 
básicamente las acerca a los movimientos sociales. Sobre este punto 
volveremos más adelante. Por ahora, exploremos este tipo de organizaciones 
que surgen de la población desplazada y que de una forma u otra representan 
la apropiación del discurso que sobre ellos se inscribe. Las organizaciones de 
base, más allá de estar conformadas por pobladores locales o de ser una 
estrategia de empoderamiento local, son promovidas por la misma política 
estatal que favorece su creación para la realización de proyectos productivos. 
El artículo 30 de la ley 387 de 1997 expresa que "el gobierno nacional brindará 
las garantías necesarias a las organizaciones de los desplazados y a las 
entidades no gubernamentales que desarrollen acciones en pro de los 
derechos humanos y de los desplazados internos" (Ley 387 de 1997, Valencia, 
2001: 317). En igual sentido, algunas ONG prefieren trabajar con asociaciones, 
por ejemplo, 
"CHF Internacional apoya proyectos que ya están dando rentabilidad. Si 
no es en grupo, no llegan a nada, se analizarían los negocios 
individuales y lo ideal es la forma asociativa.., con el gobierno de Uribe 
se ve que ha disminuido el desplazamiento pero en el Magdalena muy 
poco porque no se están atacando las causas reales que es la tenencia 
de la tierra. Eso no tiene una real protección. Ese es el punto: tierra 
versus territorio. En Pivijay, los paramilitares lo que hicieron fue sacar 
campesinos con tierras ricas. Es así que la atención ha disminuido. En 
Santa Marta nosotros estamos ofreciendo un poco de sostenibilidad en lo 
que respecta a los proyectos productivos" (entrevista 19 de febrero de 
2004, coordinador de CHF Internacional). 
En la ciudad existen cerca de ocho organizaciones de este tipo. Según un 
funcionario de la Red de Solidaridad Social, estas organizaciones son: Sol 
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Naciente, Fundayude, Amanecer de Desplazados, ASFASDEVISVI (Asociación 
de Familias Desplazadas Víctimas de la Violencia), FSFVP (Fundación 
Solidaria de Víctimas por la Violencia), Coagromacaraquilla (Cooperativa 
Agropecuaria de la Vereda de Macaraquilla), ASOCAMI (Asociación de 
Campesinos del Medio), Coodeca (Cooperativa de Desplazados de la Costa 
Atlántica). Estas asociaciones están legalmente constituidas para acceder a 
recursos. Hay unas de 1999, otras del 2000 y otras de años más recientes. Al 
parecer, se diseminan rápidamente por su inestabilidad, según la opinión de 
algunos funcionarios. 
Ahora bien, ¿hasta qué punto estas organizaciones pueden constituirse en 
movimientos sociales si desde su génesis están condicionadas por el discurso 
estatal? En lugar de buscar la reivindicación de una identidad, este tipo de 
asociación, que es incentivada por la Red, busca facilitar la adquisición de 
recursos. No obstante, se presenta la construcción de una identidad, pero no 
desde el plano cultural, tal vez podría encontrarse alguna relación con lo que 
ha sido llamado un esencialismo estratégico, categoría utilizada por algunos 
teóricos afrobritánicos sobre las identidades de la diáspora negra (Escobar y 
Pedrosa, 1996: 21). Pero, en realidad, abordémoslo como una identidad 
instrumental y coyuntural, 
"Bueno, la fundación nace en vista de que nosotros íbamos 
individualmente a las entidades públicas y privadas a solicitar ayuda y lo 
que nos decían a nosotros, lo que nos orientaron, en vista de que nos 
orientamos también con la ley 387 que dice que las familias desplazadas 
deben organizarse en grupos para poder obtener beneficios y ser un 
poco más escuchados cuando estén agremiados y organizados" 
(Entrevista con un líder comunitario y desplazado, 16 de abril de 2004). 
De igual forma, el discurso del desplazamiento forzado ha construido un sujeto 
desplazado que constituye el punto central de un creciente aumento de 
recursos económicos para inversión, tal como en la segunda mitad del siglo XX 
se presentara para el Tercer Mundo la proliferación de ONG y el rápido 
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aumento de sus recursos económicos que para 1990 alcanzaba los 7.200 
millones de dólares (Viola, 2000:26). En esa medida, las organizaciones de 
base constituyen una estrategia del discurso estatal que motivan el 
reforzamiento de la identidad del desplazado y, de paso, facilitan el acceso a 
los recursos de ONG nacionales e internacionales, así como de organismos 
transnacionales. Lo cual genera que: "El acceso a recursos, especialmente 
entre los grupos sociales más desprovistos económicamente y subyugados 
políticamente, requiere la construcción de alianzas y solidaridades que se 
extienden de lo local a lo internacional" (Pardo, 1997:222). 
Así pues, estas organizaciones generalmente trabajan con el "visto bueno" de 
la Red, cuyas prácticas son susceptibles de ser permeables por el ejercicio 
político, pues constituyen un considerable caudal de votos. 
"Con la ley del 97 y su puesta en marcha en el 99, qué hizo la gente: "Ah, 
es que hay plata para los desplazados, metámonos ahí" y mira la 
cantidad de ONG que tratan el desplazamiento. Hay muchas, muchas 
ONG y organizaciones de base. Con estas organizaciones lo que pasa 
es que, por ejemplo, hay una señora, se llama Gladis Ramos, yo no 
desmiento que haya sido desplazada pero ahora tiene una organización 
y en el caso del gobernador... Tú sabes que los desplazados son un 
buen caudal electoral, entonces si tú hablas con ella, ella te va a decir lo 
que convengan a sus patrocinadores, los políticos que la apoyan o que 
ella apoyó. ¿Ves? Entonces estas organizaciones son buenas porque los 
desplazados se organizan y pueden conseguir cosas pero en el momento 
en que el gremio se da cuenta que pueden conseguir cosas para ellos 
entonces ahí entra mucho la politiquería por la cuestión de la plata, hay 
desplazados que logran estar mucho mejor que incluso antes del 
desplazamiento pero no quieren dejar de ser desplazados" (Entrevista 15 
de marzo de 2004, ex empleado de la Cruz Roja). 
No obstante, sobre la señora citada en el relato encontramos el siguiente 
diálogo con un grupo de desplazados que nos muestra, en cierta forma, la otra 
cara de la moneda, 
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La señora le preguntó al señor: "¿Pero usted sí cree que nos ayuden con 
lo del arriendo?, es que yo vivo por Luis R Calvo" 
"Ah, pero allá usted puede hablar con Gladis Ramos, ¿no la conoce?, 
ella tiene una fundación, también es desplazada", respondió el señor 
"Lo que pasa es que yo no conozco por allá, yo me mudé hace dos años 
y no conozco mucha gente, y como allá hay un cerro y todo eso está 
poblado" 
"Por eso, hable con esa señora, es un poco brava pero esa señora la 
puede meter en el grupo... y con eso la ayuda bastante. ¿Usted sabe el 
colegio Luis R Calvo?, bueno, métase derecho hasta una tienda, la 
Tienda de Pepe, bueno como a cuatro casas vive esa señora. Pero eso 
sí a usted la tienen que ayudar aquí en la Red con lo de la Ayuda 
Humanitaria" (Conversación con un grupo de desplazados, 13 de marzo 
de 2004). 
Así pues, el clientelismo y la búsqueda de ayuda se convierten en las aristas de 
una misma estrategia de apropiación de un discurso. En el siguiente relato 
encontramos algunas pistas sobre la incidencia de las organizaciones de 
desplazados en la escogencia de beneficiarios para los proyectos financiados 
por las ONG, 
"Sí seguramente. Además, muy dirigidas por, muchas veces, por 
representantes de los desplazados que no representan ciertamente a los 
desplazados porque no fueron escogidos, no fueron, digo muchas veces, 
no siempre. Pero claro, siempre cada uno trata de orientar la escogencia 
de los beneficiarios, las personas que en cierto modo le garantizan un 
espacio de poder, el simple hecho de presentarse en la alcaldía, de tener 
relaciones con los funcionarios tienen un estatus privilegiado ¿no?, de 
cierto modo. Entonces, ahí había que muchas veces depurar la 
información bastante y no confiar en una primera lectura de la situación 
sino que yendo y averiguando, averiguando cómo estaban las cosas y, 
finalmente, cuando se tenía un grado suficiente de claridad, 
interveníamos, si no el riesgo es que creas más conflictos en realidad a 
corto plazo y mediano plazo de lo que pensabas solucionar, 
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precisamente porque es una situación muy deteriorada, si no hay 
posibilidad de escoger bien a quién brindar la ayuda y a quién no, es un 
gran problema, ahí elegimos una gran mayoría de las intervenciones, 
intervenciones en focos de desplazamiento, de forma que, efectivamente, 
los conflictos fueron un poco matizados porque se intervenía sobre todo 
en el foco de desplazamiento, incluyendo a los residentes..." (Entrevista 
con Nino Soldi, de la ONG internacional Alisei, 22 de julio de 2005). 
Además, hay que considerar también la situación de los no desplazados, 
personas que comparten, en cierta medida, las condiciones de vulnerabilidad 
de la población desplazada: de tipo económico, social, nutricional, psico-
afectivo; para quienes ser desplazado representa la posibilidad de conseguir 
algún tipo de auxilio o beneficio. Por lo tanto, recurren a la Red, que en 
ocasiones los "certifica" como desplazados. Sin embargo, este hecho es 
cuestionado por otros funcionarios: "La que tiene la potestad de saber o decir 
quién es desplazado y quién no lo es, es la Red, pero a veces se equivoca..." 
(Entrevista con funcionario de la oficina de Desarrollo Comunitario de la 
Alcaldía de Santa Marta). 
De tal forma, los desplazados se ven inmersos en un campo de acción en el 
que las luchas o las confrontaciones son frecuentes, especialmente con el 
Estado, todo esto va desde la simple queja en la puerta de cualquier institución 
como la Red de Solidaridad Social o la Defensoría del Pueblo hasta las 
demandas o las acciones de tutela. Juegan en un campo legitimado en la 
medida en que ellos han sido legitimados discursivamente por el Estado, por lo 
tanto, con el conocimiento de la ley que los protege llegan a utilizar 
instrumentos jurídicos dentro de ese proceso de apropiación del discurso, un 
discurso tejido sobre ellos y por ellos mismos. Esto se presenta en oposición a 
la percepción de algunas personas que creen que la sumisión es una de sus 
cualidades y que aquellos que reclaman lo que dicta la Ley, no son realmente 
desplazados. Pero bueno, dejando de lado esta percepción, tenemos que en el 
plano institucional, encuentran el sometimiento a ciertas prácticas, a un orden 
dictado por la Red: declaración, valoración, inscripción en el SUR, recepción de,-






la ayuda de emergencia, incorporación a una organización de base o a un 
programa que desarrolle proyectos productivos a través de alguna ONG 
operadora, la cadena sigue sin que el proceso resulte tan fácil, ni eficaz en lo 
que respecta a la respuesta estatal. 
Al respecto, la Corte Constitucional ha intervenido a través de diferentes 
sentencias, amarrando la obligación del Estado con la visión y la misión de las 
políticas públicas. Una evidencia de este panorama es la reconocida sentencia 
T 025 de 2004 de la Corte Constitucional, en ella se agrupan cerca de 109 
tutelas interpuestas por un gran número de desplazados en distintas ciudades 
del país, en contra de la Red de Solidaridad Social, el Departamento 
Administrativo de la Presidencia de la República, el Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, el Ministerio de Protección Social, el Ministerio de Agricultura, 
el Ministerio de Educación, el INURBE, el INCORA, el SENA y varias 
administraciones municipales y departamentales por 
"considerar que dichas autoridades no estaban cumpliendo con su misión 
de protección a la población desplazada y por la falta de respuesta 
efectiva a sus solicitudes en materia de vivienda y acceso a proyectos 
productivos, atención de salud, educación y ayuda humanitaria" 
(Sentencia T 025, 2004: 16). 
Entre otros elementos, la Sala Tercera de Revisión concluye que pese a una 
política de protección, las acciones realizadas por las autoridades para 
garantizar los derechos de la población desplazada así como los recursos 
destinados a satisfacer sus derechos no corresponden con los mandatos de la 
Ley 387 de 1997 ni con las disposiciones del Ejecutivo al respecto. Así pues, el 
despliegue estatal que incluye: el gasto social destinado a poblaciones 
marginadas considerado gasto prioritario, una política de atención a la 
población desplazada articulada con una ley de la República, un marco legal 
detallado, una cuantificación del esfuerzo presupuestal que se requiere para 
cumplir los mandatos constitucionales y legales; dicho conjunto de 
herramientas a cargo de un cuerpo de autoridades competentes parecen que 
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no han sido suficientes, pues dichas autoridades han omitido adoptar los 
correctivos pertinentes para garantizar la protección plena de los derechos 
vulnerados, contemplada en la Ley y ratificado por el Ejecutivo. En tal medida, 
la sentencia declara formalmente un estado de cosas inconstitucional que 
"tiene como consecuencia que las autoridades nacionales y territoriales 
encargadas de atender a la población desplazada deben ajustar sus 
actuaciones de tal manera que se logre la concordancia entre los 
compromisos adquiridos para cumplir los mandatos constitucionales y 
legales y los recursos asignados para asegurar el goce efectivo de los 
derechos de los desplazados" (Sentencia T 025, 2004: 25). 
De esta forma, la Corte exigió una respuesta estatal pronta en la que el 
Consejo Nacional de Atención a la Población Desplazada corroborara los 
compromisos adquiridos por la Ley o, por el contrario, redefiniera públicamente 
dichos compromisos con el fin de asegurar la coherencia entre las obligaciones 
fijadas legalmente y el volumen de recursos destinados a la protección de los 
derechos. En cuanto, existe un mínimo de protección que debe ser tanto 
oportuna como eficaz y que implica dos ámbitos. Por un lado, bajo ninguna 
circunstancia se puede amenazar el núcleo esencial de los derechos 
fundamentales constitucionales de las personas desplazadas y, por otro lado, 
el Estado debe satisfacer el mínimo prestacional de los derechos a la vida, a la 
dignidad, a la integridad física, sicológica y moral, a la prestación del servicio 
de salud que sea urgente y básico, entre otros elementos. 
Una de las razones para que las tutelas fueran denegadas por los jueces 
consistió en la legitimación para interponer la acción de tutela, pues se 
consideraba que las asociaciones no estaban legitimadas para interponer dicha 
acción a favor de los derechos de los desplazados. Al respecto, la sentencia 
deduce del artículo 10 del decreto 2191 de 1991, en el que se expresa que 
"también se puede agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no 
esté en condiciones de promover su propia defensa", pese a que tal posibilidad 
generalmente se ha aplicado a un menor de edad, un enfermo grave, un 
115 
indigente o una persona con incapacidad física o mental, es admisible que las 
asociaciones de desplazados conformadas precisamente para apoyar a esta 
población, para facilitar la consecución de beneficios o recursos, se constituyan 
en "agentes oficiosos de la población desplazada", dada las condiciones de 
vulnerabilidad de esta población que 
"no sólo por el hecho mismo del desplazamiento, sino también porque en 
la mayor parte de los casos se trata de personas especialmente 
protegidas por la Constitución —tales como mujeres cabeza de familia, 
menores de edad, minorías étnicas y personas de la tercera edad" 
(Sentencia T 025, 2004: 26). 
Así pues, pareciera que los desplazados son ubicados en el mismo plano de 
personas impedidas física, sicológica o socialmente para defenderse, debido, 
en parte, a su estado de vulnerabilidad, entendida en términos de víctimas no 
sólo de la violencia sino también de la falta de protección del Estado. Ahora 
bien, esta sentencia representó un hito importante en lo atinente a la política de 
atención al desplazamiento, aunque desde 1997 la Corte Constitucional ha 
proferido 17 fallos al respecto, en este caso la cantidad de procesos 
acumulados daba entrever la compleja situación del desplazamiento en el país 
y los alcances de la ley aprobada así como el cumplimiento de los derechos 
fundamentales compilados en los Principios Rectores del Desplazamiento 
Interno. 
De esta forma, tenemos que con el desplazamiento forzado se ha creado un 
campo institucional, campo en el que este discurso es producido, registrado, 
estabilizado, modificado y puesto en circulación (Escobar, 1998:97). El 
desplazado, entonces, ha sido normalizado y con él, el resto de la población ve 
emerger un sujeto que es convertido en el objeto de las políticas estatales, 
condición que en lugar de dar una pronta solución a los problemas que debe 
enfrentar, genera una serie de comportamientos dentro de un círculo 
burocrático de atención para conseguir un "auxilio" o un "subsidio" que 
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representa mucho cuando no se tiene nada, ya sea una persona desplazada o 
no. Pero, además, no sólo son personas que se convierten en sujetos sino que 
son también "sujetados y condicionados por lo que ese sistema creado por las 
instituciones, por los medios de comunicación, por los investigadores, por los 
habitantes de los lugares a donde llegan, por los mismos «desplazados», entre 
otros, hace de ellos" (Aparicio, 2004). En esa medida, el desplazado es tomado 
como un individuo que carece, es decir, está lleno de necesidades (Ilich, 
1996:171) y, según esa percepción, la Red define sus funciones, centrándose 
en lo que les hace falta, en lo que necesitan. 
Finalmente, los desplazados al verse inmersos en este campo institucional que 
promueve el asistencialismo, adquieren prácticas que en la ciudad son 
condicionadas por el discurso que los ha rotulado. Por ejemplo, en el presente 
diálogo entre un grupo de desplazados que esperan, junto con otros tantos 
desplazados, poder entrar al auditorio de Cajamag, lugar en el que se realizaría 
una reunión en la que creían que recibirían algún tipo de beneficio. En realidad, 
se llevaba a cabo el lanzamiento de la plataforma para los Derechos Humanos 
de la Población Desplazada, reunión convocada por una serie de instituciones 
como el ACNUR, Tierra de Esperanza y otras ONG, así que aunque en la 
reunión sólo estaban invitados los líderes de las asociaciones de desplazados, 
la información que fluía de boca en boca se resistía a creer que no estuvieran 
repartiendo las "ayudas" que tanto esperaban, 
"Aquí van a entregar unas ayudas a los desplazados, ¿cierto?" 
"Esta mañana avisaron por la radio que nos citaban a los desplazados a 
una reunión en Cajamag porque nos iban a entregar unas ayudas" 
"Pero esto es el colmo, si sabían que no iba a caber toda la gente 
entonces para qué nos reúnen acá. Ahora dizque van a sacar a la gente, 
cuando ya se han repartido todo" 
"Lo que pasa es que esto es una reunión con los líderes pero como que 
se equivocaron y le avisaron a todos, salieron buses llenos de 
desplazados para acá" 
"Ya están repartiendo unos papeles, eso me dijo uno que estaba adentro" 
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"¿Serán subsidios de vivienda?, esta mañana fui al IPC, esos subsidios 
ya están listos y los van a entregar ahora en la tarde" 
"Allá adentro no hay espacio, está la gente sentada en el piso. Es que 
eso es como para doscientas personas y aquí hay más, mucho más". 
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4. CONSIDERACIONES FINALES 
Como práctica discursiva, el desplazamiento forzado está determinado por el 
contexto que ha posibilitado su existencia y aunque al explorar los campos de 
enunciación hallamos ciertas regularidades que configuran una verdad: el 
desarraigo, el destierro, el despojo, todo producido por el miedo y la violencia. 
Es necesario tener en cuenta que el discurso que hemos intentado estudiar es, 
siguiendo a Foucault (2001a), más que un entrecruzamiento de cosas y de 
palabras, pues en el fondo constituye una serie de prácticas. Inicialmente, 
nuestro propósito era acercarnos a la comprensión del acontecimiento a través 
de los campos en los que es frecuentemente expresado pero asistimos a la 
emergencia de un sistema complejo de dispersión, pues a medida que nos 
adentramos en este campo enunciativo llamado desplazamiento, nos damos 
cuenta de su amplitud. 
Dentro del conjunto de actores que participan de la construcción y 
consolidación de este discurso, ya sean los actores armados (Fuerzas 
Armadas, guerrilleros y paramilitares), instituciones estatales, habitantes de la 
ciudad, organizaciones no gubernamentales locales e internacionales y 
desplazados; dentro de este conjunto, quizás, el actor que puede considerarse 
el titular de este lenguaje, el que detenta el derecho reglamentario y jurídico de 
decidir sobre el discurso es el Estado. Pese a todas las críticas de las que es 
objeto por su ausencia, su permisividad, su ineficacia y su incumplimiento en el 
abordaje y tratamiento del desplazamiento interno, es el que decide, aprueba 
leyes, decretos y demás documentos sin los cuales el discurso no existiría. 
Recordemos que desplazar poblaciones por la violencia no es un fenómeno 
reciente, no aparece a finales de los noventa sino que es el síntoma 
sistemático de una violencia histórica. No obstante, es a mediados de esta 
década que aparece en la literatura oficial y académica, con este hecho pasó a 
convertirse en el objeto de estudio (al igual que los sujetos que produce: los 
desplazados) de diversas instituciones y entidades públicas y privadas. 
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Ahora bien, como discurso, no se trata de un mero fenómeno de expresión o 
lingüístico sino un campo en el que coexisten distintas posiciones de 
subjetividad. Cuando los desplazados se convierten en objeto de estudio, como 
cualquier otro grupo humano cultural o étnico, empiezan a moverse por ámbitos 
institucionales en los que ocupan la posición de asistidos. Este grupo humano 
debe ser protegido, debido a su condición de vulnerabilidad, además porque 
son la expresión de una violencia anquilosada y sin rumbo. Esta posición 
motiva la crítica desde distintos frentes hacia el Estado y sus políticas públicas. 
Se cuestiona también el espacio urbano: la tugurización a causa de las 
administraciones municipales, del proselitismo político, entre otros elementos. 
En consonancia con este clima, la pobreza se configura en la característica, 
casi inherente, del desplazado. Con ella, aparecen también las redes de 
beneficencia y el "caritativo" asistencialismo, sobre las cuales también se 
cuestiona. Además, por un lado, están los autores (quienes describen y 
definen) y, por el otro, están los sujetos (quienes experimentan el desarraigo 
pero no producen el discurso sino que lo alimentan). 
Dentro de este campo enunciativo, la sucesión de los acontecimientos en el 
tiempo se definen a partir de cinco momentos: amenaza directa o violación de 
los derechos humanos, huida o movilidad en el espacio, llegada a un lugar 
extraño, declaración y reconocimiento como desplazado por la institucionalidad 
y asentamiento en condiciones precarias de existencia. Paralelo a esto, hay un 
conjunto de verdades aceptadas: ser desplazado es ser víctima de la violencia, 
ser desplazado es haber experimentado el miedo, ser víctima del terror, ser 
desplazado es ser pobre. Además, se configura un campo de memoria en el 
que este desplazamiento forzado es ligado filialmente a la violencia que 
históricamente ha sacudido nuestro país, incluso desde la época de la colonia. 
En esa medida, y después de haber recorrido los vericuetos por los que nos 
internamos al comprender este acontecimiento, nos atrevemos a afirmar que el 
desplazamiento forzado se ha convertido con el peso de los años, de los actos 
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y del lenguaje en una práctica discursiva. En la comprensión del modo de 
acción que origina los desplazamientos y del cual surge un sujeto normalizado: 
el desplazado, era necesario reconocer las marcas que el actual conflicto 
armado colombiano ha dejado en el territorio del caribe colombiano. Los 
efectos de la violencia y el terror han sido desperdigados siguiendo un proceso 
de dominación liderada por las organizaciones guerrilleras y los grupos 
paramilitares, estos últimos lograron la expansión casi total de su poder a 
finales de los noventa. En este escenario, Santa Marta es una ciudad que vive 
un conflicto soterrado, en el que la tranquilidad es una apariencia que esconde 
un sistema complejo de poder y dominación. En situaciones de excepción 
como los enfrentamientos del 2001 y el desplazamiento masivo del 2002, se ha 
volcado regional y nacionalmente la mirada sobre esta ciudad, pero más que 
ser la excepción dentro de un estado normal de cosas, representa 
precisamente la excepción que confirma la regla. 
Así pues, la ciudad no es un remanso de paz y la región caribe colombiana 
desde hace años dejó de estar ajeno al conflicto armado del país. En las dos, la 
violencia ha dejado sus huellas, dibujando una historia de dominación en el que 
los poderes político y militar son aliados cómplices. Santa Marta ha atravesado 
épocas en que el temor de que algo malo pase se respira en el aire, en ese 
ambiente se reconoce la autoridad paralela de actores armados que imponen 
estrategias de control a través del señalamiento público en panfletos o listas 
negras, el desplazamiento interurbano, entre otras. Por su parte, la Sierra 
Nevada es el escenario de un conflicto armado que sacude a poblaciones 
enteras: colonos e indígenas principalmente. Convertido en uno de los 
principales lugares de expulsión del departamento del Magdalena, en la Sierra 
convergen los actores armados convirtiéndolo en territorio de guerra. En esta 
transformación, la llamada lucha contrainsurgente que ha abanderado los 
paramilitares representa la rúbrica de un proceso de dominación más complejo 
y con implicaciones sociales, culturales, económicas y políticas y cuyos efectos 
se hacen sentir en todo el territorio costeño. 
121 
Es interesante descubrir que más allá de la relación de violencia que impone y 
expulsa, en el fondo reposa un complejo de relaciones de poder, cuyos efectos 
recaen directamente sobre las acciones, las posibilidades y las relaciones de 
los individuos. "Es que la gente no considera, la gente cree que uno es un 
mentiroso" es la sentencia de quien se siente excluido y de quien es percibido 
con sospecha por parte de los habitantes de la ciudad. Así como aquel señor 
que afirmaba que antes no se presentaba "la limpieza, los desechables... ahora 
se ve con el desplazamiento", establece una relación distante del desplazado, 
ese ser que considera un extraño y el depositario de los males de la ciudad. 
Pero en el extremo de esta relación, está el otro que llega pensando que la 
ciudad es tranquila porque no es referenciada como una ciudad violenta, tal vez 
en parte por la acción de los medios de comunicación que se centran en 
ciudades grandes como Cali, Bogotá, Medellín, entre otras. En efecto, en Santa 
Marta se respira la serenidad producida por una tensa calma. 
Ahora bien, la relación que se establece entre el desplazado y el "pobre 
histórico" es definida por la oposición en un contexto de lucha por ser 
normalizados, por ser objeto de las políticas públicas o de la mirada permisiva 
de las autoridades. El desplazado paradójicamente desplaza al pobre que 
siempre ha sido pobre, que ha habitado los cerros y barrios populares pero que 
ahora queda obnubilado por la presencia del sujeto que ha producido el 
conflicto y es hacia él donde recaen las miradas. Pareciera que la violencia y el 
terror no fueran parte del espacio urbano y ahora encarnaran en este personaje 
que inspira sospecha y desconfianza pero que en la visión asistencialista del 
Estado debe ser atendido, debe ser asistido. Esto debido a que el 
desplazamiento forzado es percibido como un problema que, entre otros 
aspectos, ha aumentado la pobreza. En la ciudad, hay quienes consideran que 
uno de los problemas que ha traído el desplazamiento son los cordones de 
miseria, la pobreza y el poblamiento de cerros pero estos elementos ya existían 
desde tiempo atrás, aunque no eran dimensionados de igual forma. 
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La configuración de la idea de peligro es, tal vez, uno de los elementos más 
característicos del desplazamiento forzado, en cuanto el asesinato, la masacre 
y la amenaza constituyen la primera evidencia del proceso de huida que 
continúa en la ciudad receptora. El miedo caracteriza el periodo en el que se 
origina el proceso y es también el que se riega por el espacio urbano a través 
de estrategias de control social de una autoridad paralela a la estatal. Uno de 
los efectos de la coerción utilizada por los núcleos de poder es que la 
protección termina pareciéndose al terror. En la ciudad, la violencia es 
percibida como algo ajeno a la dinámica de la misma, lo cual forma parte del 
régimen de verdad de la sociedad en el que el discurso manifiesta la 
tranquilidad de los samarios en oposición al carácter violento de los llegados 
del interior del país. El Otro que puede ser paramilitar, desplazado, migrante, 
en fin, es la forma de descargar la culpa de una permisividad siniestra. 
En esa medida, el lenguaje expresa la identificación del desplazado con las 
prácticas de terror, esa condición paradójica reiteradamente presente en el 
documento: víctima y expresión de violencia y terror. Es de cierta manera como 
se percibe la realidad, allí se desplaza de la memoria colectiva aquellos 
recuerdos que nos demuestran que nada es extraño, que todo resulta tan 
familiar: los asesinatos, la limpieza social... Al respecto, podríamos aceptar la 
afirmación de Taussig (1995) sobre la relocalización y el refuncionamiento de la 
memoria colectiva para explicar uno de los objetivos del Estado, especialmente 
de las Fuerzas Armadas, en hacer que la memoria se fragmente y se localice 
en el ámbito privado de los individuos y de las familias, es allí donde se 
alimenta el temor, una consecuencia del lenguaje de terror utilizado por los 
actores armados, llámense guerrilleros, paramilitares, soldados o policías, así 
el Gobierno insista en que las Fuerzas Armadas no son actores de guerra, 
aunque la evidencia demuestre lo contrario. 
Finalmente, concluir que el desplazamiento forzado es un fenómeno de 
violencia y de terror, no aportaría nada nuevo, pues eso está implícito en la 
fuerza de la evidencia. Sin embargo, explicarlo en términos de una 
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construcción social y de una práctica discursiva que, al igual que el concepto 
desarrollo, puede ser considerado un invento con un fuerte carácter histórico 
(Escobar, 1998), pues aunque la época de La Violencia generó múltiples 
migraciones, principalmente desde el interior del país, no se habla de 
desplazamientos forzados o de desplazados así la violencia directa o indirecta 
fuera una de las causas. Es a finales del siglo XX que los desplazados forzados 
empiezan a existir (jurídicamente) y empezaron a crearse prácticas sociales e 
institucionales, los medios masivos de comunicación han contribuido a 
consolidar este discurso mientras la Red de Solidaridad Social se encarga de 
hacerlo operativo, es decir, de definir las condiciones para "ser" desplazado y, 
por tanto, ser asistido. 
Los desplazados son considerados una población vulnerable. Condición, entre 
otras, que los hace ser objeto de la intervención estatal, pues como lo plantea 
Arturo Escobar (1996) desde el siglo XIX empezó a configurarse el campo de lo 
social, en donde la pobreza, la salud, la educación, la higiene, el desempleo 
empezaron a ser considerados como problemas sociales. En esa medida, el 
desplazamiento forzado como problema social hace evidente la falta de 
seguridad que debería ofrecer el Estado pero, por otra parte, pone de relieve la 
creación de un andamiaje institucional, encarnado principalmente en la Red de 
Solidaridad Social. Dicho andamiaje debería ofrecer lo que Amartya Sen 
considera una de las libertades instrumentales: la seguridad protectora, la cual 
proporcionaría una red de protección social que impediría que la población 
afectada caiga en la mayor de las miserias y, en algunos casos, incluso en la 
inanición y la muerte (Sen, 1999:59). Por el contrario, el Sistema de Atención 
creado los agrupa y homogeniza a través de un rótulo, imponiéndosele un 
régimen de verdad: son desplazados, son asistidos. 
Al respecto, es esclarecedora la observación de Aparicio sobre lo que se teje 
en torno al discurso humanitario, 
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"Comparto la opinión que tiene Castillejo (2000) cuando argumenta que 
estas prácticas, bajo el lema del discurso humanitario, "des-humanizan" a 
estas personas, les quitan su capacidad de agencia, en tanto han sido 
absorbidos a tal punto por el mismo sistema que ya ni siquiera pueden 
contradecirlo, refutarlo o criticarlo. A grandes líneas, se trata entonces de 
una operación del poder que funciona en una dimensión macropolítica, 
en una forma de gubernamentalidad que tiene el propósito de 
caracterizar a la población «desplazada» a través de la uniformización de 
un proceso que todos deben seguir, independientemente de cuáles sean 
sus biografías personales, sus deseos o sus temores también" (Aparicio, 
2004) 
Por lo tanto, dentro de este Sistema de Atención a la población desplazada, la 
de Solidaridad Social ha reducido el campo institucional a la fijación del 
sujeto desplazado en un Sistema Único de Registro y al asistencialismo, 
construyendo una cotidianidad basada en las confusas rutas de oficinas para 
conseguir la asistencia humanitaria a la que tienen derecho según la ley. 
Complementariamente, empiezan a configurarse asociaciones u 
organizaciones de desplazados o redes informales que, aunque motivados 
inicialmente por el aparato estatal, podría resultar en una forma incipiente de 
resistencia frente a los centros de poder vigentes (Rahnema, 1996: 203). 
Finalmente, el sujeto desplazado es convertido en el objeto de estudio y de 
trabajo de la comunidad académica y de una variedad creciente de ONG tanto 
nacionales como internacionales. 
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CONFLICTO / TRES GRUPOS PARAMILITARES SE HAN REPARTIDO EL TERRITORIO 
El Magdalena, bajo el 
dominio de 'los señores' 
El poder económico y militar de las Autodefensas ha 
logrado penetrar a diversos sectores del departamento. 
Algunos dicen que allá no pasa nada y otros, que nada 
se hace sin la aprobación de los armados, 
IIIVIADO ESPECIAL DE 
EL TIEMPO 
Todo indica que en Santa 
Marta y el Magdalena está pa-
sando algo muy turbio. Poro la 
realidad de lo que alll ocurre 
depende de si los denunciantes 
se atreven a hablar pública-
mente, o lo hacen en voz y baja 
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En voz alta, desde los vende-
dores callejeros de tinto hasta 
los más reconocidos dirigentes 
dicen que los problemas de la 
región son tos normales, los 
mismos del resto del paja, que 
ea el departamento reina la 
Metitticionalidad y Santa Mar-
ta sigue siendo una ciudad 
muy segura, a pecar de que ca-
da 30 horae, en promedio, es 
asesinada una persona. 
En voz baja, confiesan que 
las Autodefensasdesaledenon a 
la guerrilla de casi todo el Mag-
dalena (excepto una parte de la 
Sierra Nevada), Pero se han re
-partido casi todo el departe. 
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hatea flnquerou manipulan las 
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tan a quien se les opone. 
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ANEXO B. ARTÍCULO DEL PERIÓDICO EL HERALDO, JUNIO DE 2003 
Por AGUSTIN IGUAL.AN GONZALI2 
Ihnts Marx 
El desplazamiento forzado como 
problema vital de la sociedad 
colombiana, marca al Magdalena como 
una de las nriorinales =as de la 
ffl ELMAA11NA 
Para el Coordinador de la oficina de 
PU y Convivencia del Magdalena, Raid 
Perdoino Salinas, el desplazamiento 
gota a gota proveniente de la Sierra 
1111.irmh tio Santa 1.42/111 oc r4i2rin. un lusa 
Mindación, que cuenta hoy con una 
población desplazada de 2.337 hogares, 
para un total de 9.363 personas, 
No obstante, este panorama, dijo el 
funcionario "la respuesta del Sistema 
Nacional de Atención Integral a la 
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ESTADISTICA DESPLAZADOS DEL DEPARTAMENTO DEL MAGDALENA  
ACUMULADO HASTA MARZO 
UNICIPIO 
 HOGARES 
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.—... _ . 
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66.61 /4262 desplazado de calabazo 
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IPINTO  O o 0.00 ZONA RURAL N ZENON  o 0.00 ZONA RURAL (ZON. BAN)  6 35 0,04 ZONA RURAL TIO NUEVO 451 3,049 2.96 ZONA RURAL AN SEBASTIAN  o 0 0.00 ZONA RURAL 
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OTAL 
 15,219 72,6S6J 100 
OBSEVACION: FECHA CORTE 15 DE MARZO DEL 2004 
NOTA: 
A LAS FAMILIA REGISTRADA SE LES HACE UN PROMEDIO DE 5 PERSONAS 
POR FAMILIA 
FUENTE: SISTEMA UNICO DE REGISTRO 
Elaborado pro L.V.D. 
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ANEXO D. DOCUMENTO DE DIFUSIÓN DE LA POLÍTICA SOCIAL DEL 
DISTRITO DE SANTA MARTA, 2004 
RED SOCIAL EN ACCION 
No. COS — Organo de difusla de la Politica Social del Distrito de Santa Marta 
editorial 
Sociedad decente y política social. Mi 
compromiso: José Francisco Zúñiga R. 
Alcalde de Santa Marta 
El Estado social de derecho se puede hacer viable a 
bayas de politices públicas que expresen las 
preocupaciones y los compromisos de las instituciones 
del Estado y las organizaciones de la sociedad civil con 
las personas vulnerables y con la construcción de una 
sociedad decente. 
En esta perspectiva (as políticas públicas actúan en un 
doble sentida Fortalecen a las organizaciones de la 
sociedad civil en cuanto busca asociarías en una Red 
que piense y actúe la politice social, y le permiten a las 
instituciones pú buces aprender a mejorar sus formas 
de pensar y actuar su intervención, con lo que se 
genera una auto institucionalización que propicia 
pertinencia, responsabilidad, confianza y legitimidad. 
Es competencia del Distrito ofrecer a la población 
vulnerable el acceso a los servicios sociales que le 
garanticen el ejercicio y/o la restitución de sus 
derechos fundamentales y le brinden oportunidades de 
generar su propio desarrolla 
Muchos sainados que viven en condiciones de 
vulnerabilidad son la razón de ser de le politice pública 
social que promueve el Distrito. Esos samarios 
requieren un apoyo inmediato para el reconocimiento, 
compensación y restablecimiento de sus derechos. 
para que cesen las condiciones que propician y 
mantienen la vulnerabilidad. Asi mismo es necesario un 
enfoque de promoción y prevención para evitar que 
muchos otros samarios sean vulnerables. 
Corno gobernante no solo estoy comprometido a tender 
una mano a las poblaciones más pobres, sino crear 
condiciones que le permitan ejercer sus derechos y 
sobre todo transformarse en actores de su propio 
desarrollo. 
Superar tos múltiples factores que determinan la 
vulnerabilidad requiere un nuevo esquema de 
intervención. Por eso estamos proponiendo fa Red 
Social, un espacio que facilite a la alceldia y demás 
instituciones públicas, articular a la sociedad civil pata 
generar iniciativas y programas sociales de largo 
plazo No será posible la construcción de una sociedad 
decente sin justicia y armonia 
VULNERABILIDAD, POLITICA SOCIAL Y RED 
SOCIAL 
¿Qué entender por vulnerabilidad, condiciones de 
riesgo y población vulnerable? 
La vulnerabilidad se concibe corno una condición de 
riesgo y privación que coloca a un individuo, un grupo 
familiar y una comunidad en situación de no poder 
ejercer directamente las capacidades que le 
garanticen la satisfacción de sus necesidades 
fundamentales y las competencias que le permitan 
chimbar de los derechos sociales a cargo del Estado. 
Vulnerabilidad que es motivada por la existencia de 
diferentes condiciones de riesgo, tales corno*. riesgo 
socioeconómico, riesgo psicoarectivo, riesgo 
nutricional, riesgo moral y riesgo cultural 
Condiciones de riesgo 
Condiciones de riesgo Socioeconómico: Abarca a la 
población que por encontrarse en condiciones de 
pobreza y exclusión social no pueden satisfacer sus 
necesidades básicas y que por lo tanto ven vulnerados 
muchos de sus derechos. Existen indicadores que 
determinan este tipo de vulnerabilidad. entre ellos. 
indice de necesidades básicas insatisfechas (INB), 
indice de calidad de vida (ICV), linea de pobreza (IP), 
linea de miseria (LM). sistema de selección de 
beneficiarios de programas sociales (SISEIEN). 
Condiciones de riesgo Psicoalectivo: Se considera 
que en nuestra sociedad existe un alto riesgo 
Psicoafectivo para las personas con discepacidades y 
conflictos intrafamiliares por ser vicUmes de violencia 
intmfamiliar, violencia delincuencial, violencia armada. 
maltrato infantil, consumo de sustancias psicoactivas, o 
conflictos de convivencia social, comunitaria y barrial, 
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